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AL JUZGADO CENTRAL DE INSTRUCCION DE GUARDIA DE LA AUDIENCIA 
NACIONAL:  
 
Rigoberta Menchú Tum, de nacionalidad guatemalteca, nacida en el Municipio de San Miguel 
Uspantán en el Departamento de El Quiché de la República de Guatemala, el día 9 de enero de 
1959, casada, con Cédula de Vecindad número de Orden A-1 Registro 1060058, extendida en la 
ciudad de Guatemala, con Pasaporte Diplomático No. 0009997 y Pasaporte corriente No. 2174643, 
Premio Nobel de la Paz y Embajadora de Buena Voluntad de la UNESCO, con domicilio real en 
Primera calle 7-45 de la Zona 1 de la ciudad Capital de Guatemala.  
 
 
A. COMPARECE: A formular DENUNCIA en el marco del artículo 264 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, poniendo en conocimiento del Juzgado los siguientes hechos por entender 
que son constitutivos de delito, solicitando del Juzgado que proceda de manera inmediata con 
arreglo a lo establecido por el art. 239 de la misma ley.  
 
 
La denuncia se basa en el Derecho y en los hechos que a continuación se detallan. 
 
 B. HECHOS: En la actualidad se está viviendo en Guatemala el fin de un proceso sumamente 
complejo caracterizado por hechos de violencia armada que han merecido la intervención de países 
y de entidades extranjeras entre las que destacamos la propia Naciones Unidas, que ha establecido 
en Guatemala una Misión especial denominada MINUGUA, Misión de Verificación de las 
Naciones Unidas en Guatemala, además de otras importantes entidades.  
 
 
La guerra que azotó durante 36 años a Guatemala ha dejado un legado de desolación y muerte que 
no tiene paralelo en el contexto americano que nos obliga a abordar las "razones" de semejante 
situación y analizar las "consecuencias" de las mismas.  
 
 
En el marco general del final del proceso caracterizado por la firma de los Acuerdos de Paz, sobre 
los que más adelante haremos las precisiones necesarias, se determinó la creación de la COMISION 
PARA EL ESCLARECIMIENTO HISTORICO (CEH), que será la fuente más importante de 
nuestras ponderaciones. También haremos las precisiones necesarias sobre la CEH.  
 
 
En el Tomo V, Capítulo IV, CONCLUSIONES, se habla sobre los resultados de la tarea de 
sistematización de información que en el caso de Guatemala no tiene parangón en cuanto a la 
complejidad y seriedad del trabajo. 
 
 
 En punto I, LA TRAGEDIA DEL ENFRENTAMIENTO ARMADO INTERNO, Numeral 1 y 2, 
dice que "el estallido armado interno es a partir de 1962..., que la labor puntual de documentación 
de la CEH llega a 42,275 casos de víctimas, y que con información complementaria estima que la 
cifra total de víctimas del enfrentamiento llega a las 200,000 personas". 
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 También en los mismos numerales informa " de los 42,275 casos que puntualmente verificó, 
23,671 corresponden a ejecuciones arbitrarias, 6,159 casos de desaparición forzada, y que de las 
víctimas plenamente identificadas 83% eran mayas y 17% ladinos".  
 
 
En el numeral 3 sobre LAS RAICES HISTORICAS DEL ENFRENTAMIENTO ARMADO 
resume con maestría esta historia terrible. Dice: " La CEH concluye que la estructura y la naturaleza 
de las relaciones económicas, culturales y sociales en Guatemala han sido profundamente 
excluyentes, antagónicas y conflictivas, reflejo de su historia colonial. Desde la independencia 
proclamada en 1821, acontecimiento impulsado por las elites del país, se configuró un Estado 
autoritario y excluyente de las mayorías, racista en sus preceptos y en su práctica que sirvió para 
proteger los intereses de los restringidos sectores privilegiados. Las evidencias a lo largo de la 
historia guatemalteca y con toda crudeza durante el enfrentamiento armado, radican en que la 
violencia fue dirigida fundamentalmente desde el Estado en contra de los excluidos, los pobres y 
sobre todo, la población maya, así como en contra de los que lucharon a favor de la justicia y de una 
mayor igualdad social." 
 
 
 En los numerales siguientes, 4,5,6,7,y 8 se abunda y profundiza el numeral 3, y en el siguiente, el 
9, se entra en el tema de las formas y los marcos en los que se expresó la violencia.  
 
 
Dice : " LA REPRESION SUSTITUYE A LAS LEYES. La CEH ha concluido que durante los años 
del enfrentamiento armado la incapacidad del Estado guatemalteco para aportar respuestas a las 
legítimas demandas y reivindicaciones sociales desembocó en la conformación de una intrincada 
red de aparatos paralelos de represión que suplantaron la acción judicial, de los tribunales 
usurpando sus funciones y prerrogativas. Se instauró de hecho un sistema punitivo ilegal y 
subterráneo, orquestado y dirigido por las estructuras de Inteligencia Militar. Este sistema fue 
utilizado como la principal forma de control social por parte del Estado a lo largo del 
enfrentamiento armado interno, complementado por la colaboración directa o indirecta de sectores 
económicos y políticos dominantes". 
 
 
 Hemos reproducido estos numerales porque ellos han aportado una primera síntesis sobre la 
situación general. A medida que desarrollemos los hechos que fundamentan mi denuncia iré 
aportando mas elementos puntuales de soporte a lo denunciado.  
 
 
C. CRONOLOGIA SOBRE EL CARACTER DE LOS GOBIERNOS.  
 
 
En cuanto a las dictaduras militares que han asolado el país, haremos una simple enunciación de 
ellas. También nos referiremos a las administraciones no militares que han llegado al gobierno con 
un bajo número de votos, en un país donde el abstencionismo ronda regularmente el 60%, y que no 
han gobernado de modo esencialmente diferente al de los militares, simplemente porque han 
accedido al gobierno, no al poder. De hecho, durante sus gestiones, se sucedieron graves 
violaciones a los derechos humanos.  
 
 
Enumero los gobiernos a partir del derrocamiento de Jacobo Arbenz en 1954, sin olvidarme de la 
situación de explotación heredada mediante estructuras medievales vigentes, que se expresaban en 
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las Leyes de Vagancia y Leyes de Vialidad mediante las cuales se legalizaba una vinculación entre 
el hombre y la tierra similar a la gleba europea y que en el fondo no era otra cosa que la 
prolongación en el tiempo de la "encomienda" colonial. Esto significaba el trabajo forzoso de 
cientos de miles de indígenas en la construcción y mantenimiento de carreteras, en fincas 
particulares o en las plantaciones de la United Fruit Company, una mega empresa norteamericana. 
Es la época del dictador militar Jorge Ubico, en donde en un país con índices impresionantes de 
analfabetismo, durante 13 años, de 1931 a 1944 no se construyó ninguna escuela. 
 
 
 El orden de los gobiernos es el siguiente: 
 
 
 1. Asume el Coronel Carlos Castillo Armas asesinado tres años después y luego de varios 
gobiernos provisionales, lo sustituye el General Miguel Ydígoras Fuentes, que a su vez es 
desalojado por un golpe de estado dirigido por el Coronel Enrique Peralta Azurdia en marzo de 
1963. Durante ese período se incrementa la represión selectiva en contra de dirigentes universitarios 
y sindicales. Al final del Gobierno de facto del Coronel Peralta Azurdia, en una acción conjunta de 
la inteligencia militar y la Policía son detenidos y desaparecidos en pocas horas 28 líderes y 
activistas opositores. Todos fueron asesinados y sus cuerpos lanzados al mar, en una operación 
criminal que, probablemente, inaugura en América Latina la práctica del secuestro político como 
parte del Terrorismo de Estado. 
 
 
 2. En julio de 1966 es electo Presidente un civil, el Licenciado Julio César Méndez Montenegro, 
que asume el Gobierno solamente después de haber firmado un pacto vergonzoso de sumisión al 
ejército. Su administración no fue más que la continuación de la política antidemocrática y 
represiva en cuanto a las libertades públicas y los derechos humanos. Esto se expresa, entre otros 
factores, por ser la época en que al abrigo del poder aparecen los escuadrones de la muerte o 
conjunto de fuerzas parapoliciales y paramilitares, encargados de la mayoría de las atrocidades 
"selectivas" cometidas en aquel tiempo, ya que apuntaban a lideres civiles del ámbito profesional, 
laboral y universitario. Un caso emblemático de esta etapa es el asesinato del poeta Otto René 
Castillo, quien fue quemado vivo por los militares que lo capturaron. A partir de Méndez 
Montenegro, los presidentes se eligen internamente entre las cúpulas militares y obviamente todos 
tienen ese origen.  
 
 
3. En 1970 llevan a la presidencia al Coronel Carlos Arana Osorio. Se establece "estado de sitio" 
durante más de un año y es época de incremento represivo con características diferentes: los 
operativos rastrillo que afectan ya a gran parte de población civil no beligerante, situación 
favorecida por la suspensión de las garantías constitucionales. En esa época se estiman en más de 
20 los escuadrones paramilitares y parapoliciales de la muerte. Aunque suene extraño, se 
identificaban con estos términos de acuerdo a las zonas de preferencia de actuación: La Mano 
Negra; La Mano Blanca, Movimiento de Acción Nacionalista Organizado (MANO); Ejército 
Secreto Anticomunista ( ESA), famoso por la publicación previa de los nombres de las víctimas; 
Nueva Organización Anticomunista (NOA); Consejo Anticomunista de Guatemala (CADEG); Ojo 
por Ojo; Jaguar Justiciero; etc. Esas denominaciones, tal cual lo dice el Numeral 93 del Tomo V del 
Informe CEH,"no eran otra cosa que los nombres coyunturales de aquellas unidades militares 
clandestinas dedicadas a eliminar a los supuestos miembros, aliados o colaboradores de "la 
subversión".  
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Esta época tiene otra particularidad: la de la exhibición del terror de manera desembozada y como 
única política de relacionamiento entre gobierno y sociedad. Queda la secuela de más de 13,000 
personas asesinadas entre ellos Adolfo Mijangos López, un diputado opositor ametrallado en su 
silla de ruedas y como hecho emblemático la publicación de listas de personas que habían sido 
"condenadas a muerte". En la cultura popular se evoca aquella época como en la que el río Motagua 
amanecía cargado de cadáveres, en el oriente del país.  
 
 
Hay otro hecho distintivo de este período: el creciente enriquecimiento ilícito de militares, que 
pasan a ser propietarios o accionistas de proyectos como el de la "Franja Transversal del Norte" en 
referencia a una zona de ricas tierras y abundantes bosques, de donde fueron desalojados por la 
fuerza sus poseedores ancestrales y se les transfirieron a oficiales de mediada y alta graduación. 
 
 
 4. En 1974 llega al gobierno y trae consigo el poder, el General Kjell Eugenio Laugerud García. La 
vía es una elección fraudulenta. Es necesario que nos detengamos sobre esta afirmación. El 
"perjudicado" por el fraude dentro del fraude general era otro militar que luego llega al poder y 
construye así su triste fama. Hablamos del General Efraín Ríos Montt, que culmina el reclamo por 
su postergación cuando acepta el cargo de Embajador en España.  
 
 
En esta época se consolida el modelo de "Estado militar", frente a lo que se produce un 
reacomodamiento organizativo de los sectores populares. Se incrementan los asesinatos selectivos, 
a través de los cuales se descabezan los intentos de consolidar liderazgos en los distintos sectores de 
la sociedad no vinculados al régimen. Como consecuencia de estos cientos de asesinatos selectivos 
es muerto el padre Hermógenes López, un sacerdote guatemalteco. 
 
 
 El 28 de mayo de 1978 acontece la masacre de Panzós donde son asesinados mas de 100 indígenas, 
hecho emblemático que apunta a impedir reuniones de indígenas en actitud de reclamo. 
 
 
 5. En 1978 con un abstencionismo mayor al 60% gana las elecciones el nuevo militar designado 
por la cúpula, el General Fernando Romeo Lucas García que continúa y aumenta la práctica de los 
asesinatos selectivos a las dirigencias profesionales, obreras y universitarias.  
 
 
Es paradigmático de esta etapa, el hecho de persecución por helicóptero y posterior asesinato en 
plena ciudad capital, del candidato presidencial opositor y ex- Alcalde de la ciudad de Guatemala, 
Manuel Colom Argueta. Durante el Gobierno de Lucas García se produce la Masacre de la 
Embajada de España en Guatemala, hecho que aquí planteamos en forma especial y sobre el que a 
posteriori de esta crónica habremos de abundar. En octubre de 1981, bajo el mando militar del 
General Benedicto Lucas, hermano del Presidente, el ejército comete nuevas matanzas colectivas en 
la parte sur del Departamento de El Quiché e inicia la organización forzosa de las Patrullas de 
Autodefensa Civil (PAC). 
 
 
 6. En 1982, el Alto Mando del ejército elige como candidato a Angel Aníbal Guevara Martínez, 
ganador en medio de un fraude escandaloso. Sin embargo no llega a tomar el gobierno porque un 
golpe de estado protagonizado por militares coloca en el poder a una Junta Militar comandada por 
el general Efraín Ríos Montt, que elaboró un nuevo plan contrainsurgente producto del cual se 
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inicia las operaciones de exterminio y genocidio más doloroso de la historia del país, del cual fue 
víctima principal el pueblo maya.  
 
 
7. El general Efraín Ríos Montt, desplazó meses después a sus dos compañeros de Junta Militar y se 
autoproclama Presidente. En esos días se oficializa y extiende la existencia de las Patrullas de Auto 
Defensa Civil (PAC), que es la adaptación para las zonas rurales de los escuadrones de la muerte 
urbanos, con funciones de control permanente de la población campesina, mediante tácticas de 
terror. A mediados de 1983 en cumplimiento de los planes del gobierno de facto, las PAC sumaban 
más de 500,000 hombres, factor que le permite al ejército llevar el Terrorismo de Estado a su 
máxima expresión, producto del cual se ejecutan más de 300 masacres en pueblos mayas, con un 
saldo terrible de más de 16,000. muertos y desaparecidos, 90,000 refugiados y 1.000,.000 de 
desplazados internos. Ya abundaremos mas adelante sobre este fenómeno de los desplazados-
refugiados.  
 
 
Hay que destacar quince fusilamientos públicos producto de la actuación de los Tribunales de Fuero 
Especial, verdaderas monstruosidades jurídicas de creación personal de Efraín Ríos Montt . Estos 
Tribunales fueron la consecuencia de la sustitución de la Constitución de la República, por un 
Estatuto Fundamental de Gobierno, que desde el punto de vista de la pirámide jurídica, deben verse 
simplemente como bandos o edictos militares, que en algún momento de la historia pretendieron 
asumir el poder constituyente del Estado. Es la época de la creación de las "aldeas modelo" 
diseñadas en forma casi pantográfica con las "aldeas de seguridad" que se pretendieron instalar en 
Vietnam del Sur durante el conflicto armado. En esas aldeas fueron confinados numerosos grupos 
de población, que se vieron sometidos a trabajos forzados, limitados en sus desplazamientos, 
sujetos a un régimen de vejámenes y sometidos a planes de "reeducación" que incluían las prédicas 
fundamentalistas que daba Efraín Ríos Montt mediante grabaciones de audio y vídeos.  
 
 
8. En agosto de 1983 el Ministro de la Defensa, General Oscar Humberto Mejía Víctores derroca a 
Ríos Montt, que en poco tiempo en el gobierno se quedó sin el apoyo de sus pares y por 
consiguiente sin poder. Pero este cambio solo fue "cupular" porque la política de gobierno no sufrió 
modificaciones significativas y continuó la práctica sanguinaria de la "tierra arrasada", los 
secuestros masivos, las "aldeas modelo" y el enrolamiento forzoso de los campesinos indígenas en 
las PAC. Durante el gobierno de facto de Mejía Víctores se intensifican nuevamente los actos 
represivos en el área urbana, con el secuestro, tortura, y asesinato de dirigentes gremiales y 
ciudadanos que el régimen consideraba sospechoso. 
 
 
 Algunas de las atrocidades cometidas en épocas de Mejía Víctores han salido a la luz pública con la 
desclasificación de documentación que ha hecho recientemente el Departamento de Estado del 
gobierno de los Estados Unidos.  
 
 
9. En 1985 y como producto de la presión internacional, se intenta una apertura democrática, que no 
fue tal, pero que se ofrece al mundo como si lo fuese y que tiene como característica que el 
Presidente ya no es un militar sino un civil. Hablamos de Marco Vinicio Cerezo Arévalo, del 
Partido Democracia Cristiana Guatemalteca. Asume en enero de 1986 acompañado de una gran 
expectativa social, porque su elección significó la postergación temporal de algunos de los 
elementos más reaccionarios y conservadores del ejército. Pero la esperanza dura solo un año, en 
que la falta de soluciones y el persistente Estado represivo hacen que las reacciones populares se 
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intensifiquen y se expresen mediante huelgas y otras manifestaciones.  
 
 
Durante la administración de Cerezo Arévalo se producen los encuentros de presidentes 
centroamericanos, conocidos como las "Reuniones de Esquipulas", que crearon condiciones 
propicias para el inicio de los procesos de paz en Nicaragua, El Salvador y Guatemala. En mi país 
se desarrolló el denominado "Diálogo Nacional" entre el Gobierno y distintas expresiones de la 
sociedad guatemalteca. En ese marco, a finales de 1987 se producen en Madrid, España los 
primeros contactos y acercamientos entre el Gobierno de Guatemala y las fuerzas insurgentes, a 
través del entonces Embajador de Guatemala en España, Danilo Barillas. De esa manera se inició el 
proceso que diez años más tarde permitió la firma de los Acuerdos de Paz. Sin embargo, cuando 
Danilo Barillas regresó a Guatemala fue asesinado por miembros del ejército que se oponían al 
diálogo con la guerrilla. A pesar de que el Lic. Barillas era miembro fundador y dirigente de la 
Democracia Cristiana, el partido en el Gobierno, su muerte nunca fue investigada y los militares 
que lo asesinaron continúan gozando de la impunidad. 
 
 
 En esta etapa, el 11 de septiembre de 1990, se produce el asesinato de la antropóloga Myrna Mack 
Chang a manos de un agente de los Servicios de Inteligencia del ejército, dando lugar a uno de los 
ejemplos de entereza y lucha por la justicia y en contra de la impunidad más importantes de 
Guatemala. Hay que destacar que aún ahora, a casi una década, no se ha podido sentar en la 
acusación a los militares considerados "autores mediatos" como resultado de un proceso judicial 
que ilustra la eficiencia de la Justicia de Guatemala cuando de proteger genocidas se trata. Esto a 
pesar de que la comunidad internacional en pleno condenó este asesinato y ha venido exigiendo 
justicia desde entonces. Desde el punto de vista de las normas del Debido Proceso, el juicio es toda 
una síntesis de premeditada ineficiencia y obstruccionismo, por el que han desfilado decenas de 
jueces y fiscales sin conseguir algo tan simple como la comparencia de los acusados. 
 
 
 10. En enero de 1991 asume la presidencia el Ingeniero Jorge Serrano Elías, de origen 
ultraderechista y en el pasado asesor del General Ríos Montt y funcionario de su gobierno militar. 
En el campo represivo, con algunas adecuaciones, se mantiene la metodología terrorista, las PAC y 
las "aldeas modelo". Serrano Elías era dirigente de una secta de fanáticos fundamentalistas 
compuesta por militares y empresarios conservadores, el SHADDAI y es desplazado después de un 
auto golpe fallido en el que disolvió el Congreso, la Corte Suprema de Justicia y ordena la 
suspensión de las garantías individuales. Aún así fracasa y se exilia con cuantiosos bienes producto 
de la corrupción de Estado. 
 
 
 11. El fracasado autogolpista es sustituido por el entonces Procurador de los Derechos Humanos 
Ramiro de León Carpio, que llega por la vía de la designación, no por vía electoral y que 
curiosamente, es ahora diputado por el partido político fundado y dirigido por Efraín Ríos Montt, el 
dictador y genocida más emblemático de la Guatemala contemporánea. Sobre este episodio sería 
necesaria una observación complementaria. La iconografía política tiene mensajes fácilmente 
comprensibles. Para el pueblo judío del mundo la svástica tiene un significado unívoco. Para el 
pueblo de Guatemala la cruz significa Cristo, y una mano simboliza aquellos escuadrones de la 
muerte que lo azolaron por décadas. Hoy, el partido político creado por Ríos Montt, al que se ha 
adherido el ex-presidente de León Carpio, ostenta como emblema precisamente una mano.  
 
 
Pero si alguien puede sentirse entusiasmado porque un Procurador de Derechos Humanos ocupe la 
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Presidencia de un país, repare en estos datos: durante su gestión se cometieron 138 ejecuciones 
extrajudiciales, 108 desapariciones forzadas, 69 atentados, 2 masacres, 99 niños desaparecidos, y 
1062 asesinatos jamás esclarecidos, según datos publicados por algunos de los organismos de 
Derechos Humanos más respetados en Guatemala.  
 
 
Resulta interesante reproducir lo que sobre este episodio de la historia del país, evaluando el primer 
año de gobierno de Ramiro de León Carpio dijo HUMAN RIGTH WATCH : " Desdichadamente el 
Presidente De León Carpio no ha llegado a desafiar a los militares en aspectos tan importantes 
como la conducta ilegal de las Patrullas Civiles y la práctica de las detenciones clandestinas por 
parte de los militares. De León Carpio también parece haber abandonado su intento de 
desmilitarizar la Policía. Carente de respaldo de un partido político, el nuevo presidente parece 
sentirse tan en deuda con la oficialidad que le permitió asumir la presidencia que se resiste a 
confrontarlos en estos aspectos. El nuevo Ministro de Gobernación Danilo Parrinello Blanco es un 
ex diputado de un partido derechista asociado con la línea dura del ejército. El coronel Mario 
Mérida fue transferido del Servicio de Inteligencia Militar para convertirse en el Vice Ministro de 
Parrinello. Las Patrullas de Autodefensa Civil continúan cometiendo graves abusos con impunidad 
incluyendo asesinatos, amenazas de muerte, desplazamientos forzados y detenciones ilegales 
especialmente en el altiplano. Aunque como Procurador de Derechos Humanos De León Carpio 
criticó abiertamente los abusos cometidos por las patrullas, como presidente se ha convertido en 
uno de sus más ardientes defensores".  
 
 
En esa época, el 5 de octubre de 1995, una columna del ejército masacra en la finca Xamán a una 
comunidad indígena que había retornado a Guatemala, después de permanecer refugiados en 
México durante varios años. Ya ampliaremos sobre este punto.  
 
 
En cuanto a las presiones sobre el poder judicial, es importante señalar que durante ese período, fue 
asesinado el Presidente de la Corte de Constitucionalidad, Epaminondas González Dubón y también 
el líder de una de las fuerzas políticas más importantes, el periodista Jorge Carpio Nicolle, primo 
hermano de De León Carpio. Ambos asesinatos permanecen en la impunidad. 
 
 
 12. En enero de 1996 asume Alvaro Arzú Irigoyen, presidente electo en medio de un 
abstencionismo del 63.2%. No obstante haber culminado el proceso de dialogo con la insurgencia y 
haber firmado el Acuerdo de Paz Firme y Duradera, a lo largo de su gobierno persistió la 
incapacidad integral del Poder Judicial de dar solución adecuada dentro del marco legal vigente, a 
las violaciones a derechos humanos que, aunque en menor cantidad, siguieron ocurriendo.  
 
 
Particularmente notoria, ha sido la persistencia de la impunidad para todos aquellos militares 
comprometidos en hechos de violaciones a derechos humanos. Lo que mejor expresa la vigencia del 
terror y del poder real de los militares, en este período es el asesinato de Monseñor Gerardi, "cuyo 
mayor pecado" fue la publicación del REMHI, Recuperación de la Memoria Histórica, una 
recopilación de violaciones a los derechos humanos que en esta DENUNCIA hemos de citar en 
forma recurrente.  
 
 
Expresa también la premeditada ineficiencia del poder judicial, la forma en la que en esta etapa la 
justicia ha llevado el proceso por la causa de la masacre de Xamán, en donde se encuentran todas y 
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cada una de las anomalías que expresan la ineficiencia, la incapacidad, la falta de voluntad de 
aplicar justicia y la intromisión de un poder en otro. Dicho proceso es un compendio de todas estas 
anomalías que en definitiva apunta a un único objetivo: garantizar la impunidad para los militares. 
 
 
 Al finalizar esta cronología no podemos dejar de hacer algunas reflexiones finales. Esto que hemos 
resumido es el "continente" de 200,000 muertos y miles de flagelados, desaparecidos, torturados. Es 
una historia de injusticia, de dolor, y sobre todo de impunidad en una comunidad que todavía no 
conoce lo que significa justicia y que comparece justamente ante VS por esas razones. El por qué no 
se ha podido encontrar eso mismo en Guatemala y las motivaciones profundas de esta situación, lo 
habremos de abordar en los acápites siguientes.  
 
 
D. PAPEL JUGADO POR EL PODER JUDICIAL DE GUATEMALA. LA AUSENCIA DE UN 
ESTADO DE DERECHO. DENEGACION DE JUSTICIA. 
 
 
 Los hechos que hemos venido desarrollando ante VS tienen por objeto ir dibujando con el mayor 
apego posible a la realidad lo que han sido estos años para el pueblo de Guatemala.  
 
 
Abordaremos ahora un tema particularmente difícil por su gravedad y porque en conjunto dibuja un 
escenario que los hombres de derecho deploran: la falta de justicia, la deliberada ineptitud de los 
funcionarios, en definitiva el alimento de la impunidad. La CEH se expresa sobre la Justicia con 
detalle y precisión. Lo hace en diferentes numerales que iremos convocando ante VS a los efectos 
de poder transmitir con la mayor precisión posible lo que ha significado en el contexto general el 
papel que ha cumplido la Justicia de Guatemala.  
 
 
Dice el Numeral 10: " LA INEFICIENCIA DE LA JUSTICIA. El sistema judicial del país, por su 
ineficiencia provocada o deliberada, no garantizó el cumplimiento de la ley, tolerando y hasta 
propiciando la violencia. Por omisión o acción, el poder judicial contribuyó al agravamiento de los 
conflictos sociales en distintos momentos de la historia de Guatemala. La impunidad caló hasta el 
punto de apoderarse de la estructura misma del Estado, y se convirtió tanto en un medio como en un 
fin. Como medio, cobijó y protegió las actuaciones represivas del Estado así como las de 
particulares afines a sus propósitos, mientras que, como fin, fue consecuencia de los métodos para 
reprimir y eliminar a los adversarios políticos y sociales".  
 
 
Tiene relación con esto el Numeral anterior, el 9 del Tomo V cuya enunciación lo define: "LA 
REPRESIÓN SUSTITUYE A LAS LEYES", numeral que ya hemos incluido más arriba en el texto 
de la presente DENUNCIA.  
 
 
En el Tomo V Numeral 56 se aborda un tema de actualidad, la impunidad. Dice: "LA 
IMPUNIDAD. La debilidad del sistema de justicia, ausente en extensas regiones del país antes del 
enfrentamiento armado, se acentuó cuando el poder judicial se plegó a los requerimientos impuestos 
por el modelo de seguridad nacional imperante. La CEH concluye que, al tolerar o participar 
directamente en la impunidad que daba cobertura material a las violaciones más elementales de 
derechos humanos, los órganos de justicia se volvieron inoperantes en una de sus funciones 
fundamentales de protección del individuo frente al Estado, y perdieron toda credibilidad como 
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garantes de la legalidad vigente. Permitieron que la impunidad se convirtiera en uno de los más 
importantes mecanismos para generar y mantener el clima de terror".  
 
 
Complementa esta línea de pensamiento el numeral siguiente, el 57. En su primera parte contiene 
una afirmación que es una síntesis de importancia fundamental para la comprensión del problema y 
sobre todo para entender la necesidad de la activación de la jurisdicción universal para el 
juzgamiento puntual de estos casos de violaciones a los derechos humanos. Dice: "Estos factores se 
combinaron para impedir que en Guatemala existiera un Estado de Derecho. Asimismo crearon un 
arraigado escepticismo en la sociedad sobre el sentido de mejorar su sistema normativo y confiar en 
la administración de justicia como una alternativa eficaz para construir una sociedad de personas 
igualmente libres y dignas. De ahí que una de las tareas más arriesgadas y complejas en la 
instauración de la paz consista en regenerar su trama básica, volverla asequible y funcional para 
toda la ciudadanía y lograr que tanto los grupos sociales como los individuos canalicen sus 
demandas y conflictos a través de las instituciones competentes del Estado "  
 
 
El Numeral 94 dice: "LA DENEGACIÓN DE JUSTICIA. Por su parte, los tribunales de justicia se 
mostraron incapaces de investigar, procesar, juzgar y sancionar siquiera a un pequeño grupo de los 
responsables de los más graves crímenes contra los derechos humanos o de brindar protección a las 
víctimas. Esta conclusión es aplicable tanto a la justicia militar, encargada de investigar y sancionar 
los delitos cometidos por personal con fuero, como a la justicia ordinaria. Aquella por formar parte 
del aparato militar comprometido en el conflicto y ésta por haber renunciado al ejercicio de sus 
funciones de protección y cautela de los derechos de las personas".  
 
 
Dice el numeral siguiente, el 95: "Actuaciones y omisiones del organismo judicial, tales como la 
denegación sistemática de los recursos de exhibición personal, la permanente interpretación 
favorable a la autoridad, la indiferencia ante la tortura de los detenidos y el establecimiento de 
límites al derecho a la defensa, constituyeron algunas de las conductas que evidencian la carencia de 
independencia de los jueces, que fueron constitutivas de graves violaciones al derecho al debido 
proceso y de infracciones al deber del Estado de investigar, juzgar y sancionar las violaciones a los 
derechos humanos. Los contados jueces que, manteniendo su independencia, no abdicaron al 
ejercicio de su función tutelar, fueron víctimas de actos represivos, incluyendo el asesinato y las 
amenazas, sobre todo en la década de los ochenta". 
 
 
 Este cuadro de espanto en cuanto a la falta de justicia tiene todavía hoy, vigencia plena, aunque 
esta afirmación pueda asombrar a VS. Acepto que la intensidad de este fenómeno es menor, pero no 
olvidemos que el mes de noviembre del 1998 tuvo que dejar su cargo y retirarse a México el Fiscal 
del caso Xamán Carlos Ramiro Contreras Valenzuela, causa donde se juzgó a los militares 
responsables de la matanza de campesinos retornados, y que en primera instancia ha tenido una 
sentencia calificada de vergonzosa por instituciones técnicas internacionales. Más grave aún es el 
hecho de que uno de los componentes del tribunal original, la Jueza Zina Guerra Giordano denunció 
ante una delegación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y también ante el Relator 
Especial sobre Independencia de Jueces y Abogados de Naciones Unidas, que los militares la 
presionaron para que recibiera soborno o en su defecto se preparara a sufrir las consecuencias. A 
resultas de esas amenazas y presiones, y por gestión de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, la Jueza Guerra Giordano fue alejada del caso. 
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 Y para completar este cuadro reiterativo, no se olvide VS que en el mes octubre pasado se vió 
obligado a renunciar y exilarse en Alemania, el Fiscal del Caso Gerardi, Celvin Manolo Galindo. Se 
trata del tercer fiscal de un proceso donde se investiga a militares por el asesinato de Monseñor 
Gerardi, en clara represalia por la publicación del REMHI, Documento de Recuperación de la 
Memoria Histórica, elaborado por el Arzobispado de Guatemala. 
 
 
 Aportamos también un elemento de peso para la ponderación de VS. El día 15 de octubre de 1999, 
el Jefe del Area de Derechos Humanos de la Misión de Naciones Unidas en Guatemala, 
(MINUGUA), René Blattman denunció un aumento del 35% en la violación de Derechos Humanos 
en el tramo enero-septiembre de 1999, afirmación incorporada al Décimo Informe sobre Derechos 
Humanos que MINUGUA entregará al Secretario Kofi Annan en el próximo mes de enero.  
 
 
El correlato vinculado a esta presentación es que no hay sentencias, ni siquiera una fracción mínima 
de procesos abiertos que hagan sostener alguna esperanza que los responsables sean castigados 
mientras no termine este régimen de impunidad. Como dijo la Conferencia Episcopal de Guatemala 
el 20 de octubre de este año " en Guatemala pareciera que permanece intacto todo el aparato de 
represión y muerte".  
 
 
D.1 POSIBILIDAD DE QUE LOS TRIBUNALES DE GUATEMALA JUZGUEN A LOS 
RESPONSABLES DE DELITOS DE LESA HUMANIDAD. NORMATIVA VIGENTE. 
 
 
 Hemos analizado el papel que históricamente jugó el poder judicial de Guatemala con relación al 
poder militar y la responsabilidad que le cabe en el fenómeno general de la impunidad y la 
violencia. Corresponde ahora analizar si la estructura normativa del país es propicia para el 
juzgamiento de los autores de delitos de lesa humanidad y para satisfacer la necesidad social para el 
ejercicio del "derecho a la verdad". 
 
 
 En la actualidad está vigente la ley conocida como Ley de Reconciliación Nacional, Decreto 
número 145-96 del Congreso de la República, que tiene origen en uno de los Acuerdos del Proceso 
de Paz guatemalteco. Dicha ley no es otra cosa, que una ley de amnistía encubierta y ha sido 
cuestionada por sectores importantes de la sociedad. Hacemos parte del grupo de ciudadanos que en 
la gestación de los Acuerdos de Paz abogamos ante las partes con el objeto de garantizar justicia e 
impedir la impunidad. Luego de sancionada y ante la evidencia que se había dictado una Ley de 
amnistía encubierta, concurrimos ante la justicia guatemalteca promoviendo la inconstitucionalidad 
ante la Corte de Constitucionalidad y también formamos parte del grupo de ciudadanos que ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos formulamos una Petición el 27 de febrero de 1997, 
para que se declarara dicha ley violatoria de la Convención Americana de Derechos Humanos 
(Pacto de San José de Costa Rica).  
 
 
Con esta denuncia agregamos una copia de la ley y del documento presentado ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, por entender que en dicha pieza se han desarrollado y 
sistematizado los argumentos más importantes que sostienen, no solo la violación del derecho 
interno y de normas supranacionales de protección a los derechos humanos sino también que es 
violatoria del "jus cogens". 
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 En cuanto al Recurso de Inconstitucionalidad la Corte de Constitucionalidad ha ratificado la 
misma. Sin perjuicio de la documentación que se acompaña sobre dicha ley, vamos a destacar ante 
VS los aspectos más importantes. 
 
 
 a. En cuanto al objeto declarado, la propia formulación inicial es incorrecta ya que la reconciliación 
no puede ser el resultado de una imposición legal. 
 
 
 b. Por otra parte no es aceptable proponer una reconciliación si no se alimenta su contenido con dos 
conceptos afines, como son verdad y justicia. 
 
 
 c. Cuestionamos la pertinencia del derecho para resolver temas como la reconciliación propia del 
área del subjetivismo. En todo el derecho constitucional comparado está inserto el concepto de que 
las acciones privadas de los hombres que no tienen proyección ni expresión social, y que por lo 
tanto no alteran el orden público establecido ni tampoco las costumbres, quedan al margen de la 
judicatura y por lo tanto exentas de la autoridad de los magistrados. Entendemos que la 
reconciliación como fenómeno psicológico y humano, es exógena al derecho. Lo anterior no impide 
aceptar que la reconciliación pudiese ser el resultado, siempre particular e individual, de la 
aplicación de la normativa correcta para la resolución de los problemas de acceso a la verdad y de 
aplicación de justicia.  
 
 
d. Llegado a este punto, debemos analizar si esta ley es instrumento idóneo y aceptable dentro de la 
concepción general de una correcta administración de justicia y así nos encontramos que en el 
artículo 2 habla sin pelos en la lengua de "extinción de la responsabilidad penal", porque es 
simplemente eso, una metodología de extinción de la responsabilidad penal como instrumento 
idóneo a los efectos del fin teleológico de la ley, que no es otra cosa que garantizar la impunidad. 
En este sentido no es novedosa y el Derecho Comparado muestra ejemplos similares que con el 
nombre de "leyes de punto final" o "leyes de obediencia debida" han sido los soportes de la 
impunidad en otras situaciones. 
 
 
 e. Cuando se habla de ámbito de aplicación, en el Artículo 2 y en el siguiente se aborda el tema de 
los delitos comunes conexos, ya que para acogerse a esta ley se hace necesario ser autor, con algún 
grado de participación, de delitos cometidos en el marco general del enfrentamiento armado y que 
en forma directa, objetiva, intencional (y aunque parezca increíble) también "casual", tengan 
relación con los delitos políticos indicados en el articulado. En el artículo 6 de la ley se declara la 
extinción total de la responsabilidad penal de aquellos actos ejecutados, dejados de ejecutar, 
ordenados o realizados, ("atención"), actitudes asumidas o disposiciones dictadas por los 
dignatarios, funcionarios o autoridades del Estado. Esto significa lisa y llanamente, la introducción 
de la virtualidad como generadora de responsabilidades penales, un hecho de extrema gravedad, 
porque viola las normas del debido proceso penal. 
 
 
 f. Por otra parte en la Ley se crea un precedente de interpretación con lo cual resulta fácil construir 
una presunción legal. Se presume que todos los objetivos motores de los autores de los llamados 
delitos conexos, fueron de carácter político, y que fueron realizados con el objetivo de: 
(textualmente lo dice la Ley) "evitar riesgos mayores". 
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 En esta línea de pensamiento los ilícitos más comunes que se cometían como la violación de 
domicilio y personas, los tormentos las ejecuciones sumarias de mayores y de menores de edad, los 
robos sobre bienes, entrarían dentro de la categoría de "conexos". Es interesante destacar esto 
porque no existe en los limitativos a la aplicación de esta ley la categoría de "delitos aberrantes" que 
proporciona el Derecho Comparado y podría comprenderlos, sino una invocación a los delitos 
imprescriptibles que carece de toda eficacía operativa por algo que explicaremos más adelante. g. 
En donde hay también similitud con el Derecho Comparado, es en los mecanismos de construcción 
de las presunciones, ya que la carga de la prueba corre por cuenta de quien la invoca y será muy 
difícil probar que no existieron las motivaciones, objetivos y propósitos que definen un delito como 
político o político conexo, sin dejar de tener presente que es casi imposible probar el hecho 
inexistente. En cuanto al "hecho inexistente", como dice Muñoz Sabaté ¿qué es en realidad un 
hecho negativo?. Dilucidar este dilema requeriría de un espacio y tiempo que excede lo esencial de 
esta presentación. 
 
 
 h. Hay algo importante de considerar referido al artículo 8 de la Ley; habla de dos situaciones. Por 
una parte aquellos delitos que sean imprescriptibles, con lo cual quedarían abarcados los de Lesa 
Humanidad, pero esta categoría jurídica no está incorporada en el Derecho Positivo vigente de 
Guatemala y tampoco existe antecedente alguno de que, por vía jurisprudencial, los tribunales 
colegiados de interpretación lo hayan establecido en algún caso concreto. Se habla además de 
aquellos delitos que no admitan la extinción de la responsabilidad penal de conformidad al derecho 
interno o a los Tratados Internacionales ratificados por Guatemala. Sin embargo, no existen a la 
fecha Tratados Internacionales, ratificados por Guatemala que permitan una enumeración de esos 
delitos que puedan ser considerados imprescriptibles.  
 
 
i. En referencia al artículo 6 de la ley, indicamos que se habla de "actitudes asumidas", por lo que 
esta ley despenaliza lo que no se ha penalizado, lo que es demostrativo de la inconsistencia formal 
de este instrumento, cuyo único propósito es el de garantizar un mecanismo de impunidad. 
 
 
 j. Por otra parte es necesario recordar que no hablamos de una amnistía fiscal, sino que esta 
amnistía compromete valores esenciales como la vida y la dignidad humana. Esta facultad de 
amnistiar no es ilimitada, mucho menos después de la normativa vinculante gestada a partir de la 
segunda guerra mundial. Como dijo Jorge Bacqué "una firme tradición histórica y jurisprudencial 
ha considerado que la finalidad primordial de la amnistía es la de alcanzar solo a los delitos 
políticos y a los comunes que tuvieran una relación atendible en el móvil político alegado, 
quedando excluidos los de características atroces o aberrantes, ya que ningún fin político puede 
justificarlos". 
 
 
 Por otra parte se hace necesario recordar al tratadista uruguayo O. López Goldaracena, quien señala 
que estas cuestiones que conforman la materia de hecho, cuyos autores pueden ser amnistiados "es 
un tema que se incluye en el Jus Cogens", lo que es decir preceptos fundamentales para la 
comunidad internacional, al grado de que revisten calidad de inderogables por los Estados. Son 
principios supremos de orden público internacional, a diferencia del derecho internacional 
particular, local o regional. Se encuentran en el vértice del orden jurídico internacional y están más 
allá de las convenciones bilaterales y son obligatorios para todos, aún fuera de todo vínculo 
convencional.  
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Este es un concepto consagrado en la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados aprobada 
en 1959, donde inclusive se prescribe la nulidad de todo tratado que se le oponga. Este criterio 
encarna valores éticos universalmente reconocidos y su admisión significó la ruptura del dogma 
histórico de la soberanía de los Estados y paralela a la tendencia del individuo del estatus de sujeto 
de derecho internacional, en un nuevo avance y caracterización de los Derechos Humanos". 
 
 
 
 Es entonces importante puntualizar que no solo el Poder Judicial y su deficiente funcionamiento 
hacen imposible pensar que en Guatemala se pueda juzgar por los delitos por lo que concurrimos 
ante VS. Hay claros impedimentos en el derecho positivo y vigente, como esta Ley sobre la que 
hemos abundado para que prospere cualquier intento de juzgamiento de delitos de lesa humanidad. 
Por ser derecho vigente, es un hito insoslayable.  
 
 
Hemos abundado en el análisis de este impedimento teniendo en cuenta que una de las 
características relevantes de la jurisdicción universal para el juzgamiento de delitos de Lesa 
Humanidad es su excepcionalidad, y que no habría lugar para su aplicación para el caso en que 
estos delitos ya hubiesen sido juzgados, o que la jurisdicción del lugar donde se cometieron hubiese 
dado muestra de voluntad de hacerlo y se dispusiera de un marco legal adecuado.  
 
 
D.2 A modo de síntesis de este tramo, ha quedado claro que en Guatemala, durante las últimas 
cuatro décadas, hubo un verdadero estado de NEGATIVA DE JUSTICIA, como consecuencia de la 
ausencia de vigencia del ESTADO DE DERECHO. También que el Poder Judicial jugó un claro 
papel de COMPLICIDAD CON EL PODER POLITICO, y que ha sido CORRESPONSABLE de 
las situaciones de violencia propias de un estado de IMPUNIDAD.  
 
 
También se ha evidenciado que el marco legal vigente hoy, impediría estos juzgamientos, ya que la 
justicia ha garantizado la validez de esta amnistía encubierta que es la Ley de Reconciliación 
Nacional. Su aplicación no es automática sino que requiere comparencia individual. Al no existir 
procesos por el juzgamiento de delitos de lesa humanidad abiertos por la justicia, tal comparencia se 
ha hecho innecesaria pero esta allí como posibilidad concreta. 
 
 
 El panorama es desolador, al punto que no hay hoy en Guatemala ni un solo militar condenado por 
violaciones a los derechos humanos, y no se han abierto procesos no solo en las tragedias 
individuales, sino también en las matanzas de ciudadanos que suman cientos.  
 
 
Además los mecanismos estructurados para monitorear la realidad judicial, evidencian atrasos 
considerables en la situación general, tanto sea en el campo de las violaciones a los derechos 
humanos como al comportamiento del Poder Judicial. 
 
 
E. PRECISIONES SOBRE LA COMISION DE ESCLARECIMIENTO HISTORICO 
 
 Como la parte más importante de los hechos que motivan esta presentación tienen origen en lo 
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informado por la COMISIÓN PARA EL ESCLARECIMIENTO HISTÓRICO, (CEH), resulta 
necesario hacer algunas referencias a la misma. En el marco general de los Acuerdos de Paz 
firmados en Oslo (Noruega) el 23 de junio de 1994 se establece el mandato y los elementos de 
integración y funcionamiento de la CEH con la siguiente denominación: 
 
 
 " ACUERDO SOBRE EL ESTABLECIMIENTO DE LA COMISIÓN PARA EL 
ESCLARECIMIENTO HISTÓRICO DE LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS 
Y LOS HECHOS DE VIOLENCIA QUE HAN CAUSADO SUFRIMIENTO A LA POBLACIÓN 
DE GUATEMALA" 
 
 
 Dicha firma expresaba la voluntad de cumplimiento pleno del Acuerdo Global sobre Derechos 
Humanos firmado el 29 de marzo de 1994. En cuanto al período de tiempo a cubrir por la 
investigación, se determinó que el mismo abarcaría desde el inicio del enfrentamiento armado, 
enero de 1962 hasta que se suscribiera el ACUERDO DE PAZ FIRME Y DURADERA, hecho 
acontecido el 29 de diciembre de 1996. Hay que aclarar que este acuerdo era en algún sentido una 
condición de cuyo cumplimiento dependía el inicio de la labor de la CEH.  
 
 
Los firmantes del Acuerdo que crea la CEH son el Estado de Guatemala, la Insurgencia, Naciones 
Unidas, un grupo de asesores y la llamada Comisión Político-Diplomática. Fue designado para 
comandar la CEH el profesor Christian Tomuschat, un hombre de probadas condiciones técnicas y 
personales, además de gran conocedor de la realidad de Guatemala ya que se desempeñó como 
Experto Independiente para mi país de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas. Es 
importante destacar el aporte económico y humano que, junto a otros países, efectuó España para 
garantizar el funcionamiento correcto y el mejor de los finales a la CEH. 
 
 
 Todos y cada uno de los extremos indicados, tienen un desarrollo mayor dentro del texto del propio 
Informe CEH. Nos remitimos entonces a su contenido para mayores precisiones. 
 
 
 F. EXISTENCIA DE GENOCIDIO EN GUATEMALA. 
 
 
 El Informe desarrolla la temática en el Libro V a partir del Numeral 108. Haremos una reseña de lo 
allí señalado con el objetivo de cotejar con los hechos puntuales que indicaremos, a los efectos de 
determinar si en la realidad se configuró una situación de "genocidio" de acuerdo a los conceptos 
contenidos en la ley española y en su jurisprudencia. La CEH, en el numeral 108, afirma que el 
marco jurídico adoptado para analizar la eventual comisión de actos de genocidio en Guatemala es 
la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el día 9 de diciembre de 1948 y ratificada por el Estado de 
Guatemala en virtud del Decreto 704 del día 30 de noviembre de 1949. 
 
 
 En el numeral siguiente nos remite al artículo II donde está definido el delito además de contener 
sus presupuestos. Dice: "Se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a 
continuación perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente a un grupo nacional, 
étnico, racial o religioso como tal:  
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a) Matanza de miembros del grupo, 
 b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo, 
 c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su 
destrucción física, total o parcial, 
 d) Medidas destinadas a impedir el nacimiento en el seno del grupo, 
 e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo".  
 
 
Y agrega al final de este Numeral: " Sobre esta base se definen dos elementos fundamentales 
constitutivos del delito: la intencionalidad y que los hechos cometidos sean al menos uno de los 
cinco citados en el artículo anterior".  
 
 
En el Numeral siguiente, el 110, elabora conclusiones de importancia. Dice que "Luego de realizar 
un examen de cuatro regiones geográficas seleccionadas ( Maya-Q'anjob'al y Maya Chuj, en 
Barillas, Nentón y San Mateo Ixtatán del Norte de Huehuetenango; Maya Ixil, en Nebaj, Cotzal y 
Chajul, Quiché; Maya -Quiché en Joyabaj, Zacualpa y Chiché, Quiché, y Maya-Achi en Rabinal, 
Baja Verapaz), la CEH puede afirmar que entre los años 1981 y 1983 el ejército identificó a grupos 
del pueblo maya como el enemigo interno, porque consideraba que constituían o podían constituir 
la base de apoyo a la Guerrilla, incluyendo en dicho concepto a los civiles de determinados grupos 
étnicos".  
 
 
Establece en el Numeral 111: "Considerando el conjunto de actos criminales y violaciones a los 
derechos humanos correspondientes a las regiones y a las épocas señaladas, analizando al efecto de 
determinar si constituían delito de genocidio, la CEH concluye que la reiteración de actos 
destructivos dirigidos de forma sistemática contra grupos de la población maya, entre los que se 
cuenta la eliminación de líderes y actos criminales contra menores que no podían constituir un 
objetivo militar, pone de manifiesto que el único factor común a todas las víctimas era su 
pertenencia a un determinado grupo étnico y evidencia que dichos actos fueron cometidos "con la 
intención de destruir total o parcialmente" a dichos grupos (articulo II, párrafo primero de la 
Convención)".  
 
 
En el Numeral 112 establece: "Entre los actos dirigidos a la destrucción de los grupos mayas, 
identificados por el Ejercito como enemigo, destacan "las matanzas" (artículo II, letra a. de la 
Convención), cuya expresión más significativa fueron las masacres. La CEH constató que en las 
cuatro regiones examinadas entre 1981 y 1983, agentes del Estado perpetraron matanzas que 
constituyeron los eslabones más graves de una secuencia de operaciones militares dirigidas contra 
población civil no combatiente. De acuerdo con los testimonios y otros elementos de prueba 
recogidos, la CEH ha establecido que en tales matanzas con características de masacre, participaron 
tanto fuerzas regulares como especiales del Ejército, al igual que patrulleros de autodefensa civil y 
comisionados militares. En muchos casos los sobrevivientes identificaron a los responsables del 
destacamento del municipio más cercano, como los jefes que comandaban las operaciones." 
 
 
 En el Numeral 113 se afirma: " El análisis de los diversos elementos utilizados por la CEH prueba 
que en los casos señalados el propósito de los autores fue matar al mayor número posible de 
miembros del grupo. Prácticamente en todas estas matanzas el ejército llevó a cabo alguno de los 
siguientes actos preparatorios: convocó diligentemente a toda la población antes de darle muerte, o 
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bien cercó la comunidad o aprovechó situaciones en las cuales la población estaba reunida, en 
celebraciones o en días de mercado, para ejecutar las matanzas. " 
 
 
 En el Numeral 114 establece: " En el estudio de lo acaecido en las cuatro regiones la CEH 
establece que junto a las matanzas, que por si mismas bastaban para eliminar a los grupos definidos 
como enemigos, efectivos del ejército o patrulleros cometieron sistemáticamente actos de extrema 
crueldad, incluyendo torturas y otros tratos crueles, inhumanos y degradantes, cuyo efecto fue 
aterrorizar a la población y destruir los fundamentos de cohesión social entre sus miembros, en 
especial cuando se obligaba a que estos presenciaran o ejecutaran dichos actos." 
 
 
 El Numeral 115 dice: "La CEH concluye que, entre los actos perpetrados con la intención de 
destruir total o parcialmente a numerosos grupos mayas, también se cometieron múltiples acciones 
que constituyeron lesiones graves a la integridad física, o mental de los miembros de los grupos 
mayas afectados (artículo II, letra b. de la Convención). El efecto de destruir la cohesión social del 
grupo, característico de estos actos, corresponde a la intención de aniquilar física y espiritualmente 
al grupo." 
 
 
 El Numeral 116 establece: " La investigación realizada también comprobó que las matanzas, 
especialmente aquellas que revistieron la forma de masacres indiscriminadas, fueron acompañadas 
por el arrasamiento de aldeas. El caso más notable es el de la región Ixil, donde entre el 70% y el 
90% de las aldeas fueron arrasadas. También en el norte de Huehuetenango, Rabinal y Zacualpa se 
incendiaron aldeas enteras, se destruyeron los bienes y se quemaron trabajos colectivos de siembra 
o cosechas, quedando sin alimentos las poblaciones." 
 
 
 Dice el Numeral 117: "Por otra parte, en las cuatro regiones objeto de esta investigación especial, 
la población también fue perseguida durante su desplazamiento. La CEH ha establecido que en el 
área Ixil se bombardeó a la población que se desplazaba. Asimismo la población que era capturada 
o se entregaba voluntariamente continuaba siendo sometida a violaciones, a pesar de encontrarse 
bajo el absoluto control del ejército". 
 
 
 Dice el Numeral 118: " La CEH concluye que entre los actos señalados en los dos párrafos 
anteriores hubo algunos que significaron el sometimiento intencional del grupo a condiciones de 
existencia que podían acarrear y en varios casos acarrearon su destrucción física, total o parcial 
(articulo II, letra c de la Convención)."  
 
 
Dice el Numeral 119: "El análisis de la CEH demuestra que en la ejecución de los hechos hubo una 
coordinación de las estructuras militares de nivel nacional, que permitía una actuación "eficaz" de 
los soldados y patrulleros en las cuatro regiones estudiadas. El Plan Victoria 82, por ejemplo 
establece que la misión es aniquilar a la guerrilla y organizaciones paralelas. El plan de campaña 
Firmeza 83-1 determina que el Ejército debe apoyar sus operaciones con el máximo de elementos 
de las PAC para poder arrasar con todos los trabajos colectivos..." 
 
 
 Establece el Numeral 120: "Todo lo expuesto ha convencido a la CEH de que los actos perpetrados 
con la intención de destruir total o parcialmente a numerosos grupos mayas no fueron actos aislados 
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o excesos cometidos por tropas fuera de control, ni fruto de eventual improvisación de un mando 
medio del ejército. Con gran consternación la CEH concluye que muchas de las masacres y otras 
violaciones de los derechos humanos cometidas en contra de tales grupos respondieron a una 
política superior, estratégicamente planificada que se tradujo en acciones que siguieron una 
secuencia lógica y coherente." 
 
 
 El Numeral 121 establece: " Frente a todas las opciones para combatir a la Insurgencia, el Estado 
optó por la que ocasionó el mayor costo de víctimas humanas entre la población civil no 
combatiente. Negándose a otras opciones, como la lucha política para llegar a acuerdos con la 
población civil no combatiente que consideraba desafecta, el desplazamiento de la población de las 
áreas de conflicto o el arresto de los insurgentes. El Estado optó por el aniquilamiento de aquel que 
identificó como su enemigo".  
 
 
El Numeral 122 establece: " En consecuencia, la CEH concluye que agentes del Estado de 
Guatemala, en el marco de las operaciones contrainsurgentes realizadas entre los años 1981 y 1983, 
ejecutaron actos de genocidio en contra de grupos del pueblo maya que residía en las cuatro 
regiones analizadas. Esta conclusión se basa en la evidencia de que a la luz de lo dispuesto en el 
Articulo II de la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, hubo matanzas 
de miembros de los grupos mayas (articulo II, letra a, lesiones graves a su integridad física o mental 
(articulo II, letra b) y actos de sometimiento intencional de los grupos afectados a condición de 
existencia que acarrearon su destrucción física total o parcial (artículo II, letra c). Se basa también 
en la evidencia de que todos esos actos fueron perpetrados con la intención de destruir total o 
parcialmente a grupos identificados por su etnia común, en cuanto tales, con independencia de cual 
haya sido la causa, motivo u objetivo final de los actos (articulo II, primer párrafo) ". 
 
 
 Dice en el Numeral 123: "La CEH tiene información de que hechos análogos ocurrieron y se 
reiteraron en otras regiones habitadas por el pueblo maya.  
 
 
Resulta interesante ver qué elementos aporta la CEH con relación a las responsabilidades del Estado 
de Guatemala en la comisión de estos hechos. Sus elaboraciones están contenidas en el Tomo V en 
los numerales que se transcriben a continuación bajo el título de: " La responsabilidad 
institucional".  
 
 
Dice el Numeral 124: " Sobre la base de la conclusión fundamental, de haber cometido genocidio, 
la CEH, atendiendo al mandato de ofrecer elementos objetivos de juicio sobre lo acontecido durante 
el enfrentamiento armado interno, señala que, sin perjuicio de que los sujetos activos fueron los 
autores intelectuales y materiales del crimen, en los actos de genocidio cometidos en Guatemala 
existe también responsabilidad del Estado, debido a que, en su mayoría, fueron producto de una 
política preestablecida por un comando superior a sus autores materiales". El Numeral 125 
establece: " En relación con los crímenes genocidas la CEH, concluye que el Estado de Guatemala 
incumplió su obligación de investigar y castigar los actos de genocidio cometidos en su territorio, 
vulnerando lo previsto en los artículos IV y VI de la Convención para la Prevención y Sanción del 
Delito de Genocidio, los cuales prescriben que las personas que hayan cometido genocidio, ya se 
trate de gobernantes, funcionarios o particulares, serán juzgadas por un tribunal competente del 
Estado en cuyo territorio el acto fue cometido". 
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 Dice el Numeral 126: " En general, de las violaciones de los derechos humanos y de las 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario cometidos, se deriva una ineludible 
responsabilidad del Estado de Guatemala. El Estado Mayor de la Defensa Nacional fue, dentro del 
ejército, la máxima institución responsable de estas violaciones. Independientemente de las diversas 
personas que ocuparon dichos cargos, existe una responsabilidad política de los sucesivos 
Gobiernos. Por ello, deben quedar sujetos al mismo criterio de responsabilidad, el Presidente de la 
República como comandante general del ejército y el Ministro de la Defensa Nacional, 
considerando que la elaboración de los objetivos nacionales de conformidad con la Doctrina de 
Seguridad Nacional fue realizada al más alto nivel de Gobierno. Se debe tener en cuenta, además, 
que hasta el año 1986 casi todos los presidentes fueron militares de alta jerarquía, con precisos 
conocimientos de la estructura militar y de sus procedimientos". 
 
 
 Lo antes transcripto es la conclusión de una tarea investigativa profunda y seria por parte de la 
CEH, que esta acompañada por una casuística puntualmente desarrollada por el Informe en las 
partes pertinentes. Hace falta sin embargo, para facilitar la comprensión de un problema tan 
complejo, algunas explicaciones complementarias sobre dos temas que son citados recurrentemente: 
uno, las Patrullas de Autodefensa Civil (PAC) y el otro, los desplazados y los refugiados.  
 
 
G. LAS PATRULLAS DE AUTODEFENSA CIVIL (PAC). 
 
 
 Las PAC, fueron agrupaciones paramilitares que se organizaron por decisión del ejército, armadas 
y entrenadas por ellos, que mantenían el control general sobre bienes y personas en las áreas donde 
estaban establecidas. Funcionaron de hecho desde octubre de 1981, en el período final del Gobierno 
del General Lucas García. En abril de 1983 se estructuran administrativamente a nivel nacional, 
mediante el Acuerdo Gubernativo Número 222-83, firmado por el Presidente de facto General 
Efraín Ríos Montt. Durante el Gobierno de facto del General Oscar Humberto Mejía Víctores las 
PAC reciben mayor apoyo oficial bajo la denominación eufemística de Comités Voluntarios de 
Autodefensa Civil. Eso evidencia, además, la influencia y el control que el ejército ejerció sobre los 
constituyentes que elaboraron dicha constitución. 
 
 
 Si bien conformaban polos autárquicos de acción, tal independencia era solo a los fines de tipo 
táctico de su tarea, ya que en términos estratégicos, las líneas generales de su acción les eran 
impuestas y controladas desde los niveles máximos del poder, desde la Jefatura Nacional de 
Coordinación y Control de la Autodefensa Civil del Ministerio de la Defensa Nacional. Sus lugares 
de entrenamiento, aprovisionamiento de vituallas militares, y sobre todo el centro de los aspectos 
administrativos de su actividad se concentraban en los asentamientos del ejército, y su vinculación 
permanente era a través de los Comisionados Militares y Comandantes de Patrulla. Por otra parte, si 
bien disponía de infraestructura local, el lugar de salida de sus operaciones y sobre todo el de 
regreso, eran los cuarteles militares a donde además de rendir cuenta de sus actos "depositaban" los 
prisioneros para los actos de la inteligencia militar y muchas veces los restos de las personas 
asesinadas.  
 
 
Se puede marcar una similitud casi plena con los llamados "grupos de tareas" que operaron durante 
la época de la Dictadura Militar en Argentina, aunque con mayor poder real. Quizás las mayores 
coincidencias estén con el grupo de Aníbal Gordon, un delincuente común arrancado de una cárcel 



 19

para manejar grupos de paramilitares. Incluso Aníbal Gordon muchas veces recibía el trato de 
"Coronel", convocando en la recordación a los tristemente famosos "coroneles" del sertao del 
nordeste brasileño, primos hermanos de estos asesinos de los que se nutren muchas veces los 
ejércitos regulares como en estos días ocurre en Timor Oriental. 
 
 
 Las PAC, actuaban conjuntamente con las fuerzas militares y policiales, realizando el "trabajo más 
sucio" dentro del "trabajo sucio general" que expresaba el accionar de las fuerzas armadas y 
policiales del país. Las PAC, a diferencia de los grupos de tareas de Argentina, actuaban sin 
mimetizarce ni esconderse, toda vez que su creación y existencia era el resultado de una decisión de 
política de Estado. En ese sentido no fueron clandestinos y cuando recurrieron a alguna forma de 
disfraz u ocultamiento de sus identidades, fue por conveniencias operacionales no porque su 
existencia y acción fuesen desconocidas.  
 
 
Por otra parte debe considerarse que la exhibición de los instrumentos del horror es parte del horror 
mismo. Para asegurar la eficacia del mensaje de horror que se envía desde la superestructura de 
gobierno no basta con poder causarlo, es necesario exhibirlo. Sobre las PAC se ha explayado 
convenientemente el Informe de la CEH, y a él nos remitimos. 
 
 
 H. EL DESPLAZAMIENTO FORZOSO DE POBLACION NO BELIGERANTE 
 
 
 El fenómeno del desplazamiento forzoso de población no beligerante, es otro tema sobre el cual es 
necesario abundar. Eran poblaciones de civiles no beligerantes, que de acuerdo a la abyecta 
concepción militar imperante constituían parte del "enemigo".  
 
 
En estos años se producen en países como Guatemala y El Salvador algunas de las evidencias más 
tremendas de la historia contemporánea en los que los asesinatos y prácticas de genocidio se 
multiplican considerablemente. En operativos para "sacar el pez del agua" que significaba extraer a 
la insurgencia del medio y luego, ante los sucesivos fracasos, en operativos de "sacarle el agua al 
pez", que no eran otra cosa que lo que Efraín Ríos Montt llamó "tierra arrasada", se producen 
hechos como las matanzas de "El Mozote" en El Salvador, o las mas de 600 masacres perpetradas 
en Guatemala, documentadas por la CEH. 
 
 
 Esto generó para miles de guatemaltecos la necesidad de abandonar sus casas, comunidades y sus 
áreas de trabajo, dejándolo todo incluyendo a aquellos desafortunados que por sus condiciones no 
pudieran moverse por sí mismos. Fueron desplazados de la manera más brutal imaginable, y miles 
de ellos llegaron a las fronteras, en particular a México donde se refugiaron y con el advenimiento 
de la nueva etapa durante la que se firmaron los Acuerdos de Paz, comenzaron a retornar a 
Guatemala, pasando entonces a ser retornados o repatriados.  
 
 
Se conformaron otros grupos de desplazados internos que no traspasaron las fronteras, sino que se 
refugiaron en las selvas y montañas donde sobrevivieron huyendo permanentemente de la 
persecución del ejército. La existencia de estos desplazados fue una información guardada por los 
militares con todo celo. La primera vez que su existencia fue hecha pública de manera fehaciente, 
fue a través de las publicaciones científicas de AVANCSO, lo que le costó la vida a la antropóloga 
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Myrna Mack Chang, asesinada por un miembro de los servicios de inteligencia del ejército de 
Guatemala. Este hecho se ha convertido en un caso emblemático en la historia contemporánea del 
país.  
 
 
Son muchas las publicaciones posteriores sobre el tema, aunque destacamos el libro "Memoria. 
Presencia de refugiados guatemaltecos en México" publicado por ACNUR, Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para Refugiados y la Comisión de Ayuda a Refugiados (COMAR), 
dependiente de la Secretaría de Gobernación de México. Es interesante reproducir parte de los 
textos de ese informe final; Dice en la página 34:  
 
 
" CONTRAINSURGENCIA Y DESPLAZAMIENTO DE POBLACIÓN". La irrupción del general 
Efraín Ríos Montt a la cabeza de un movimiento de oficiales jóvenes redefinió la estrategia 
contrainsurgente, la cual se guió a partir de entonces por los lineamientos del denominado "Plan 
Nacional de Seguridad y Desarrollo" adoptado por el nuevo gobierno. La principal característica de 
esa estrategia fue la de ampliación, extensión y profundidad de las campañas militares, las cuales ya 
no buscaron tanto la confrontación directa con los grupos armados, sino que se enfocaron 
principalmente a minar cualquier sospecha, fundamentada o no, de apoyo a los grupos armados.  
 
 
A partir de entonces, como bien afirma una investigadora, los militares no hicieron distinción 
alguna entre simpatizantes, colaboradores y combatientes activos en sus programas 
contrainsurgentes (Manz.1986:32). La estrategia se convirtió en política de estado, y se hicieron 
frecuentes los hasta entonces casos aislados de masacres, quema de cosechas, aniquilamiento de 
animales, violaciones de mujeres, maltrato de niños y ancianos, así como el ajusticiamiento de 
líderes y de personas prominentes dentro de las comunidades como mecanismo de intimidación. 
Estos hechos se enmarcaron en las sucesivas políticas de "tierra arrasada", las cuales se 
acompañaron con los programas del control civil denominado "fusiles y frijoles" (2F), y "techo, 
tortillas y trabajo"(3T). 
 
 
 Los voceros del ejercito sintetizaron sus despiadadas acciones contra las comunidades campesinas 
en la expresión de la necesidad de "quitar el agua al pez", como una manera efectiva de eliminar 
cualquier base social de apoyo activa o potencial a la insurgencia. La estrategia además de cumplir 
objetivos directos de eliminación de personas y de destrucción de vínculos comunitarios, también se 
propuso el establecimiento de mecanismos y redes de control social. Estos últimos se constituían a 
partir de la presión para establecer sistemas de inteligencia (espionaje y vigilancia) e información 
(delación) bajo formas coercitivas, pero también con acciones planificadas para ejercer el control de 
movimientos y actitudes dentro de la población. 
 
 
 Así, a la usanza de otros contextos de guerra de baja intensidad, como algunos analistas han 
calificado a los conflictos centroamericanos, se organizaron los denominados "polos de desarrollo" 
y "las aldeas modelo". En ellos se reubicaron poblaciones desplazadas de las zonas de conflicto y se 
les sometió a programas de "reeducación" además de restringir y controlar tanto sus 
desplazamientos, como todo tipo de actividades. En todo ello se hizo evidente el apoyo extranjero, 
principalmente del gobierno norteamericano, en diseño y puesta en práctica de políticas 
contrainsurgentes, con elementos y experiencias provenientes de otros casos de lucha 
antiguerrillera. 
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 Un programa complementario a dicha estrategia fue la de conformación de las Patrullas de 
Autodefensa Civil ( PAC), como eufemisticamente se denominó a esa forma de reclutamiento 
forzoso y de control civil por parte de autoridades militares destacadas en la región de conflicto. Por 
medio de dicha organización, se estableció un mecanismo para controlar un enorme sector de 
población rural, con el argumento de la necesidad de defenderse de posibles agresiones en el marco 
del conflicto. Además, al amparo de las políticas antes apuntadas ("2F") y ("3T"), se utilizaron 
programas para el suministro de bienes, sobre todo alimentos, obtenidos de la cooperación 
internacional. Con esos recursos se apoyaron actividades de trabajo forzoso, en especial de 
construcción de infraestructura (por ejemplo, caminos de penetración). Todo ello con propósitos 
evidentemente contrainsurgentes (Maldonado, 1986). En esas condiciones, la situación de la 
población campesina, sobre todo de la ubicada en las zonas de conflicto, se fue tornando cada vez 
más riesgosa. Su supervivencia estaba condicionada por la evaluación que de dicha población 
hicieran los altos mandos militares y las consideraciones que le asignara la política 
contrainsurgente. Su cercanía real o ficticia con las operaciones de la guerrilla la convertían 
fácilmente en objetivo militar y por ello, su seguridad corría peligro en cualquier momento. De allí 
que varias comunidades optaron por su movilización, a veces temporal o en otros casos indefinida, 
como vía para escapar de las operaciones militares". 
 
 
 Como advertirá VS, una catástrofe social de inmensas proporciones, que afectó a miles de 
personas. Hay que destacar que la persecución del ejército de Guatemala, tuvo tales características 
que realizó varias incursiones dentro del territorio mexicano, para atacar a algunos grupos de 
refugiados asentados en campamentos del Estado de Chiapas. Destacamos la matanza cometida el 
30 de abril de 1983 en la comunidad de El Chupadero, Chiapas. 
 
 
 Para agregar algunas precisiones más sobre el conflicto, los desplazados que salieron hacia México 
fueron del orden de los 46,000 y que como consecuencia de nacimientos en tierra extranjera sumó 
64,000 guatemaltecos. Cifras reconocidas oficialmente respecto a un fenómeno que fue aún mayor. 
A esto hay que sumar alrededor de un millón de desplazados internos, de acuerdo a lo establecido 
por la Iglesia Católica de Guatemala, sin olvidarnos de los casi 50,000 que perecieron en la aventura 
de desplazarse o intentar salir hacia el exterior. 
 
 
 I. ESTIMACION GENERAL DE VICTIMAS SEGUN LA CEH  
 
 
La CEH ha establecido en 200,000 la cantidad de víctimas del conflicto durante el periodo que 
investigó, correspondiendo a la responsabilidad del Estado, a través de sus agentes, el 93% de los 
hechos registrados; es atribuible a la Insurgencia el 3% de los casos documentados; quedando un 
margen indefinido de 4%. Dentro del 93% atribuible al Estado, el 85% corresponden a hechos 
directos del ejército y el 18% a las PAC.  
 
 
Como habrá advertido VS hay hechos también atribuidos a la insurgencia. En ese sentido el informe 
de la CEH hace una acertada diferenciación, no solo cuantitativa sino especialmente conceptual, 
que es importante referir aquí y que para mayores abundamientos se encuentra en el Tomo V, 
Numeral 80 en adelante, bajo el titulo de: " Las Violaciones de los Derechos Humanos y los Hechos 
de Violencia y sus responsables ".  
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Allí, además de las cifras que hemos consignado más arriba, habla de las formas en las que se 
evidencia el accionar delictivo del Estado y aclara: Las masacres y la devastación del pueblo maya, 
Numeral 85 al 88, Las desapariciones, Numeral 89, Las ejecuciones arbitrarias, Numeral 90, La 
violación sexual de mujeres, Numeral 91, El reclutamiento militar forzado y discriminatorio, 
Numeral 97 y Actos de Genocidio, en los numerales 108 al 123 que hemos transcripto 
anteriormente.  
 
 
Toca además algunos aspectos complementarios como El anticomunismo y la Doctrina de 
Seguridad Nacional, Numeral 83 y 84, Los escuadrones de la muerte, Numeral 92, La denegación 
de Justicia (un tema particularmente importante a los efectos de esta DENUNCIA) en los 
Numerales 94 al 96, El orden jurídico afectado, Numerales 98 al 104, La responsabilidad 
institucional Numeral 105 al 107 y La responsabilidad institucional (especialmente enfocada a los 
actos de genocidio) en los numerales 124 a 126. 
 
 
 En cuanto a "Los hechos de violencia cometidos por la guerrilla" aborda la temática a partir de los 
Numerales 127 a 128, tomando como subtemas Las ejecuciones arbitrarias, Numerales 129 a 132, 
La "justicia revolucionaria" Numeral 133, Las masacres Numeral 134, Desaparición forzada y 
secuestro, Numerales 135 y 136, El reclutamiento forzado, Numeral 137, El orden jurídico afectado 
Numerales 138 a 141, y La responsabilidad de la guerrilla, Numerales 142 y 143. 
 
 
 J. ANALISIS DE LOS ACTOS DE GENOCIDIO CONSIGNADOS EN EL INFORME DE LA 
CEH A LA LUZ DE LA LEGISLACION ESPAÑOLA. 
 
 
 Ya habrá quedado claro para VS que el concepto adoptado por la CEH para concluir afirmando la 
existencia de genocidio en Guatemala, en una parte del período de tiempo que duró su gestión, ha 
sido absolutamente apegado a la Convención del 9 de diciembre de 1948. Se trata de un concepto 
algo menos desarrollado que el que ha fijado la Excelentísima Audiencia Nacional en ocasión de 
resolver las cuestiones de jurisdicción planteadas en las causas donde se está enjuiciando a militares 
argentinos y a militares chilenos. Allí se ha avanzado, en el mejor sentido, en la construcción de un 
concepto indicado como "noción social del genocidio", que la CEH no ha seguido con seguridad a 
la luz de las evidencias aportadas por la realidad de Guatemala, sobre todo aquellas referidas al 
componente étnico de la sociedad. 
 
 
 Fuera del período en que la CEH concluyó que hubo genocidio en Guatemala, pero dentro del 
tiempo total investigado por ella, sucedieron hechos idénticos, con resultados similares que 
constituyen de acuerdo a la ley española actos de genocidio. Por lo tanto, el período 1981 a 1983 no 
es el único tiempo en que sucedió genocidio en Guatemala. En todo el tiempo estudiado por la CEH 
hubo regularmente asesinatos individuales, asesinatos múltiples, torturas, desapariciones, 
sustracciones de menores, apoderamiento de bienes, violaciones, detenciones ilegales, secuestros 
etc. y todas las formas en las que se expresan los actos de genocidio. 
 
 
 En efecto, el delito como tal se incorpora como derecho interno a partir de la ratificación de la 
Convención por parte de España, mediante ley 44 de 1971, incorporando el artículo 137 bis al 
Capítulo III, como delito contra el Derecho de Gentes del Titulo I del Código Penal, en su acápite 
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Delitos contra el Derecho de Gentes del Titulo I del Libro II. Luego de este primer paso, se avanza 
hasta la actualidad en que está regulado por el artículo 607 del Capítulo II, (Delito de Genocidio) 
Titulo XXIV (delitos contra la comunidad internacional) del Libro II, una denominación más 
adecuada a los conceptos más avanzados sobre el tema. 
 
 
 Pero este avance puede plantear algunas dificultades por la diferente redacción de los dos tipos 
penales, que sin embargo tiene poca incidencia en el caso guatemalteco, donde la destrucción de 
grupos nacionales significó a la vez la destrucción de grupos étnicos. Entendemos, además, que 
basta con el cumplimiento de uno de los dos requisitos del artículo vigente anteriormente.  
 
 
En cuanto al actual, la modificación de la norma mediante la eliminación de una coma ortográfica 
entre los términos "nacional" y "étnico", apunta a no restringir el ámbito de aplicación, sino a 
posibilitar una mayor extensión de la misma, aunque como hemos especificado antes, esto no afecta 
al caso guatemalteco. De todas formas y en cuanto a la comprensión de la norma, el artículo 10.2 de 
la Constitución Española de 1978 es muy claro cuando en materia de derechos fundamentales (la 
vida lo es), prevé la necesidad de su interpretación de acuerdo a los Tratados y Acuerdos 
Internacionales en la materia, a los que España se haya obligado respetar o a los sistemas a los que 
se haya integrado.  
 
 
Sin embargo y a los efectos de clarificar cualquier dificultad que pueda plantear la redacción del art. 
137 bis del Código Penal, es necesario conciliar dos normas. Una el artículo 10.2 de la Constitución 
de España y la otra el artículo 5º de la Convención sobre el Delito de Genocidio, además de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 
 
 
 Esta legislación internacional establece que no puede invocarse una norma de derecho interno para 
justificar la inaplicabilidad de una norma de origen en un Tratado; pero el artículo 5º de la 
Convención, que no prevé aplicación directa e inmediata de la Convención, impone la obligación de 
los Estados Parte de adecuar la normativa interna para facilitar la aplicabilidad de los Tratados, en 
este caso la Convención, y sobre todo para asegurar la punición de los responsables del delito de 
Genocidio. Recordemos que una obligación similar se encuentra en el Derecho Comparado, en el 
artículo 2 del Pacto de San José de Costa Rica. Por otra parte, la armonización de este conjunto de 
normas a los efectos de la optimización de la aplicabilidad de la Convención, es un concepto que 
está presente en la Exposición de Motivos de la ley que en 1971 incorpora el tipo penal de 
Genocidio al Código Penal español.  
 
 
En cuanto a la verificación en la realidad guatemalteca de los requisitos de los tipos penales 
aplicables en las diferentes épocas, el antiguo artículo 173 bis establece presupuestos que se 
cumplen claramente si analizamos los hechos que fundan esta presentación y también hay 
adecuación plena a lo establecido en el actual Código Penal sobre el delito de Genocidio.  
 
 
Pero veamos lo referente a la expresión "grupo nacional" contenida en el tipo penal. Una ligera 
interpretación puede ser la de "grupo perteneciente a una nación" y también "grupo de una nación", 
primando en el concepto la condición territorial. Sin embargo la legislación internacional y sobre 
todo la práctica internacional, aportan otra conceptuación más desarrollada que las anteriores y se 
interpreta el término como "grupo de origen nacional común" (cf. Cherif Bassiouni, International 
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Criminal Law, Crimes, 1986, pag. 291). También el Derecho vigente provee ejemplos de similar 
interpretación. El párrafo uno del artículo uno de la Convención Internacional sobre Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación Racial del 21 de diciembre de 1965, cuando define el concepto 
de "discriminación racial" se refiere a toda exclusión, distinción, restricción o preferencia basadas 
entre otros, en motivo de linaje, origen nacional o étnico.  
 
 
Con criterio práctico la Convención de 1948 adoptó la expresión "grupo nacional" por entender que 
era abarcativa de todos los supuestos. Por esto en el fenómeno general comprensivo del Genocidio 
la idea de "lo nacional" es para la identificación de grupos permanentes de personas de origen 
común. 
 
 
 En el caso guatemalteco, es importante recordar que hay dos grandes espacios de pertenencia que 
conviven entre sí: Uno el del origen, que es milenario y que comprende a la gran mayoría de su 
población dentro del concepto de "nación Maya", y el otro, mas reciente en el tiempo, es el de la 
pertenencia "nacional", tal cual se entiende esto en el Derecho Político Internacional a partir de la 
formación de los Estados y su organización como tal.  
 
 
Por otra parte es importante considerar que en el delito de genocidio el blanco de la destrucción 
total o parcial, el "grupo", sirve para evidenciar la subjetividad del sujeto activo de la comisión, o 
sea el motivo específico, el fin o la intención perseguida con la destrucción. En la conducta 
genocida no se apunta la destrucción del grupo por el hecho en sí. No hay por ejemplo, conductas 
genocidas por razones estéticas. Si abordamos la cuestión en el marco de las tesis de la causalidad 
final del enfoque teleológico, nos dirá que la conducta genocida se expresa en la destrucción de 
grupos por razones de índole religiosa, económica, política, etc. Cuando aparece un ataque 
localizado a una determinada etnia, con seguridad dicho grupo es un impedimento cierto y serio a 
las razones teleológicas del genocidio.  
 
 
En el caso de Guatemala en la segunda mitad de este siglo y de acuerdo a las concepciones 
geopolíticas propias del enfrentamiento este-oeste, expresada en la forma de "guerra fría", los 
pueblos indígenas se constituyeron en un "blanco estratégico militar". En el informe de la CEH, este 
punto está suficientemente desarrollado y esclarecido y a él nos remitimos. ( Tomo V, Numerales 
13,14,15,16,31 siendo este de particular importancia para lo que estamos abordando titulado "Los 
mayas como enemigo colectivo del Estado"; Numerales 32,33,49,51,62 titulado "Vulneración de las 
comunidades mayas" que abarca también el 63 y 64; el 65 titulado "El desplazamiento forzado 
masivo" que abarca también el 66 y el 67; el titulado "El reasentamiento militarizado y la 
estigmatización de los desarraigados" que abarca los numerales 68,69; el titulado "El 
anticomunismo y la Doctrina de la Seguridad Nacional" y " Las masacres y la devastación del 
pueblo maya" que abarca los numerales 82 al 88. Este tema de lo "político" en el campo de las 
motivaciones que generan genocidio, es una cuestión a tener también presente.  
 
 
En toda la literatura internacional, históricamente se ha reconocido que la destrucción de grupos 
nacionales, étnicos, raciales o religiosos han tenido una clara motivación política, a pesar que la 
Carta del Tribunal Internacional de Nuremberg incluye la persecución por causas políticas como 
"crimen contra la humanidad", que no es lo mismo que genocidio. Pero esto no significa que se 
hayan excluido las motivaciones políticas como razones de comisión de genocidio, sino que se 
expresa la idea que los motivos políticos tienen que concretarse en un grupo nacional, étnico, racial 
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o religioso para que la conducta que genera la destrucción total o parcial del grupo pueda ser 
considerada genocidio.  
 
 
Cuando en doctrina se ha tratado de definir la trama más íntima del genocidio nazi y de allí sacar 
conclusiones de valor general, se habla siempre que en principio no fue el producto de una guerra 
internacional, sino el resultado de una política de Estado calculada y ejecutada con la precisión con 
que se construye y ejecuta el presupuesto económico o la política de educación de un Estado. Lo 
que es siempre inevitable es el resultado de dicha ejecución de política de Estado, y que al decir de 
Irving Horowitz, Taking Lives: Genocide an State Power, New Brunswick Transaction Books, 
1980, "supone la destrucción estructural y sistemática de personas inocentes por el aparato 
burocrático del Estado".  
 
 
Es importante referenciar que la sentencia de la "Causa 13" o causa penal a los Comandantes de la 
última dictadura Argentina, califica al accionar de las fuerzas del Estado de "plan criminal", ya que 
precisamente es eso, una planificación meticulosa en la elección de blancos y en el empleo de la 
infraestructura material y humana del estado para la ejecución de dicho plan criminal, con 
resultados previsibles porque con precisión propiamente militar se adecuan las "soluciones 
militares" para la satisfacción plena de la "necesidad militar". Aquí justamente se expresa con 
mayor transparencia el factor intencional, el componente subjetivo calificativo del accionar 
genocida consistente en la elección de una metodología en franca contraposición contra todo el 
ordenamiento legal vigente, que deja a un lado, que desprecia y condena a la inutilidad, a todo el 
sistema jurídico.  
 
 
Este momento, el de la elección de "blancos", el de la elección de la "metodología" es el más 
indicativo de la intención genocida. Los resultados llegan después y están garantizados, del mismo 
modo que si alguien introduce carne en una picadora y la pone en funcionamiento, sabe que lo que 
saldrá del otro extremo es carne picada.  
 
 
En ese sentido, los conceptos de autoría, coparticipación criminal y responsabilidad penal por los 
ilícitos cometidos, establecidos en la ley penal sustantiva de Guatemala, quedaron trastocados por 
una normativa de "hecho", que era tan difusa en el campo de la ejecución táctica, como clara en la 
determinación estratégica. Además estaba garantizada su eficiencia con la integralidad de la 
infraestructura del Estado. Si hay algo que exprese este desprecio de la normativa vigente, 
comenzando por los derechos consagrados en el ámbito constitucional y las garantías de su 
vigencia, es la persecución con helicópteros y ametrallamiento de niños y ancianos en huida hacia 
las fronteras. Allí se empleó alta tecnología y recursos humanos de la infraestructura publica, en la 
comisión de delitos contra la vida de personas que jamás cometieron ilícitos, ni por actos de 
comisión ni por actos de omisión. Una elección de "blanco", una ejecución de política 
administrativa (persecución, ubicación y eliminación) reñida con las normas penales vigentes, 
ejecutada toda por agentes del Estado.  
 
 
Se podría decir que entre el operador de una ametralladora o de un helicóptero que sirvieron para 
asesinar desplazados y sus víctimas "no había nada personal". En ese sentido hay que destacar el 
carácter "fungible" del autor directo de la violación, característica que Roxin ha desarrollado en 
doctrina. La encrucijada que los puso en situaciones tan opuestas en el mismo momento y en el 
mismo lugar no fue decisión personal de ninguno, sino de una política de eliminación y ejecución 
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genocida cuya responsabilidad es Estatal.  
 
 
En síntesis, se trata de la destrucción sistemática de personas por su supuesta pertenencia a 
determinada ideología o a determinado grupo social, o simplemente, porque se suponía dicha 
vinculación o pertenencia, o porque aun prescindiendo del factor "subjetivo" de adhesión, su sola 
presencia física creaba en el ejecutor genocida la duda de dicha pertenencia.  
 
 
Los genocidas en Guatemala actuaron sin escrúpulos, hecho que no es nuevo en el marco de la 
aplicación de la Doctrina de la Seguridad Nacional. Como muestra recordemos las palabras de 
aquel General argentino Ibérico Saint Jean " primero vamos a matar a los subversivos, luego a los 
colaboradores, y después a los indecisos", palabras y conceptos que cumplió a cabalidad. Quien 
escucha las radios de Guatemala puede escuchar hoy al Coronel de Inteligencia Mario Mérida, en 
un claro "acto de servicio" afirmando que MINUGUA y especialmente la COMISION PARA EL 
ESCLARECIMIENTO HISTORICO "son una cueva de comunistas", en un intento claro de 
desprestigiar y quitar credibilidad a los esfuerzos que se han hecho en esta incipiente pos-guerra en 
cuanto a la reconstrucción de los hechos de las ultimas décadas. Se busca sobre todo neutralizar las 
"recomendaciones" con vista al futuro, formuladas por la CEH para impedir la repetición de estos 
hechos. 
 
 
 No sorprenderá a VS el resultado de conjugar dicha "ideología", por muy poco académica que 
pudiera parecer, con el manejo concreto de los aparatos de poder. El resultado está a la vista, 
simplemente un poco atrás en el tiempo, expresado en el dolor de los que quedan, por ellos mismos 
y por los que no están. Sobre todo, por la falta de justicia que en la coyuntura actual de Guatemala, 
aparece como castigo accesorio injustificado, un "plus" de pena no resuelto correctamente por el 
sistema de justicia que no ha satisfecho el "derecho a la verdad", sumando otra arista más en su ya 
interminable lista de defecciones en cuanto al cumplimiento de los estándares mínimos de la 
administración de justicia. 
 
 
 Tenga también presente VS aquellos factores de raíz cultural que hacen que los pueblos indígenas 
de Guatemala nos sintamos doblemente agredidos con esta situación, porque no podemos cumplir 
con los rituales mínimos que nos impone nuestra conciencia y cosmovisión. Al igual que mis 
hermanos de sangre, me siento impotente y profundamente dolorida porque creo que nuestros seres 
queridos no tendrán paz definitiva hasta que sean enterrados dignamente, de acuerdo a nuestras 
costumbres.  
 
 
En ese sentido el dolor por mi padre Vicente Menchú, mi madre Juana Tum Cotojá, por mis 
hermanos Patrocinio y Víctor, es el mismo dolor abierto que llevan todos los hijos y hermanos de 
Guatemala por sus padres, por sus hijos y por sus hermanos. Toda mi familia sufrió persecución y 
quienes sobrevivimos fuimos obligados a dispersarnos,ocultarnos y renunciar al uso de algunos 
atributos personalísimos como el nombre, para salvar la vida. Esto generó la completa 
desintegración familiar. Durante mas de doce años, de 1980 a 1992 permanecimos incomunicados, 
sufriendo el dolor de no saber de la suerte y el paradero del resto de la familia. Yo misma soy, por 
lo tanto, sobreviviente y testigo del genocidio cometido contra mi pueblo.  
 
 
El dolor que hemos padecido es inevitable desde lo humano y filosófico, pero reparable desde lo 
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jurídico en cuanto el sistema sea capaz de aplicar justicia, determinar la verdad, establecer 
responsabilidades y aplicar las puniciones apropiadas a los responsables. Esto sería subir los 
primeros escalones hacia la justicia, que el aparato judicial de mi país ni siquiera ha comenzado a 
transitar. 
 
 
 A los efectos de concluir con este tramo dedicado al tema del Genocidio, denunciamos que: a) En 
todo el tiempo de investigación de la CEH, desde 1962 hasta 1996 se cometieron actos de genocidio 
de acuerdo a las dos legislaciones españolas vigentes en esos tiempos, la del antiguo 173 bis y el 
actual 607 del Código Penal Español.  
 
 
b) En el período 1981 a 1983, tiempo en que la CEH habla concretamente de "actos de genocidio", 
la comisión del ilícito tomó características muy definidas en cuanto la propia dinámica represiva 
que imponía el conflicto y afectó más directamente a poblaciones indígenas de personal civil no 
beligerante.  
 
 
c) Antes y después del tiempo indicado en el acápite anterior, se cometieron actos de genocidio de 
acuerdo a los conceptos exigidos en la ley española.  
 
 
K. PROCEDENCIA DE LA JURISDICCION ESPAÑOLA PARA ENTEDER EN ESTOS CASOS 
DE GENOCIDIO 
 
 Entendemos que la jurisdicción española es competente para conocer en los casos de genocidio que 
hemos puntualizado, además de ser competente para investigar los supuestos a partir de los cuales 
se expresa la conducta delictiva (por ejemplo: violaciones, torturas, privaciones ilegitimas de la 
libertad, etc.). Ello con independencia de que al dictarse sentencia, los mismos sean comprendidos 
como constitutivos de la conducta delictiva de genocidio o con autonomía por las reglas del 
concurso.  
 
 
La jurisdicción española debe entender, en razón de que la ley orgánica del Poder Judicial de 1870 
en su artículo 336, que tenía vigencia en la época de la comisión de una parte de los hechos 
consignados en esta DENUNCIA, establecía en forma puntual la jurisdicción de los Tribunales 
Españoles para el enjuiciamiento de los delitos contra la seguridad del Estado cometidos fuera de 
España. Entre ellos se considera e incluye el artículo 137 bis de la ley 47-71, que es el tipo penal 
que contiene la figura de genocidio considerado como Delito contra el Derecho de Gentes.  
 
 
En la reforma posterior del Código Penal español, la figura se incluye en el artículo 607 en el 
capítulo de los delitos contra la Comunidad Internacional, adoptando una denominación, como ya 
hemos anticipado en otro tramo de esta denuncia, más adecuada a los avances de tipo conceptual en 
el campo del derecho Internacional y de los Derechos Humanos. En 1971 el legislador expresa 
claramente una línea de conducta y pensamiento con relación al genocidio, consistente en establecer 
la continuidad de la doctrina asentada por el Estatuto del Tribunal de Nuremberg, que en su artículo 
6 c define los "Crímenes contra la Humanidad". 
 
 
 Esta teoría ha sido sostenida en el tiempo en el caso Eichmam en el año 1971 por el Tribunal del 
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Distrito de Jerusalén y Tribunal Supremo de Israel, en un caso de implicancias diplomáticas 
delicadas ya que el mencionado, un genocida alemán, fue secuestrado en Argentina y trasladado a 
Israel para su juzgamiento.  
 
 
También en otros casos de genocidas alemanes como el caso Priebke y el caso Barbie, que permitió 
en 1983 al Tribunal Supremo de Francia hablar de "un orden represivo internacional al que le es 
fundamentalmente ajena la noción de frontera".  
 
 
En esta misma línea de comportamiento, la justicia internacional acaba de juzgar al genocida croata 
Dinko Sakic, condenado el 4 de octubre de 1999 a 20 años de prisión por "crímenes contra la 
humanidad en Croacia, por haber comandado el tristemente célebre campo de exterminio de 
Jasenovac entre 1942 y 1944. Otro caso importante es el de Maurice Papón, recientemente 
extraditado a Francia para responder frente a los tribunales de su país.  
 
 
Esto es comprensible ya que el "fenómeno" Nuremberg no se agotó con el juzgamiento de 
genocidas nazis, ni de los militares japoneses responsables de actos similares. El Derecho receptó 
estos preceptos y de allí en adelante se ha ido avanzando hasta hacerlos operativos. En este proceso 
evolutivo no podemos dejar de recordar la Resolución de Principios de la Asamblea General de 
Naciones Unidas número 3074 del 3 de diciembre de 1974, en donde se avanza considerablemente 
en la operatividad de estos preceptos.  
 
 
No vamos a referirnos al conjunto de tal resolución, sino recordar que en su artículo 8 habla 
claramente de la necesidad de juzgamientos de los responsables de la comisión de delitos de lesa 
humanidad, "preferentemente en el lugar donde esos delitos fueron cometidos", abriendo la puerta 
para que en el caso de genocidas estos fuesen juzgados fuera del lugar donde cometieron sus 
delitos, ya sea donde se encuentran o en un Tribunal creado especialmente al efecto. Lo que queda 
claro es que "no juzgamiento y con ello impunidad, ya NUNCA MAS", para repetir las palabras que 
en el Tribunal de Nuremberg pronunció el Fiscal Norteamericano, y que de alguna manera se han 
transformado en un ícono.  
 
 
Es curioso que a veces haya más preocupación por la aplicación de estos preceptos "globales" del 
campo de los Derechos Humanos, que por los que impone la "globalización" de sectores como el 
del comercio internacional. Llama la atención escuchar voces que intentan presentar aquellos 
preceptos universales de los Derechos Humanos, como un exótico mascarón de proa del 
intervencionismo colonial. Muchas veces también se pretende mostrar a la jurisdicción universal 
como algo exótico de creación reciente. Hay que remitirse a Hugo Grocio y a su "Mare Liberum", 
para echar por tierra estas afirmaciones.  
 
 
En ese sentido y dentro del Derecho Internacional y los Derechos Humanos, los conceptos frontera, 
soberanía y territorialidad deben ser hoy abordados de manera especial, ya que a partir de finales de 
1945, tienen otro significado evidenciado con la sanción y sometimiento de los Estados a nuevos 
sistemas normativos vinculantes. Ese espíritu informa al legislador español que decide incluir el 
delito de genocidio entre los delitos contra la Seguridad Exterior del Estado, una adecuada decisión 
que permite su persecución en todos los casos y que genera el artículo 23.4 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, en fecha del primero de julio de 1985, que recoge integralmente el artículo 336 de la 
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ley de 1870.  
 
 
Lo cierto es que esta ley con la incorporación del delito de genocidio en el Código Penal de 1971, 
como la citada ley de 1985, contempla la jurisdicción española para el enjuiciamiento del delito de 
genocidio, con independencia de la creación de un Tribunal Internacional como el que nació este 
año en Roma. Sin embargo, dicha instancia internacional resulta impensable como ámbito de 
juzgamiento del genocidio en Guatemala, entre otras cosas porque en la propia normativa que lo 
sustenta se establece que únicamente conocerá casos futuros.  
 
 
Hoy se acepta por unanimidad la vigencia plena del principio de la protección universal en materia 
de Derechos Humanos. Respecto al artículo 6 de la Convención de 1948 sobre Genocidio, ha escrito 
Cherit Bassioni -International Criminal Law Crimes- en página 274, del año 1986: "Más allá de ese 
artículo VI de la Convención sobre Genocidio, que se mantiene en la teoría de la jurisdicción 
concurrente... todo Estado puede afirmar su jurisdicción cuando el crimen en cuestión es una de las 
especies de genocidio. Hay ciertamente amplios precedentes para tal regla del Derecho 
Internacional, como el tratamiento desde hace mucho tiempo de los "comunes enemigos de la 
humanidad" (hostes humani generis) o principios internacionales dentro del ámbito de la 
jurisdicción universal". 
 
 
 
 En el caso de España la situación es doblemente clara, toda vez que su propia legislación interna 
reconoce la jurisdicción universal sobre los delitos de genocidio desde 1971 y porque hay una 
realidad incontrastable: la clara actitud expresada por el Poder Judicial de España expresada el 24 
de octubre de 1998 por la Audiencia Nacional.  
 
 
L. PRACTICA SISTEMATICA DE TORTURA EN GUATEMALA. 
 
 
 En Guatemala se practicó sistemáticamente la tortura sobre los detenidos políticos y sociales entre 
los años 1962 y 1996, en sus diversas formas. Se practicó a los efectos del acopio de información. 
Se practicó también sobre el detenido antes del interrogatorio o simplemente se lo torturó sabiendo 
que no disponía de información, con el propósito de que al volver a la sociedad fuese portador del 
"mensaje de terror".  
 
 
Una particularidad de Guatemala, fue la escasa cantidad de detenidos que regresaron a sus lugares. 
Una forma especial del mensaje de terror fue la exhibición de los cadáveres que mostraban en su 
totalidad signos evidentes de tortura física.  
 
 
El Informe CEH, dice en su Tomo V Numeral 44: " EL TERROR... La CEH comprobó que a lo 
largo del enfrentamiento armado el ejército diseñó e implementó una estrategia para provocar el 
terror en la población. Esta estrategia se convirtió en el eje de sus operaciones, tanto en las de 
estricto carácter militar como en las de índole sicológica y las denominadas de desarrollo".  
 
 
Se torturó también para arrancar alguna concesión ilegal, generalmente ligada al acopio o al 
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traspaso de bienes y se lo hizo de diversas formas, desde físicas hasta sicológicas.  
 
 
Dice el informe CEH en su Numeral 47: " El terror no se redujo a los hechos violentos o a las 
operaciones militares. Dependía además de otros mecanismos conexos como la impunidad de los 
ejecutores, las extensas campañas para criminalizar a las víctimas y la implicación forzada de la 
población civil en la cadena causal y la ejecución efectiva de las atrocidades. Por estas razones el 
terror no se extingue automáticamente cuando los niveles de violencia descienden, sino que tienen 
efectos acumulativos y perdurables..."  
 
 
Dice el Numeral 48: " La investigación ha establecido que, mas allá de la eliminación física de sus 
opositores, supuestos o reales, el terror de Estado se fomentó para dejar claro que quienes 
participaban en actividades reivindicativas, e incluso sus familiares, corrían el riesgo de perder la 
vida en medio de los mayores tormentos.. .."  
 
 
En cuanto a las torturas físicas, eran las más directas, comenzando por golpes o la exposición 
inclemente de los detenidos a los elementos, con particular sevicia en el caso de las mujeres 
generalmente sometidas sexualmente.  
 
 
En cuanto al uso de elementos sofisticados como los choques eléctricos también fueron comunes. 
Hay que destacar una gran cantidad de prisioneros que una vez detenidos fueron eliminados 
físicamente sin que mediara en la actitud del genocida ningún interés particular sobre él, más que 
engrosar la lista de personas asesinadas por la necesidad de "dejar sin agua al pez". La tortura y la 
eliminación física se practicó también en las múltiples masacres "ejemplificativas" que se 
cometieron en contra de comunidades enteras, con el objeto que otras poblaciones supieran lo que 
les esperaba si no se sometían a los designios del ejército.  
 
 
El informe de la CEH, en el Tomo V Numeral 29 dice: " LAS MUJERES... Murieron, fueron 
desaparecidas, torturadas y violadas sexualmente".  
 
 
En cuanto a los efectos de índole social de la tortura, es importante reproducir el Numeral 55 del 
Tomo V dice: LAS SECUELAS SOCIALES DE LA TORTURA. La CEH concluye que el uso 
sistemático de la tortura implicó dos consecuencias colectivas fundamentales. En primer lugar, se 
formó y entrenó a expertos en las formas más eficientes y aberrantes de aplicar dolor sobre un ser 
humano para quebrarlo física y espiritualmente. En segundo lugar, la tortura se convirtió en algo 
"normal" dentro del trabajo rutinario de las estructuras militares y policiales del Estado, sobre todo 
entre los integrantes de Inteligencia, tolerada por la sociedad y los funcionarios judiciales".  
 
 
LL. ESTOS ACTOS CONSTITUYEN DELITO DE TORTURA PARA LA JUSTICIA 
ESPAÑOLA.  
 
 
El tipo penal se introduce en el Derecho Penal español, por Ley orgánica del 31 de julio de 1978 en 
el articulo 204 bis del Código Penal como Delito contra la Seguridad Interior del Estado. 
Actualmente está en los artículos 731 y 734 del Código Penal en Título Independiente.  
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En cuanto a valorar a la tortura como un delito susceptible de persecución universal, debe 
considerarse el artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Políticos y Civiles del 16 de 
diciembre de 1966, ratificado por España el 27 de abril de 1977, en donde puntualmente se prohiben 
además de la tortura, los tratos inhumanos y degradantes. El artículo 5.1.c de la Convención contra 
la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes, que fue aprobado en New 
York el 10 de Diciembre de 1984 y que es ratificado posteriormente por España, establece que: 
"Todo Estado parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su jurisdicción sobre los delitos a 
que se refiere el articulo cuatro, cuando la víctima sea nacional de ese Estado y éste lo considere 
apropiado".  
 
 
Debe también considerarse el artículo tres de las Cuatro Convenciones de Ginebra del 12 de junio 
de 1949, igualmente ratificadas por España, que determina con claridad el tratamiento básico a 
aplicar en los conflictos armados, ya sean estos internacionales o internos. Se prohiben, en cualquier 
circunstancia, los tratos inhumanos y la tortura, además de la determinación puntual y transparente 
de la categoría de "personal civil no beligerante". 
 
 
 En esa misma línea está el artículo 6 c. del Estatuto de Nuremberg y más recientemente, como acto 
inequívoco de ratificación, el artículo 5.e del Estatuto del Tribunal para la Ex-Yugoeslavia de 
creación en 1995.  
 
 
La Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985 establece la competencia de la jurisdicción de España, 
para entender en hechos de autoría de nacionales españoles o extranjeros cometidos fuera del 
territorio nacional, susceptibles de tipificarse como delito y que "según los Convenios o Tratados 
internacionales, deba ser perseguido" por España.  
 
 
Más cerca en el tiempo está el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos del 19 de 
diciembre de 1966, el que luego de establecer el principio de legalidad puntualiza en su artículo 15 
que: " nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una persona por 
actos u omisiones que en el momento de cometerse fueran delictivos según los principios generales 
de derecho reconocidos por la comunidad internacional".  
 
 
Por esto, el mandato de la persecución universal del delito de tortura deviene de la profusa y clara 
legislación de gestación supranacional y del tipo penal que se introduce en el Código Penal desde 
1978. La vía procedimental está fundada en la Ley Orgánica del Poder Judicial adecuada a la 
aplicación de los Convenios Internacionales y al principio procesal "tempus regit actum". 
 
 
 Para la eventualidad de que la aplicación del artículo 9.3 de la Constitución Española, pudiese 
generar alguna dificultad, los hechos de tortura deben ser investigados a partir de la tipificación de 
Julio de 1978 y como una de las formas en las que se ha ejecutado el delito de genocidio o de 
terrorismo. En este contexto no es relevante analizar si en el ordenamiento procesal está 
determinada la posibilidad de persecución universal con fundamento en el artículo 23, 4,g de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. Es claro que si España dispone de jurisdicción para perseguir el 
genocidio y el terrorismo en el extranjero, no se pueden cercenar las posibilidades de investigación 
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y persecución de los delitos de tortura integrativos del terrorismo o del genocidio.  
 
 
M. HECHOS DE TERRORISMO DE ESTADO COMETIDOS EN GUATEMALA. Ya hemos 
desarrollado en los puntos anteriores las formas o modalidades en las que se dio la represión en 
Guatemala. De hecho, además de genocidio y tortura hemos hablado de terrorismo de Estado, 
aunque recordemos que el informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico, también 
señala a la insurgencia como responsable de actos de terrorismo. Sin perjuicio de ello, habremos de 
precisar algunos conceptos.  
 
1. Evidencian el Terrorismo de Estado, la "invasión" de un poder por otro.  
 
 
El clásico ejemplo está en las decisiones con resultados irreversibles sobre la salud, la vida y la 
libertad de las personas, por parte de miembros del ejecutivo o de su órbita (las Fuerzas Armadas y 
Policiales lo son).  
 
 
La selección de "blancos" hecha por los militares en Guatemala fue el resultado de las tareas de 
acopio de información por parte de los Servicios de Inteligencia o de las PAC. , o de cualquier otro 
medio de delación, pero nunca el producto de la acción del Poder Judicial, tanto sea de la tarea de 
instrucción o de la de sentencia. El ejército y las PAC usufructuaron y emplearon una 
infraestructura humana y material solventada por las propias víctimas, mediante secuestros, torturas, 
reclutamientos forzados (en numerosos casos de menores de edad), violaciones sexuales (muchas de 
ellas seguidas de muerte), robos, etc. Todo ello con los resultados imaginables de asesinatos, 
desapariciones, ejecuciones y masacres, acompañados del permanente mensaje de terror como 
forma efectiva de control social. 
 
 
 De hecho, este mecanismo perverso es una sustitución flagrante de los mecanismos jurídico legales 
establecidos por el poder constituído para el tratamiento de situaciones de violencia. Por otra parte, 
la gravedad de este drama "circular" es de tal magnitud que se afecta inclusive el poder 
constituyente, dejando las normas esenciales de la organización jurídica en el cesto de las cosas 
inútiles. En el medio de todo esto hubo falta de respuestas de índole administrativo o de contenido 
jurídico por parte de las otras áreas de gobierno o del Poder Judicial, dejando a los ciudadanos en la 
total indefensión y sin recursos útiles dentro o fuera de la estructura de gobierno.  
 
 
2. Suspensión de las garantías constitucionales: 
 
 
 También evidencia el terrorismo de Estado la suspensión de las garantías constitucionales y la 
supresión de canales alternativos de reclamo, hecho que sucedió a veces en forma oficial y otras de 
manera virtual. Para decirlo claramente, el Estado no previó formas alternativas de participación y 
reclamo popular, por el contrario, se centralizó en las formas de Terrorismo de Estado.  
 
 
3. Opción por la ilegalidad:  
 
 
Pero lo que sintetiza todo esto es la voluntad política de los poderes de optar por la ilegalidad, 
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mediante la transformación del Estado en terrorista para combatir al oponente, ya sea este 
insurgente o no. Como se ha visto, la metodología fue aplicada en forma indiscriminada, sin 
distinción de la condición de quien se tenía enfrente o de quién era el objeto pasivo de la 
metodología, fuera o no oponente en el sentido militar o político. Resulta evidente que en 
Guatemala el Estado a través de sus agentes diseñó un plan terrorista que llevó a cabo con 
puntillosidad mediante actos de terrorismo.  
 
 
Los agentes del Estado hicieron terrorismo siempre, tanto cuando tuvieron enfrente un oponente, o 
simplemente cuando se sometió a estas metodologias y condiciones a personal civil no beligerante. 
Afirmamos ésto de acuerdo a la terminología y categorización de los Convenios de Ginebra, que 
son materia de conocimiento obligado para los funcionarios del Estado de Guatemala, en particular 
sus militares. Decimos esto porque frecuentemente los represores invocan como justificativos de 
sus acciones las condiciones de la "legitima defensa", tal cual está concebida en la doctrina penal. 
Una mujer indefensa, un niño, un anciano que huye e inclusive un combatiente que ya ha sido 
reducido, no implican la necesidad de actos efectivos que garanticen la legitima defensa de nadie.  
 
 
4. Contenido teleológico del Terrorismo de Estado.  
 
 
Aquí es necesario detenernos en el escenario social. Por un lado la sociedad en pleno y por el otro el 
sector minoritario que concentra los aparatos de gobierno, incluyendo aquellos que administran la 
violencia desde el Estado. La dialéctica de relacionamiento deseable es la que proporciona el 
funcionamiento normal del poder constituido. 
 
 
 En la Guatemala que estamos analizando hubo una sustitución de la relación dialéctica entre 
gobierno y gobernados y del poder constituido, que en definitiva no fue nunca vigente y se pasó a 
un claro Estado de terror, cuyo contenido fue redactado y ejecutado por el Estado a través de sus 
agentes. En definitiva, el mensaje de terror tampoco es la razón final, sino el instrumento para 
garantizar su cumplimiento. En el caso de Guatemala, esa razón final es de contenido 
eminentemente político-económico, lo que está convenientemente evidenciado en el Informe de la 
CEH, cuando habla de un aparato de estado claramente sectorial, que históricamente ha garantizado 
la vigencia de un sistema altamente injusto y excluyente. N. LOS ACTOS DE TERRORISMO EN 
GUATEMALA Y EL DELITO DE TERRORISMO EN LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA. 
 
 
 1. El tipo penal español habla de dos requisitos u objetivos de los actos de terrorismo, uno es la 
subversión del orden Constitucional y el otro, alterar gravemente la paz pública. Ambos se dan en el 
caso guatemalteco, y la realidad nos proporciona innumerables ejemplos. En cuanto a la alteración 
grave de la paz pública, cuando imaginamos una situación de facto que la exprese, lo primero que 
viene a nuestras mentes son aquellos hechos donde el desencadenante es algún fenómeno natural. 
La ley habla de situaciones que muchas veces, por las secuelas de dolor y destrucción se asemejan a 
dichos fenómenos naturales, pero apunta a los factores que las generan más que a las consecuencias 
resultantes. 
 
 
 En el caso de las catástrofes naturales que alteran gravemente la paz pública, la reacción social es 
diferente a aquellas en las que el terror político ha sido el desencadenante. En las primeras, las 
salidas no son individuales como en las segundas, y además el contexto es propicio para la 
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regeneración de la trama social, cosa que no ocurre en el otro caso. En las catástrofes naturales 
puede no haber ordenamiento vulnerado, con excepción de aquel que el hombre ha tratado de 
imponer a la naturaleza. 
 
 
 En los otros, el vulnerado es todo el ordenamiento normativo existente, ya sea jurídico o del campo 
de las conductas socialmente aceptadas como comunes y lo ha causado el poder ejercido de manera 
despótica y autoritaria. No es concebible la paz pública en un contexto de falta de estado de 
derecho, con el orden constitucional subvertido por mecanismos al margen de la propia ley y menos 
si esta situación convive con la violación sistemática de los derechos y garantías fundamentales, 
alentada y realizada por la estructura del Estado.  
 
 
2. En este sentido está claro que los resultados concretos, producto de la práctica sistemática de 
terrorismo de estado en Guatemala, generaron en la sociedad una alteración gravísima de la paz 
pública y que además, por la metodología impuesta, la situación significó también modificar de 
facto todo el orden constitucional y suplirlo por un esquema de funcionamiento abiertamente ilegal 
e inhumano.  
 
 
3. Queda claro entonces, que en principio se ha violado la norma del art. 174 bis del Código Penal 
español, y decimos en principio por la abundante casuística que contiene el Código sobre el delito 
de terrorismo.  
 
 
4. Lo cierto es que de todos los hechos narrados se evidencia con claridad la comisión de este delito, 
expresado en la repetición de todos y cada uno de los hechos que lo evidencian y que al ser 
enhebrado como cuentas por el hilo de las razones teleológicas, muestran al mundo uno de los casos 
más claros y más serios de Terrorismo de Estado.  
 
 
Ñ. COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN ESPAÑOLA EN EL CASO.  
 
 
Sin perjuicio de los conceptos que sobre este tema hemos vertido anteriormente, es necesario 
reafirmar que la Justicia española tiene jurisdicción para entender en este caso donde denunciamos 
delitos de genocidio y terrorismo y que el origen de la misma esta contenido en el artículo 23, 4, a y 
b de la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente, ya que los delitos denunciados se reconocen como 
delitos del ámbito del Derecho Internacional y por lo tanto, susceptibles de ser conocidos por la 
jurisdicción penal española con independencia del lugar de comisión o de la nacionalidad de autores 
y víctimas. Con relación al delito de tortura, nos remitimos a lo dicho antes a finales del punto (LL). 
 
 
 O. CASUÍSTICA.  
 
 
Como comprenderá VS la casuística que fundamenta la imputación de los tres tipos penales es 
copiosa e imposible de consignar en su totalidad. Por otra parte téngase presente que la estimación 
general de víctimas de la CEH asciende a las 200,000 mientras que en forma especial y puntual 
dicha Comisión ha consignado más de 45,000 sobre los que ha aportado datos, circunstancias y 
precisiones.  
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En esta presentación inicial de DENUNCIA adjuntamos a VS el informe completo, 
correspondiendo los tomos VI y VII a Casos ilustrativos, como se denomina a aquellas situaciones 
de índole y valor emblemático que resumen del resto de la casuística. Los tomos del VII al XI 
corresponden a casos presentados, es decir aquellos en los que la CEH conoció de manera directa. 
La entrega que hacemos en este acto implica de nuestra parte una remisión específica a dicha 
documentación, cuyo contenido nos parece suficientemente completo y explicativo. 
 
 
 Ha llegado el momento de abordar otros aspectos de esta DENUNCIA. Como le consta a VS los 
delitos por los cuales concurro son todos de sujeto múltiple a la vez que dos de ellos, genocidio y 
terrorismo se configuran mediante la concreción de diferentes ilícitos, que en conjunto confluyen en 
estos dos tipos penales.  
 
 
He elegido para ilustrar este tramo de la DENUNCIA tres hechos que por diferentes razones tienen 
para mi una vinculación decisiva. Todos contienen una carga emotiva muy importante, porque en 
ellos están involucradas no solo personas de mi propia familia, sino también magníficos seres 
humanos que tuvieron en mi vida, en la de mis seres queridos y en la de mi pueblo una importancia 
especial.  
 
 
Los asesinatos en la Embajada Española en Guatemala desencadenan tragedias nuevas en mi 
familia, ya entonces severamente agraviada con la desaparición de mi hermano Patrocinio. De la 
misma manera, el asesinato de los sacerdotes españoles no es otra cosa que la muerte de seres 
humanos a los cuales estuve vinculada, no solo como cristiana sino a los que llegue a admirar por la 
enorme tarea pastoral y social que realizaron en el área de El Quiché. En esa misión pastoral y con 
esos mismos sacerdotes, trabajaron mi padre y mi hermano Patrocinio, que también fueron 
catequistas. 
 
 
 Pero no solo hay razones ligadas a mi más profunda emocionalidad en esta elección. Los tres son 
de una riqueza tan grande en cuanto al análisis jurídico, que resumen los aspectos más salientes y 
comunes que requieren los tipos penales de genocidio, tortura y terrorismo. Las razones por las que 
mi padre, el resto de mi familia y los sacerdotes españoles fueron considerados "blancos militares", 
ejemplifican la metodología sistemáticamente utilizada para la fundamentación de actos que 
significaban invariablemente la muerte de quienes eran señalados. 
 
 
 La brutal forma en que todos ellos fueron asesinados evidencia con transparencia la metodología 
del Terrorismo de Estado. La audacia y desprecio por principios liminares del derecho internacional 
y del derecho de gentes evidenciados por el Estado de Guatemala en la Embajada Española, 
muestran la decisión del abandono de la legalidad y del respeto a normas que regulan las relaciones 
entre piases y que son de una utilidad no cuestionada y una antigüedad más que centenaria.  
 
 
El tratamiento que el Poder Judicial dio a estos tres hechos, en la mayoría de los cuales ni siquiera 
abrió proceso, es una síntesis de la conducta que la Justicia de Guatemala ha tenido en este tramo 
histórico. En ellos se resume la historia reciente del país y su elección no implica que no existan 
hechos de mayor gravedad o de mayor importancia en algunos aspectos parciales de la ejecución de 
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genocidio o de la práctica de Terrorismo de Estado.  
 
 
P. ANTECEDENTES DE LA MATANZA EN LA EMBAJADA ESPAÑOLA EN GUATEMALA.  
 
 
A fines de los años 70 el ejército había incrementado su accionar represivo en todo el territorio 
nacional de Guatemala. En este contexto de Terrorismo de Estado, podemos ejemplificar como 
paradigmático el caso de la Masacre de Chajúl, que al igual que la de Panzós y Uspantán, expresan 
los patrones de comportamiento del ejército para esa etapa.  
 
 
La importante zona conocida como "Franja Transversal de Norte", estaba siendo objeto de traspasos 
en la posesión de la tierra. Para ser más concretos, verdaderos despojos para los cuales se habían 
sancionado instrumentos legales como la Ley de Titulación Supletoria, la eterna fórmula de exigir 
papelería a los dueños ancestrales de la tierra y a la vez impedirles llegar a ellos. Esto generó 
desalojos masivos, y por supuesto cualquier reclamo era ahogado en sangre y colocado en el marco 
general de la lucha anti subversiva. 
 
 
 En septiembre de 1979 el ejército secuestra campesinos en Uspantán, los que pasan a la condición 
de "desaparecidos". El ejército y el gobierno, que son la misma cosa en esa época, niegan los 
hechos y se da entonces un montaje de inteligencia que tiene por objetivo la aparición de cadáveres 
de personas dadas por secuestradas, a quienes se hace aparecer como guerrilleros abatidos, para lo 
que sus cuerpos son vestidos con ropas militares. El montaje soluciona varios problemas a la vez, 
comenzando por el reclamo de los familiares. Para estos propósitos se colectaban personas a las que 
después se los hacia aparecer muertos, pero como guerrilleros. En uno de estos operativos es 
secuestrado y asesinado mi hermano Patrocinio que entonces tenía 17 años.  
 
 
NOTA: A los efectos de no recargar la atención de VS Indicamos que más adelante, cuando 
abordemos el caso particular de Patrocinio, habremos de reproducir documentación importante para 
comprender la vinculación entre estos secuestros y la Masacre de la Embajada.  
 
 
Recordemos que de fondo había una cuestión no política, sino de raíz y naturaleza económica como 
era la acumulación de tierras por parte altos oficiales del ejército y terratenientes vinculados a ellos. 
Cualquier reclamo de los sectores indígenas afectados era visto y tratado como una afrenta al 
"poder". Esto no era nuevo en Guatemala, es la adaptación de antiguas prácticas que tienen su 
origen conceptual en el medioevo, en aquella trágica formulación expresada en que "siendo divino 
el origen del poder, atentar contra el poder es atentar contra Dios", idea que canibaliza aquella otra 
que contiene lo mejor de la herencia judeocristiana con relación a los derechos humanos; la idea 
"que, siendo el hombre imagen y semejanza de Dios, atentar contra el hombre es atentar contra 
Dios. En ese contexto argumental, quien protestaba contra el poder se alzaba contra Dios y así eran 
tratados quienes hacían escuchar sus reclamos y sistemáticamente eran eliminados, lo que a su vez 
generaba la necesidad de mostrar a la sociedad gente desaparecida como perteneciente a la guerrilla.  
 
 
Las peticiones campesinas eran simples: conocer el destino de sus familiares detenidos y 
desaparecidos, lo que hoy esta sistematizado como "derecho a la verdad". Además, advertir sobre la 
instalación del ejército en el área, con las mismas pautas conceptuales, programáticas y de acción 



 37

que los ejércitos extranjeros de ocupación.  
 
 
Es importante consignar que cuatro meses antes de los sucesos de la Embajada, una delegación de 
campesinos se había apersonado en el Congreso de la República, donde además de no recibir 
respuesta, los peticionantes sufrieron agresión física por parte de algunos diputados y de los 
elementos de su seguridad.  
 
 
En los primeros días de enero de 1980 se conforma otra delegación de indígenas con el objeto de 
dar a conocer las injusticias que estaban sufriendo y hacer que el mundo conociera la realidad de 
Guatemala. Además de presentar su reclamo particular, vinculado a sus seres queridos asesinados.  
 
 
Tal vez sea oportuno recordar que el gobierno había impuesto un férreo control informativo, que en 
los hechos constituyó por mucho tiempo una especie de "cortina" infranqueable que cortó todo 
contacto de los de afuera hacia adentro, como en el caso inverso, de aquellos que querían contar lo 
que sucedía. Por lo tanto, para estos familiares angustiados era muy importante modificar esa 
situación y con ese propósito visitaron la Organización de Estados Americanos, el Consejo Superior 
Universitario, oficinas de Periódicos, radios e instalaciones de la Iglesia Católica.  
 
 
De hecho si se hubieran multiplicado estos actos de denuncia y las mismas hubiesen trascendido, se 
habría roto el cerco que tendió el Estado sobre la realidad, mediante un manejo absoluto de la 
información que le permitió mantener en la total ignorancia todos estos hechos. Como parte de la 
política de terror muchos comunicadores sociales se restringieron y autolimitaron por temor a las 
consecuencias. 
 
 
 La reacción del Estado fue desalentadora porque no solamente se acusa a los campesinos de 
guerrilleros, sino que se llegó a acusar de comunistas a las monjas católicas del Colegio Belga, por 
haberlos recibido y escuchado. Así lo reportó el Diario la Nación el 24 de enero de 1980 y el 
matutino Nuestro Diario del 25 de enero de 1980.  
 
 
De allí se entiende la ferocidad con la que el Estado de Guatemala a través de sus agentes actúo en 
el caso de la Embajada de España, porque lo que trataba de impedir no era solamente la difusión de 
noticias que involucraban a un grupo de campesinos, sino la preservación de ese cerco informativo 
y la permanencia de la autocensura como actitud interna de los medios de comunicación.  
 
 
Esto no deja otra alternativa a la delegación indígena, que la exploración de otras posibilidades y en 
el grupo crece la idea de la repetición de dos episodios de tomas pacíficas de las Embajadas de 
Suiza y México, ocurridas a finales del año 1978. 
 
 
 En un comunicado hecho público el 16 de enero de 1980, catorce días antes de la tragedia en la 
Embajada, los indígenas terminan con estas dramáticas palabras: "A todos les pedimos que nos den 
su ayuda pues ya no aguantamos la represión del ejército nacional". 
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 Distintas organizaciones habían integrado el Frente Democrático Contra la Represión, de 
conformación multisectorial, de la que salen los acompañantes no indígenas asesinados en la 
Embajada. Allí había campesinos, obreros, estudiantes, pobladores de barrios marginales y 
cristianos de base, que solidariamente deciden acompañar a la delegación indígena de El Quiché en 
todas sus gestiones y actos de denuncia.  
 
 
Q. LOS HECHOS EN LA EMBAJADA DE ESPAÑA. 
 
 
 En horas de la mañana del día 31 de enero de 1980, un grupo de personas integrado por indígenas 
de El Quiché, acompañados por obreros y estudiantes pertenecientes al Frente Democrático Contra 
la Represión, llega a la Embajada de España en Guatemala e ingresan a la misma. 
 
 
 Allí manifiestan que la ocupación es pacífica y que su intención era permanecer en ese lugar hasta 
lograr la formación de una comisión investigadora de los sucesos que han venido denunciado y que 
ninguna autoridad, organismo internacional o medio de comunicación ha querido escuchar ni tomar 
en serio. Se dirigen a la opinión pública internacional, a la comunidad guatemalteca y en particular 
a algunas personalidades nacionales, para que en comisión investiguen sus denuncias.  
 
 
Algunos de los nombres escogidos no hacen más que evidenciar la justeza del reclamo y son de por 
si, testimonios de la época terrible que vivió el pueblo de Guatemala en aquellos años. Entre ellos, 
Monseñor Juan Gerardi, obispo de El Quiché en ese entonces; Gustavo Hernández, Secretario 
General de la Asociación de Estudiantes de Medicina que es asesinado en el entierro de las víctimas 
de la matanza de la Embajada; Eduardo Rittler Aislán Representante de la OEA en Guatemala; Dr. 
Augusto Bauer Arzú, Presidente de la Cruz Roja Guatemalteca; el Padre Juan de Dios Antolinez, 
Presidente de la Confederación de Religiosos de Guatemala (CONFREGUA); Dr. Carrol 
Berkhoelst, de la Comisión Médica del Consejo Mundial de Iglesias; los Licenciados Oscar Enrique 
Guerra, Guillermo Villar Aceituno y el Dr. Carlos Gallardo Flores, Diputados al Congreso de la 
República; el ex Rector de la Universidad de San Carlos de Guatemala Dr. Roberto Valdeavellano 
Pinot; el Catedrático universitario Dr. Carlos Gehlert Matta; el Lic. Carlos Morales Cordero, 
Secretario General del Frente Unido de la Revolución; el Decano de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de San Carlos, Licenciado Romeo Alvarado Polanco; el Escultor Rodolfo Galliotti 
Torres; los periodistas Raúl González Garza, corresponsal de United Press International; el 
corresponsal de Asociated France Press, Mario Carpio Nicolle; el corresponsal del diario Excélsior 
de México, José Calderón Salazar; la Directora del Radioperiodico Ecos del Pueblo, doña Carmen 
Escribano de León; el Director del Radioperiodico Guatemala Flash, Ramiro MacDonald Blanco; el 
Secretario General de la Federación de Trabajadores de Guatemala, Carlos Mazariegos. 
 
 
 La conformación de la lista deja claro que no se trataba de ninguna acción sigilosa, sino de un 
reclamo lo más amplio y público posible, fundado en la legitimidad del contenido del reclamo.y en 
el Derecho de Peticionar.  
 
 
Ingresan a la Embajada con bolsas de comida, lo que evidencia la intención de permanecer hasta 
cumplir su objetivo. Luego del asesinato, se les decomisan a casi todos hondas artesanales de 
madera y hule, con las cuales se pueden arrojar piedras del tamaño de una canica.  
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Según el acta de reconocimiento judicial del lugar de los hechos que obra dentro del proceso, que 
desde ya adelantamos que no contiene ni respeta las formalidades mínimas requeridas por la ley, 
también se habrían encontrado en el lugar cuatro armas de fuego de calibres menores, que por su 
descripción representan un poder de fuego incomparable con el empleado por las fuerzas policiales 
y miembros de la inteligencia militar.  
 
 
En la Embajada se hallaban algunas personas que participaban en una reunión con el Sr. Embajador 
a quienes toman de rehenes. Este es el máximo nivel de violencia expuesto por los ocupantes en 
todo el suceso, cosa que confirma el testimonio de uno de los actores que consiguió escapar antes 
de que comenzara la represión, el Doctor Mario Aguirre Godoy, quien años después llega a ser 
Presidente de la Corte Suprema de Justicia de Guatemala.  
 
 
Concurre al lugar el Representante de la Cruz Roja en Guatemala, convocado por el Sr. Embajador, 
pero en ese momento la policía le niega el acceso. Según lo manifestado por el propio Embajador, 
Máximo Cajal y López, en esos momentos ya se había llegado prácticamente a un acuerdo para el 
desalojo de la Embajada. Esta información también fue recogida de manera extensa por el Diario la 
Nación del día 4 de febrero de 1980.  
 
 
Es claro que los ocupantes no pretendían resistir en el campo militar. Inclusive no ubicaron en el 
acceso principal ningún retén, ni tampoco en el acceso a la residencia propiamente dicha, en donde 
no hicieron otra cosa que encerrarse en el despacho del embajador. De hecho la policía encontró 
quien le facilitara las llaves de la entrada principal al lugar y transitaron sin problemas para ubicarse 
en la planta baja de la casa, sin sufrir agresiones de ninguna índole. Hay suficientes evidencias, 
incluyendo fotografías y filmaciones, que muestran a la policía ocupando el lugar, junto con 
especialistas del ejército, además de un grupo de elite tipo "Swat".  
 
 
Ya para ese momento la inmunidad diplomática había sido violada y los hechos se precipitan 
cuando se escuchan disparos, la rotura de vidrios y se inicia el incendio que dejaría 37 personas 
calcinadas y dos heridas.  
 
 
R. VICTIMAS DE LOS HECHOS OCURRIDOS EN LA EMBAJADA DE ESPAÑA 
 
 
 La CEH ha calificado como víctimas de "Ejecución arbitraria" a las siguientes personas: 
 
 
 1. Adolfo Molina Orantes 
 2. Gavina Morán Chupe 
 3. Edgar Rodolfo Negreros Straube 
 4. Eduardo Cáceres Lenhoff 
 5. Felipe Antonio García Rac 
 6. Francisco Chen Tecú 
 7. Francisco Tun Castro 
 8. Gaspar Vi Vi  
 9. Jaime Ruiz del Arbol (ciudadano Español)  
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 10. José Angel Xoná Gómez 
 11. Juan José Yos González 
 12. Juan Chic Hernández 
 13. Juan López Yac 
 14. Juan Tomás Lux 
 
 
 15. Juan Us Chic  
 16. Leopoldo Pineda 
 17. Luis Antonio Ramírez Paz 
 18. Luis Felipe Sáenz Martínez (ciudadano Español) 
 19. María Cristina Melgar  
 20. María Lucrecia Rivas de Anleu 
 21. María Teresa Vázquez de Villa (ciudadana Española) 
 22. María Pinula Lux 
 23. María Ramírez Anay  
 24. María Wilken de Barillas 
 25. Mateo López de Calvo 
 26. Mateo Sic Chen 
 27. Mateo Sis 
 28. Miriam Judith Rodríguez Urrutia 
 29. Nora Adela Mildred Mena Aceituno 
 30. Regina Pol Cuy 
 31. Reyno Chiq 
 32. Salomón Tavico Zapeta 
 33. Sonia Magaly Welchez Valdés 
 34. Trinidad Gómez Hernández 
 35. Vicente Menchú Pérez 
 36. Victoriano Gómez Zacarías 
 Nota: En el listado elaborado y publicado por la CEH, no hizo referencia a que en la masacre de la 
Embajada de España murieron calcinadas dos jóvenes mujeres indígenas que se identificaban con el 
mismo nombre. Se trata de las hermanas María Ramírez Anay (1) y María Ramírez Anay (2). En 
consecuencia el día de los hechos murieron 37 personas. Esta costumbre que puede parecer como 
exótica para VS. es un hecho repetido con frecuencia dentro de la comunidad indígena de 
Guatemala. Las razones profundamente entroncadas con el acervo cultural de este pueblo 
merecerían una explicación que excede los marcos de esta denuncia  
 
 
La CEH determinó que las siguientes personas fueron víctimas de Ejecución arbitraria posterior.  
 
 
1. Gustavo Adolfo Hernández González, (asesinado en los funerales) 
 2. Jesús Alberto España Valle (asesinado en los funerales) 
 3. Liliana Negreros (Secuestrada el día de los funerales, cuyo cuerpo torturado aparece 
posteriormente). 
 4. Gregorio Yujá Xoná, herido dentro de la Embajada, secuestrado del Hospital Herrera Llerandi a 
donde había sido trasladado. Después de torturarlo, los secuestradores abandonaron su cuerpo en el 
parqueo de la Rectoría de la Universidad de San Carlos de Guatemala. 
 
 La CEH determinó que quedó Herido en este Atentado 1. Máximo Cajal y López (ciudadano 
español, Embajador de España en Guatemala). 
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 S. EL EXPEDIENTE JUDICIAL: 
 
 Se inicia un proceso judicial caratulado de la siguiente manera: 
 
 " ORGANISMO JUDICIAL DE LA REPUBLICA DE GUATEMALA, RAMO PENAL, AÑO 
1980. JUICIO No. 273, Juzgado 7o. de Paz Penal del Departamento de Guatemala DELITO: S/A 
(sobre averiguar) Violación de Inmunidades y Genocidio (tachado) y entrelineas: Asesinato. 
OFENDIDO: Embajada de España, personal de la misma y otras personas allí presentes. 
ACUSADOR: Ministerio Público INICIADO: 31 enero de 1980." 
 
 
 El 25 de marzo de 1999 gestionamos en el Archivo General de Tribunales el desarchivo de las 
actuaciones. Allí se nos indica que la petición debería hacerse por escrito ante el Juzgado Primero 
de Instancia del Ramo Penal, donde está identificado con el No. 547. Hacemos la petición con fecha 
26 de marzo de 1999 en la que pedimos se nos entregue copia certificada de todo lo actuado. A 
partir de nuestra presentación se produce una modificación de la carátula sin que medie resolución 
judicial que lo explique  
 
 
Entre lo último actuado y la modificación de la carátula hay más de 19 años de inactividad y no se 
ha verificado razón de facto o razón de derecho, ni se ha construido un auto de los llamados 
interlocutorios en donde con sostén en derecho se haya generado un análisis, y menos que la 
consecuencia del mismo sea la decisión de modificarla. Tal vez con esto se pretenda probar que se 
está trabajando en él.  
 
 
Este expediente y su tratamiento ejemplifican claramente, no sólo la época que vivía Guatemala 
sino el papel de soporte de la impunidad que ha tenido el poder judicial, situación ésta que no ha 
cesado. El Informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico ha calificado de manera 
ejemplar el papel que jugó el Poder Judicial en la etapa de represión e impunidad: ha hablado de 
complicidad con los actos de terror practicados durante ese período.  
 
 
Este expediente iniciado el 31 de enero de 1980 se inmovilizo por completo el 6 de marzo de 1980. 
Una causa de esta importancia, complejidad y magnitud tuvo una vida activa de 36 días, hasta que 
diecinueve años y veinte días después, en mi carácter de Premio Nobel de la Paz y exponiendo el 
vínculo con mi padre Vicente Menchú, me constituí en la causa para pedir copia del mismo. 
 
 
 Creemos que la exposición de estos 36 días de supuesta actividad y de 19 años y 20 días de silencio 
constituyen el mejor ejemplo de la negativa de jurisdicción con que el Estado de Guatemala 
respondió a un hecho de tal gravedad. Baste señalar lo que significa la violación de la inmunidad 
Diplomática consagrada en el Congreso de Viena, que Guatemala ha suscrito. Por un instante 
transportémonos a un recinto pequeño como era el despacho del Sr. Embajador e imaginemos los 
gritos y los estertores de 39 personas calcinadas allí adentro, y tendremos un panorama de difícil 
cotejo con situaciones similares en la historia contemporánea.  
 
 
Analizaremos lo que se hizo en el expediente y después nos referiremos a lo que no se hizo y debió 
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hacerse, para ponderar la calidad del servicio jurídico prestado.  
 
 
1. - En la hoja No. 1 se detalla la primera diligencia: el Juez de Paz comparece y dice que se enteró 
del hecho "por cualquier medio" aunque después aclara que se ha enterado por vía telefónica. Esto 
adelanta la desprolojidad técnico- jurídica que cubre todo el proceso. De todas manera no es un 
hecho que merezca demasiada atención.  
 
 
2. - La primera anormalidad desde el punto de vista de la técnica forense y en particular de la 
medicina forense, es que los cadáveres, se encuentran ya en el patio exterior de la residencia, 
cuando los hechos sucedieron en el segundo piso, lo que muestra a las claras el manipuleo de la 
escena del crimen en contra de todas las normas técnicas mínimas de la actuación judicial.  
 
 
3. A partir de ésta se hace una enumeración errónea del estado en que se encuentran los cadáveres, 
ya que los mismos habían sido trasladados allí y colocados como objeto de exhibición. En definitiva 
es la descripción de los cadáveres en el patio externo, no en el lugar de los hechos.  
 
 
4.- Lo primero a criticar es este manipuleo que no tiene base científica pero evidencia la no 
realización de maniobras básicas de la criminología, como es la descripción física del lugar donde 
fallecieron y también la colocación en la que fueron encontrados. Con seguridad esta conducta será 
comprendida en profundidad cuando avancemos en este relato.  
 
 
5.- En ese momento también se verifica otra gran anormalidad y es la referida al único 
sobreviviente de la tragedia, sobre quien nos referiremos a posteriori. En esa primera diligencia 
nada dice el Juez acerca de que alguien había sobrevivido y que había sido traslado a un hospital de 
Guatemala.  
 
 
6.- Se da otro hecho que demuestra el manipuleo y está relacionado a que en algunos casos los 
cadáveres se encuentran con las extremidades extendidas. Si nos imaginamos las contorciones y 
convulsiones, además de los actos de protección contra la injuria que necesariamente deben haber 
practicado las víctimas, está claro que la posición en la que se describe que fueron encontrados con 
quemaduras casi únicamente de 4o. grado y en porcentajes que no bajan del 95% de todo el cuerpo, 
nos dicen ya de la falsedad de esta primera intervención judicial. 
 
 
 7.- Dada las circunstancias y causas de muerte, está claro que el manipuleo se hizo inmediatamente 
después de cesado el fuego, momento en que los cadáveres no habían entrado en la etapa de "rigor 
mortis" que caracteriza a los cuerpos cuando ya ha transcurrido un tiempo prudencial de su deceso. 
 
 
 8.- Otra de las evidencias de manipuleo y destrucción de la escena del crimen está dada en el 
cadáver enumerado como primero, que es el de una mujer a quien se la describe desnuda, cuando en 
realidad es totalmente improbable la destrucción completa de sus prendas de vestir y adornos, a 
pesar de las temperaturas altísimas a las que el cuerpo fue expuesto. 
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 9.- Esto se repite hasta el cadáver número cuatro, aunque aquí ya se habla de piernas flexionadas, 
lo mismo que en el quinto y en el sexto.  
 
 
10.- También se describe en estos cadáveres la existencia de restos de vestimenta y aditamentos. 
 
 
 11.- El cadáver número ocho pertenece al Consejero de la Embajada de España.  
 
 
12.- El noveno es un cadáver que también ha sido manipulado. Dice en el renglón 20 y 21 de la 
pagina 3 que "fue encontrado en el patio de la embajada al igual que todos los demás".  
 
 
13.- A hojas 4 renglón 18 y 19 se da algo ejemplificativo de la negligencia en la confección de esta 
acta y sobre todo en la manipulación de la escena del crimen. Refiriéndose al cadáver décimo 
segundo y sin solución de continuidad en la descripción, se dice que portaba "una honda de hule en 
la mano izquierda y que en un saco azul de casimir llevaba una billetera de cuero con documentos 
varios". En dicho saco azul se encontró la documentación del Embajador Máximo Cajal y López, 
simplemente porque le pertenecía, pero por la forma en que está redactado, queda claro que el saco 
le fue colocado a ese cadáver y consignado como de su pertenencia.  
 
 
14.- El cadáver identificado con el número trigésimo séptimo corresponde al ciudadano español 
Felipe Sáenz Martínez. 
 
 
 15.- Un caso a tener en cuenta y que hubiese merecido una profunda tarea de investigación es el del 
Sr. Salomón Tavico que se encontraba con quemaduras de 4o. grado en el 95% de la superficie 
corporal, pero muestra como hecho llamativo una amputación completa de pie derecho y parcial de 
pie izquierdo.  
 
 
Esto hubiera ameritado un estudio para determinar las razones de esta amputación porque son 
usuales los proyectiles en forma de granada que tiene un objeto múltiple. Por un lado necesitan 
explotar para desarrollar su característica principal, la de generar fuego a partir de la liberación de 
fósforo blanco o alguno de sus derivados. Pero la explosión inicial bien podría haber causado las 
amputaciones, porque el poderoso efecto físico de la expansión y la transferencia de energía resulta 
idóneo para explicarlas. Nada de eso se hizo, aunque luego veremos las conclusiones sobre el modo 
de inicio del fuego y la clase del mismo que han realizado los Informes CEH y REMHI.  
 
 
16.- Tampoco se analizaron los cadáveres que mostraban una implosión importante de órganos y 
vísceras además de la destrucción manifiesta de órganos, efecto que bien podría ser la consecuencia 
del rociado con fósforo blanco. Todo se ocultó y resulta claro que a la luz de la criminalistica 
debieron ordenarse este tipo de estudios y peritajes. Si bien la criminología ha avanzado 
considerablemente en estos 20 años, en la época de los hechos ya eran usuales algunos exámenes 
que se obviaron.  
 
 
17.- Por otra parte resulta notoriamente ilegal la incorporación de algunos elementos que se le 
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exhiben al Juez. Por primera vez en el acta que estamos analizando, según consta en la hoja No. 11 
renglón 20, se menciona lo que parece ser el reconocimiento judicial del lugar, del cual hay una 
deficiente descripción y ningún trabajo de planimetría. De hecho estas tareas jamas se hicieron. Ni 
siquiera se adjuntó al proceso un plano de la casa. 
 
 
 En este reconocimiento judicial se dice que " se ponen a la vista del Juez una serie de armas de 
fuego" sin descripción alguna, y no existe en la diligencia constancia que los jueces hubiesen 
requerido la presencia de testigos para dar mayor fuerza y certidumbre al supuesto hallazgo. Con 
criterio eminentemente jurídico podemos decir que de esta acta surge claro un solo hecho: que en 
ese lugar, en ese día y a esa hora al Juez se le exhibieron una serie de armas de fuego, lo que no 
significa que esa misma "serie de armas de fuego" hayan sido portadas o empleadas por los 
incursores.  
 
 
18.- Agrega algo producto de su fantasía, ya que su afirmación no se soporta en ningún elemento de 
tipo técnico. Dice, en lo que parece ser una de las primeras tareas de ocultamiento de la verdad del 
hecho, que: "sobre un mostrador se ponen a su vista residuos de una botella quemada". Dice que 
estos son residuos de una botella quemada que "se supone sirvió de bomba incendiaria".  
 
 
No especifica si es una botella de plástico, un recipiente metálico o una botella de vidrio. Dice que 
estos elementos fueron remitidos a los laboratorios del Gabinete de Identificación policial para ser 
periciados, cosa que jamás se realiza, a excepción de una simple descripción de las armas de fuego 
que supuestamente se requisaron en el lugar. No ordena ninguna pericia para determinar el punto de 
impacto de la supuesta bomba incendiaria, ni tampoco el estudio del supuesto inflamable que al ser 
arrojado provocó el incendio. Tampoco dice si el mostrador donde le fueron exhibidos estos objetos 
estaba deteriorado por rajadura, quebradura o fuego. 
 
 
 En términos concretos esta dando allí el primer paso en la construcción de la tesis imposible de la 
auto inmolación. De hecho, la tesis de la botella incendiaria, no avanza mas de allí.  
 
 
19.- El informe de la Comisión para el Esclarecimiento Histórico que se agrega en esta presentación 
desalienta cualquier intención seria de sostener la auto inmolación. La afirmación de este Juez 
cómplice, encubridor y negligente hasta lo insoportable, no tiene sostén con el expediente judicial 
ni vinculación con ninguna opinión autorizada, peritaje o trabajo de comprobación que se hubiese 
hecho, ya que simplemente sobre este tema no se hizo nada y mucho menos en aquel momento, a 
pocas horas de la tragedia y con el escenario del crimen totalmente destruido.  
 
 
20.- A posteriori de la hoja 13 a la 15 hay una parte policial que prácticamente repite la actuación 
primera del juez. 
 
 
 21.- A hoja 17 se encuentra el primer acto judicial del Ministerio Publico, que es de un marcado 
cinismo viniendo de quien tiene la tarea de ejercitar la acción penal persecutoria. ¿Por qué hablamos 
de cinismo?, porque en el renglón once y doce de la hoja dieciséis comienza a hacer su aporte a la 
tesis de la auto inmolación, diciendo:  
 "Aparentemente se inmolaron los invasores, matando asimismo a los rehenes".  
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Esto en su primer acto de comparencia, sin haber estado antes en el lugar de los hechos, sin haber 
propuesto ninguna medida de tipo pericial, sin haber recibido ningún informe sobre lo acontecido.  
 
 
 
22.- Cuando propone diligencias de investigación ofrece declaraciones de vecinos y parientes 
además del superviviente Mario Aguirre Godoy y el Embajador de España. Al igual que el juez de 
paz, la Fiscalía encubre la existencia de un sobreviviente herido que luego fue asesinado.  
 
 
23.- Tampoco dice nada sobre las primeras personas que deberían haber citado para declaración y 
que jamás fueron convocadas ni por él, ni por el Juez: nos referimos a los ejecutores directos de la 
matanza, a sus jefes inmediatos y a sus jefes superiores. 
 
 
 24.- Por otra parte el fiscal tampoco consideró conveniente consultar la bitácora del cuerpo policial 
donde debería haber quedado registrado el detalle de las operaciones tácticas en la Embajada, 
además de la enumeración de los elementos materiales y humanos usados en la tarea.  
 
 
25.- Préstese atención a estas afirmaciones del Ministerio Público, porque si nos revelamos frente a 
tanta incompetencia y genuflexión al poder político expresada por este Ministerio Público, no 
podemos menos que recapacitar que desde el punto de vista Institucional, esta actitud resulta 
escandalosa y pone en evidencia la complicidad del Poder Judicial, de la que habla el Informe de la 
Comisión para el Esclarecimiento Histórico.  
 
 
26 Hay también un elemento importante a considerar y es el hecho que ninguno de los familiares de 
los afectados formuló querella. Esto solo lo explica el miedo frente al terror que se había desatado 
en Guatemala. En ese plano, el del terror, podríamos llegar a entender al Ministerio Publico, aunque 
no admitiríamos justificación alguna de su actitud. La situación es una evidencia palpable de la 
negativa de jurisdicción y una prestación del servicio de justicia, que no respeta los mínimos 
estándares exigibles. 
 
 
 27.- Está de más decir que jamás se tomaron por parte del Ministerio Publico ni tampoco del Juez, 
medidas para verificar el seguimiento de lo poco que ordenaron o para proponer caminos nuevos de 
investigación.  
 
 
28.- A hojas 18, 19, 20, 22, 23, 24, encontramos actuaciones de índole administrativa referidas a la 
remisión de elementos incautados o autorizaciones a los funcionarios españoles para ingresar al 
recinto de los hechos.  
 
 
29.- Las hojas 25, 26, y 27 tienen el mismo carácter. En la hoja 28 hay una actuación judicial en 
donde se reitera la orden de cumplir las primeras diligencias, el pedido sobre la identificación de las 
víctimas, pedidos sobre las necropsias, testimonios de los parientes, convocatoria al padre de una de 
las víctimas, testimonio del Embajador de España, citación al personal administrativo, consular y 
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vecinos.  
 
 
30.- Hay dos propuestas en los incisos i y j que desde el punto de vista de la técnica jurídica resultan 
incomprensibles como son: la exhortación a la sección judicial adscrita al Ministerio Publico para 
que investigue el hecho e informe el resultado de la misma y para que practique cuanta diligencia 
sea necesaria, supuestamente para investigar el hecho. Hablamos de redacción insuficiente porque 
estas exhortaciones deben de ser hechas de manera imperativa, a los efectos de que no sean 
meramente declarativas sino realmente conducentes.  
 
 
31.- Quizá la decisión más importante es la contenida en el punto b); un pedido de informe a la 
Dirección General de la Policía Nacional sobre el comando de las fuerzas que actuaron para ser 
oídos sobre los hechos. Pero como dijimos antes, jamás se ejecutó, porque no hay en el expediente 
constancia alguna de que estos señores hayan dicho una sola palabra al respecto, ni tampoco que 
jamás el Ministerio Público o el Juez les reclamara el cumplimiento de la medida. 
 
 
 32.- En la hoja 28 vuelta declara el señor Molina Sierra hijo del Dr. Adolfo Molina Orantes 
fallecido en los hechos y cuyos tramos más importantes pasamos a analizar :  
 
 
32.1 Dice que cuando llegó a la Embajada, ya estaba rodeada por personal policial y elementos del 
"Swat".  
 
 
32. 2. Que la policía entra al lugar sin tener que forzar la puerta de entrada, ya que personal de la 
embajada le proporcionó las llaves.  
 
 
32. 3. Que una vez ingresado el personal policial, sacaron algunas bombas "molotov" que estaban 
abandonadas en la primera planta. (Recordar que para ese entonces los incursores ya estaban 
encerrados en la oficina del Embajador)  
 
 
32. 4. Que el Dr. Barrillas pudo entrar y salir del edificio sin problemas. Inclusive pudo hablar con 
su madre, luego asesinada. 
 
 
 32. 5. Que visto el accionar policial habló con los jefes presentes para pedirles que no hiciesen nada 
que pusiera en riesgo la vida de los rehenes. Se le respondió que solo seguían ordenes superiores. 
 
 
 32. 6. Que los ocupantes de la Embajada (el piso inferior estaba lleno de policías) disparaban hacia 
la ventana. Aquí hay que hacer algunas precisiones. En ese momento los ocupantes además de los 
incursores, eran los policías, y es razonable, de acuerdo al desarrollo de los hechos, que ellos sean 
quienes destruyeron las ventanas del despacho del embajador donde estaban concentrado los 
incursores. De hecho no hubo ningún policía herido de arma de fuego.  
 
 
32.7. Esto se completa con otra circunstancia: dice el testigo que en el mismo momento de los 
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disparos, "salía de allí el Embajador y que comienza a ver humo dentro de la habitación". 
 
 
 32. 8. A posteriori y solo en pocas palabras se transporta al momento en que llegan los bomberos al 
lugar, borrando los minutos más dramáticos y dolorosos del hecho y tal vez de su vida. Nos 
referimos a los largos minutos en que las víctimas pedían ayuda y luego los gritos de dolor y los 
estertores de los ocupantes.  
 
 
Manifestó que en su conversación con el Ministerio de Relaciones Exteriores Eduardo Castillo 
Valdés, este le aconsejo "ser muy discreto". 
 
 
 32.9.- Luego de acabado el incendio, ingresa y confirma la manipulación posterior del escenario de 
crimen, porque dice que todos los cadáveres estaban en el despacho del embajador. 
 
 
 32.10.- Finalmente, y repitiendo la conducta de los otros familiares de víctimas, no formula 
acusación, a pesar de que fue testigo de todos los hechos y en particular del asesinato de su propio 
padre.  
 
 
33.- A hojas 32, 33, declara el chofer de una de las víctimas, Adolfo Molina Orantes, de nombre 
Edmundo Hernández Mazariegos.  
 
 
Este testigo aporta poca cosa, ya que cuando se desencadenaron los hechos no estaba en el lugar, 
pero refuerza las informaciones en el sentido de que el ingreso de los incursores no fue violento y 
que durante un tiempo prolongado fue posible entrar y salir del edificio.  
 
 
34.- A hojas 35 a 57 se encuentran agregados los informes de Autopsias. Todos son muy precarios, 
casi elementales y con una concepción meramente descriptiva. Para ser claros, cualquier neófito 
hubiese concluido que esas personas murieron por quemaduras.  
 
 
35.- No hay propuesto ningún estudio complementario. Sin embargo, en el caso de Cristina Melgar, 
hay algo llamativo: su estado dentario muestra carencia de varias piezas, hecho poco usual, aunque 
no imposible para una joven mujer de su edad. Aquí lo razonable hubiese sido determinar si tales 
carencias se debían a extracciones, o fue producto de alguna forma de trauma. Sin embargo nada se 
hizo.  
 
 
36.- A hoja 58 comparece la Sra. Clemencia Cobar Novales, viuda de la víctima Felipe Sáenz. Nada 
dice sobre los hechos, de los que no sabe nada, pide la devolución de efectos personales, y lo más 
llamativo, tampoco formula acusación. 
 
 
 37.- A hoja 59 comparece la Sra. Mercedes García Salas, viuda de la víctima Cáceres Lenhoff, que 
reclama la devolución de efectos personales, nada sabe de los hechos y tampoco formula acusación.  
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38.- A hoja 60, el chofer de Cáceres Lehnoff, Virgilio Gildardo Chávez Tello, formula una 
declaración que confirma lo concerniente a la entrada de los incursores, pero no agrega nada 
importante sobre el desarrollo posterior de los hechos. Cuando habla de los dramáticos momentos 
del incendio, usa dos o tres palabras, y no entra a detallar ni el ataque policial, ni el comportamiento 
de policías y bomberos durante el incendio. Sin embargo habla que sintió disparos.  
 
 
39.- A hoja 64 hay un informe sobre Gustavo Adolfo Molina Orantes con una descripción de herida 
causada por proyectil de arma de fuego. Jamás se ordenó ninguna medida complementaria para 
determinar las características del disparo, calibre del arma usada, tipo de proyectil o la autoría del 
disparo.  
 
 
40.- A hoja. 65 aparece otra autopsia deficiente, mera descripción de la muerte de Rodríguez 
Urrutia, al igual que a hoja 66 la perteneciente al cadáver de Mario Sis. 
 
 
 41.- A hoja 67 aparece un informe balístico, también deficiente cuya única conclusión es que 
"dichas armas fueron disparadas en fecha reciente", sin agregar precisión alguna sobre las 
características. 
 
 
 42.- A hoja 69 comparece el Sr. Gonzalo de Villa Santafé, viudo de María Teresa Vázquez 
Ochando de De Villa, que no aporta ningún dato ya que no estuvo presente y retira las pertenencias 
de la víctima.  
 
 
43.- A hojas 70, 71, 72, 73, 74, 75 y 76 aparecen las deficientes autopsias de Gómez Zacarías, de mi 
señor padre Vicente Menchú, de Ramírez Anay, López Calvo, Regina Pos Luy, Mary Wilken y 
Mateo Chic Chen, todos ellos muertos en los hechos, sobre las que en términos de medicina forense 
no se agrega prácticamente nada.  
 
 
44.- A hojas 77 y 78 hay actuaciones administrativas tendientes al retiro de las custodias policiales 
de la Embajada al igual que a hojas. 79, 80 y 81.  
 
 
45.- A hojas 82, 83 y 84 aparecen comunicaciones diplomáticas de la Embajada de Venezuela que 
de allí en adelante representa los intereses de España. De igual temática es el escrito de hoja 85.  
 
 
46.- A hoja 86 declara Mario Aguirre Godoy, un Abogado Guatemalteco, que junto con otros dos 
Abogados fallecidos en el hecho, había concurrido a la Embajada. Es el único que pudo salir antes 
de desencadenado el fuego. 
 
 
 Su testimonio confirma lo conocido en cuanto al carácter pacífico de la ocupación, a los propósitos 
de la misma, a los esfuerzos hechos para que la policía se retirase y para impedir que se 
desencadenara una tragedia.  
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Agrega: "alguno de los ocupantes tenían machetes, pequeñas hondas aunque no fuimos intimidados 
en ningún momento". Sin embargo pudo notar "que alguno de ellos tenían botellas con un liquido 
que parecía ser gasolina",  
 
 
Su permanencia en la Embajada termina cuando logra salir hacia un pasillo y de allí hacia la calle, 
según lo describe a hoja 86 vuelta renglones 49 y 50. Finalmente concluye diciendo que no le 
consta nada de lo sucedido posteriormente.  
 
 
47.- A hoja 90 comparece la señora Lucinda Aceituno de Mena, madre de la fallecida Mena 
Aceituno, secretaria de la Embajada de España, quien retira las pertenencias de su hija y también 
decide no formular acusación.  
 
 
48.- A hojas 91 y 92 aparecen comunicaciones de trámite.  
 
 
49.- A hoja 93 comparece la testigo Beatriz Kaifer de Cajal, esposa del Embajador, a retirar objetos 
personales y tampoco formula acusación.  
 
 
50.- A hoja 94 un escrito de tramite. A hoja 95 devolución a Gustavo Adolfo Molina Sierra de 
objetos personales, complementada con acta de igual contenido y objeto a hoja 96.  
 
 
51.- A hojas 97 y 98 hay remisión de dinero encontrados en los restos de Sáenz Martínez y la 
devolución a su viuda, de acuerdo al contenido de la hoja 99.  
 
 
52.- A hojas 100 y 101 un trámite similar realizado por la viuda de Cáceres Lenhoff que tampoco 
formula acusación penal.  
 
 
53. A hoja 102 un trámite similar a la devolución de objetos personales entregados a Gonzalo De 
Villa Santa Fe, que pertenecieron a su esposa.  
 
 
54. A hoja 103 Entrega a Lucinda Aceituno de Mena de pertenencias propiedad de su hija Nora 
Adela Mildred Mena Aceituno. 
 
 
 55.- Finalmente, una rúbrica apropiada a tantos errores. 
 
 
 Es un acta actuada y dan fe de ella el propio Juez Primero de Primera Instancia de nombre 
Fernando Antonio Bonilla Martínez y la Secretaria del Juzgado Catalina Katz Ungas. Estos señores 
afirman según constan en los renglones uno y dos, que el día 6 de marzo de 1978, dos años antes de 
producidos los hechos hacen entrega de objetos de las víctimas de ese mismo hecho. Se podrá 
hablar de error involuntario, pero también falta de rigor profesional. 
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 Esta descripción tal vez tediosa no ha tenido por objeto mostrar todo lo que se ha hecho, sino por el 
contrario que quede en evidencia todo lo que debió hacerse y no fue hecho, en clara expresión de lo 
que calificamos como uno de los defectos mayores de un sistema judicial: la negativa de 
jurisdicción.  
 
 
A continuación de este escrito del día 6 de marzo de 1980, se abre un largo período de absoluta 
inmovilidad que he roto después de más de 19 años, cuando como consta en la hoja 104, me 
apersoné para solicitar copia de todo lo actuado.  
 
 
Quedara a vuestro criterio, la evaluación de la complicidad del poder Judicial de Guatemala, 
expresado en una inacción inaceptable desde el punto de vista del marco legal aplicable de las 
normas y principios del derecho y sobre todo del sentido común. La obligación de investigar no es 
opcional, ni puede ser ejercida de manera arbitraria, debe ejercerse en tiempo y forma y constreñirse 
a los marcos del proceso legal penal, con un respeto irrestricto a todas las disciplinas que es 
necesario abordar cuando de averiguar la verdad histórica se trate, en particular la medicina forense. 
 
 
 Sin embargo este caso no es aislado, sino uno más entre los miles de similares que han quedado 
impunes en Guatemala, en donde se calculan en 200,000 las víctimas de estos últimos cuarenta 
años. Con seguridad VS Habrá advertido ya que en este caso se resumen todas y cada una de las 
observaciones que la CEH ha hecho sobre el funcionamiento del Poder Judicial. 
 
 
 Aún fuera del marco de la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, esta causa no ha 
prescripto para la Justicia Española, de quien esperamos una respuesta obviamente diferente.  
 
 
 
T. COMO SE DESENCADENARON LOS HECHOS.  
 
 
Todo lo investigado sobre este tramo está fuera del expediente, que de acuerdo a lo desarrollado 
dejó de llevarse a los pocos días de la tragedia. Habrá notado VS que los testigos nada dicen sobre 
la forma en que los hechos se desencadenaron; esos escasos minutos han sido borrados de mente y 
de palabras.  
 
 
Cuando termina el incendio todos los protagonistas a excepción de policías y militares estaban 
muertos, salvando el caso del señor Embajador y la persona que viviría solo unas horas más porque 
fue secuestrado y asesinado por un comando policial. El accionar de las fuerzas policiales fue 
absolutamente innecesario. No existían ya razones objetivas como para justificar lo que vino 
después. Ni aún considerando a los ocupantes de la Embajada "oponentes" en el sentido militar del 
término, se puede aceptar el innecesario despliegue que causó la tragedia.  
 
 
En su informe oficial el gobierno de España afirmó categóricamente: "El Embajador de España 
intentó repetidas veces entrar en contacto con el Ministro del Interior y con el Director General de 
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la Policía, sin obtener respuesta alguna a sus reiteradas peticiones de que la fuerza pública se 
retirara de las inmediaciones de la Embajada y se abstuviera de intervenir. Ante esta situación el 
señor Cajal se dirigió personalmente al mando de las fuerzas que rodeaban la sede de la Embajada 
reiterándoles dicha petición y comunicándole que los ocupantes aceptaban abandonar pacíficamente 
en compañía del propio Embajador. A pesar de estas apremiantes gestiones, la policía irrumpió en 
la sede de la Embajada, violentando puertas, techos y dependencias interiores y forzando la puerta 
del despacho del Embajador donde se habían refugiado los ocupantes de la Embajada y sus 
rehenes."  
 
 
Hay además de estos, importantes elementos que aportan comprensión a lo que fue el instante más 
trágico y horroroso de esta tragedia, pero como ya lo hemos anticipado en el inicio de este tramo, 
ninguno de ellos fueron incorporados a las actuaciones judiciales. Entre esos elementos importantes 
están: 
 
 
 El informe del REMHI, cuya publicación le costó la vida a Monseñor Juan Gerardi, quizá el más 
grave caso de impunidad en la Guatemala actual. El otro es el Informe de la Comisión para el 
Esclarecimiento Histórico. Veamos que dicen ellos. Comencemos por el REMHI.  
 
 
"La policía se negó a aceptar cualquiera de las condiciones. Cuando se le solicitaba un plazo 
razonable para negociar respondía: ¡de acuerdo... tienen dos minutos¡ Los ocupantes blandieron 
cócteles molotov. Uno de ellos lanzó una molotov que no estalló. Otro tiró un fósforo que Cajal 
apagó con el pie, sin que sufriera represalias. Cuando la policía derribó la puerta todos retrocedieron 
unos pasos y súbitamente se produjo una detonación amortiguada."  
 
 
"A las 15:20 se vio salir un espeso humo negro del despacho del embajador y luego llamas, se 
oyeron gritos desesperados de las personas atrapadas pero todo concluyó en tres minutos. Varios 
testigos presenciales entre ellos Jaime Fuentes de la Misión Española Técnica de Trabajo, aseguran 
haber visto entrar en dirección a las gradas que conducían al segundo piso a un policía gordo y de 
baja estatura con un extraño artefacto colgado en la cintura".  
 
 
" En la Revista cambio 16 del 17 de febrero de 1980, aparece una fotografía a color de este policía 
portando el artefacto: se trata de un lanzador de niebla paralizante e irritante de la piel y en especial 
de los ojos que puede causar grandes daños si se aplica en cantidad y a pequeña distancia. Su 
procedencia parece ser israelita. Técnicos consultados tras analizar las condiciones de construcción 
del inmueble, la localización de la oficina del Embajador y otras circunstancias, consideran que la 
habitación aunque pequeña, tenía suficientes corrientes de aire por estar la puerta destrozada y roto 
los vidrios de la ventana".  
 
 
"De ser solamente gasolina el causante del incendio la combustión hubiera sido mucho más lenta, 
propiciando la salida masiva e inmediata de los encerrados en la habitación".  
 
 
"La persona que estuvo examinando y recogiendo las muestras, señaló que la postura petrificada de 
los cadáveres (algunos estaban sentados, su posición frontal, la rigidez de movimiento en que les 
sorprendió la muerte, la no-carencia de oxigeno en el cuarto, que descarta la asfixia) y el hecho que 
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varios de ellos no presentaran quemaduras mortales (hay abundante información fotográfica al 
respecto), lleva a la conclusión de que no es posible que la gasolina de cóctel molotov haya 
terminado con todas las vidas)". 
 
 
 Hemos transcrito solo un tramo de la investigación contenida en el REMHI. No nos ha parecido 
necesaria la transcripción total, que de todas maneras está a disposición de VS en los anexos que se 
acompañan con esta presentación.  
 
 
La Comisión para el Esclarecimiento Histórico que como hemos dicho, es parte de los Acuerdos de 
Paz, fue instalada en Guatemala para elaborar un Informe sobre las violaciones a los Derechos 
Humanos y el tema de la Embajada Española figura en el mismo como Caso ilustrativo No. 79.  
 
 
Acá también nos vamos a permitir transcribir parte del mismo y acompañar para consideración de 
VS el Informe completo. 
 
 
 Un tramo particularmente interesante es aquel que dice: "Un ciudadano español y un empleado de 
la Embajada que se encontraba en el exterior del recinto, en la puerta de entrada, vieron como un 
policía subía las escaleras en dirección al despacho del Embajador, cargando un artefacto que le 
colgaba en banderola. Advirtieron que no se trataba de un arma para disparar gases lacrimógenos, 
sino que según técnicos españoles debió ser un lanzallamas o un expulsor de gas inerte."  
 
 
Continua el relato del Embajador diciendo: " Cuando la puerta estaba prácticamente hecha astillas 
dieron un empujón final y en ese momento algunos de los ocupantes sacaron revólveres o pistolas y 
tres o cuatro cócteles molotov. Un poco antes habían intentado arrojar uno, no había estallado y 
tiraron una cerilla que yo apagué con un pie sin que tomaran ninguna represalia contra mí".  
 
 
"Cuando la puerta se derribó, el sofá y la consola cayeron, todos retrocedimos unos pasos y, 
súbitamente se produjo una enorme llamarada en la puerta después de una leve explosión, como una 
detonación amortiguada. Vi mis manos ardiendo, no lo pensé dos veces, salté hacia adelante por 
entre el fuego. Minutos antes, la Policía había intentado introducir un bote de color rojo por el 
orificio abierto en la puerta lo que el embajador en ese momento logro impedir.  
 
 
Sigue diciendo el informe: "sobre el origen del incendio no se realizaron peritajes por parte del 
Organo Judicial y falta la información forense sobre el hecho. En el informe realizado por el Estado 
Mayor del Ejército Español, basado en investigaciones periciales, se considera muy probable que se 
utilizara gas inerte o algo similar lo que produce parálisis inmediata del atacado (...) Por las 
condiciones del lugar, la postura petrificada de los cadáveres, su posición frontal, y la no-carencia 
de oxígeno en el cuarto de la tragedia, no parece posible concluir que la gasolina de un cóctel 
molotov haya terminado con todas las vidas."  
 
 
Hay a posteriori algunas expresiones de testigos que vieron los cadáveres y que ilustran sobre la 
metodología empleada. Dicen: "Todos los cadáveres están apilados en una esquina, unos sobre 
otros, lo que da la impresión es de alguien que se va para atrás, tuvo que haber sido algo muy fuerte 
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como un lanzallamas para que se hayan ido para atrás y empiezan a caer uno sobre otro, además la 
mayoría esta boca arriba y con los brazos abiertos, lo que da la impresión, es de un fuego muy 
violento y muy corto y una explosión". " Me imagino por los gases que debió de haber algún tipo de 
explosión porque había cuerpos abiertos y calcinados."  
 
 
Es interesante reproducir la parte del informe donde se transcriben las declaraciones de un médico 
que participó en las autopsias. Explicó que: " su experiencia había sido que ese tipo de muerte, por 
la forma en que habían sido quemados y por la forma en que habían quedado los cuerpos, solo lo 
produce el fósforo blanco". 
 
 
 Un testigo que compareció a la morgue para recuperar los cadáveres relata: "No se me olvida la 
tarea titánica de separar los cadáveres calcinados unos de otros, los separábamos y se despedazaban, 
la parte de un cuerpo se quedaba pegado en otro, se fundieron, para poderlos poner cada uno en su 
caja, fueron 14 horas tratando de identificarlos, casi ninguno tenía la cara reconocible y después 
dicen que se autoinmolaron".  
 
 
Para la CEH el hecho está claro, se usó un lanzallamas o un lanzador de gas inerte que generó el 
impacto que los proyectó hacia atrás, quedando unos arriba de otros. El fuego se propagó desde la 
media altura hacia la parte superior del despacho. 
 
 
 El Embajador que estaba cerca de la puerta pero a un lado de la misma sufrió quemaduras en las 
manos y en la cara y presuntivamente se lanzó hacia adelante saliendo del cuarto y salvando su 
vida.  
 
 
La pila de cadáveres protegió la vida de Gregorio Yujá Xoná, que si bien estaba herido sobrevivió 
por estar abajo de todos los demás. Fue trasladado al Hospital Herrera Llerandi, donde se le alojó en 
grave estado y junto con el Embajador fueron custodiados por la Policía Nacional.  
 
 
El uno de febrero a las 8:20 de la mañana los custodios abandonaron sus puestos de guardia, 
permitiendo que un grupo aproximadamente de 20 hombres armados entrara al hospital y redujera a 
todo el personal de médicos y enfermeros. Esto fue presenciado por el Embajador de Costa Rica 
que temeroso de la suerte del Embajador Español, volvió al lado del mismo y no lo abandonó hasta 
que fue sacado de allí acompañado de familiares y diplomáticos de diferentes países y llevado a la 
Embajada de Estado Unidos. Recién allí estuvo seguro.  
 
 
El desafortunado Gregorio Yujá fue salvajemente torturado y su cuerpo arrojado en la puerta de la 
Rectoría de la Universidad de San Carlos, lugar en donde los estudiantes lo sepultaron.  
 
 
Para cerrar este círculo de horror, el 2 de febrero día del entierro de las víctimas fueron asesinados 
por la Policía dos estudiantes, Gustavo Hernández y Jesús España. Liliana Negreros alumna de la 
Universidad, fue secuestrada ese mismo día durante el sepelio y su cadáver apareció en un 
cementerio clandestino de Comalapa, aproximadamente un mes después del secuestro.  
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Hay que agregar que algún tiempo después, fueron también asesinados Juan Alonzo Fernández, 
Faustino Villanueva y José María Gran Cirera, todos ellos sacerdotes españoles, con quienes el 
Embajador de España se había entrevistado en El Quiché, el día anterior a la tragedia. 
 
 
 Hasta aquí los hechos expresados de la manera más simple que nos ha sido posible. Con esta 
presentación se adjunta el texto completo de la investigación que sobre el tema hicieron el REMHI 
y la Comisión para el Esclarecimiento Histórico. Nos parece sobreabundante insistir en otros 
conceptos allí vertidos.  
 
 
Sin embargo de la manera más respetuosa, sugiero la lectura completa de los mismos, por la riqueza 
de esos informes y porque están llenos de datos del Terrorismo de Estado y de la complicidad de las 
instituciones en pleno, lo mismo que sobre la situación de la Prensa sometida a un control estricto y 
a presiones mediante el asesinato de periodistas. 
 
 
EU. OTROS HECHOS DE VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS QUE AQUI 
DENUNCIO 
 
 1. Denuncio como víctima de Desaparición Forzada mi hermano PATROCINIO MENCHU TUM, 
de nacionalidad guatemalteca, hecho que ocurrió en Chimel, Uspantán, el 9 de septiembre del año 
1979. 
 
 
 Es secuestrado junto a un grupo de jóvenes que jamás aparecieron y cuyos familiares constituyeron 
las comisiones de reclamo que viajaron a la capital y que posteriormente participaron en los hechos 
de la Embajada de España en Guatemala.  
 
 
Mi hermano era alfabetizador, tenía 17 años en aquel entonces y jamás la justicia de Guatemala, 
abrió por él proceso alguno. Vamos a reproducir en esta parte el comunicado que emitió el grupo 
que ingresó en la Embajada Española en Guatemala donde hay referencias directas y claras sobre la 
vinculación del secuestro de mi hermano Patrocinio y el hecho en la Embajada.  
 
 
Esta documentación es parte de un libro que adjuntamos para su ponderación y que se llama 
"PORQUE EL COLOR DE LA SANGRE JAMAS SE OLVIDA", publicado en febrero de 1980, 
pocos días después de la masacre. 
 
 
 "CARTA ABIERTA DE LAS COMUNIDADES CAMPESINAS DEL QUICHÉ, Dirigida a........ " 
Nosotros campesinos representantes de las comunidades Ixiles de San Juan Cotzal, Chajúl y Nebáj 
y de las comunidades Quichés de San Miguel Uspantán, nos dirigimos a ustedes porque sabemos 
que son personas honradas que sabrán decir la verdad sobre la represión criminal que sufrimos los 
campesinos de Guatemala. 
 
 
 Desde hace dos semanas nos encontramos en la capital para denunciar la cruel represión que contra 
nuestros pueblos ha desatado el Ejercito Nacional. A la larga cadena de secuestros, torturas, 
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asesinatos, robos, violaciones y quemas de ranchos y cosechas, el Ejército Nacional ha agregado la 
Masacre de Chajúl. El día 6 de diciembre del año pasado (agregado nuestro: se refiere a 1979) el 
Ejército Nacional llevó a Chajúl a siete campesinos que tenía secuestrados en Chicamán (Agregado 
nuestro: entre ellos se encontraba Patrocinio) los vistió a todos de verde olivo y los obligó a avanzar 
por el camino que lleva al pueblo. A pocos metros de ahí los soldados que estaban escondidos 
dispararon sobre los siete campesinos hasta matarlos. Después de eso, el Ejercito Nacional tiró a la 
par de los cadáveres un par de escopetas viejas y sin tiros y comenzó a decir que los muertos eran 
guerrilleros, que habían querido asaltar el Destacamento de Chajúl. Allí tuvieron tirados los 
cadáveres por muchas horas hasta que los metieron a todos en dos hoyos en el cementerio de 
Chajul, después de haber quemado con gasolina uno de los cuerpos. "  
 
 
"Con gran dolor hemos comprobado que los siete campesinos masacrados en Chajúl el 6 de 
diciembre pasado, son parte del grupo de nueve compañeros que habían sido capturados por el 
Ejército Nacional en el Municipio de Uspantán y cuyo secuestro venimos a denunciar al Congreso 
de la República en Septiembre del año pasado. En esa ocasión el Presidente del Congreso se 
comprometió con los Jefes del Ejército Nacional para que soltaran a nuestros compañeros, pero 
ahora vemos con gran cólera e indignación que nos los han masacrado". (Agregado nuestro. 
Observe VS que luego de secuestrados, pero antes de asesinados, los familiares de estos 
campesinos, hicieron sus denuncias en el mismo Congreso de la República y que luego de esto, los 
propios familiares fueron quemados dentro de la Embajada de España).  
 
 
"Toda esta injusticia, toda esta maldad y toda esta cobardía del Ejército Nacional es lo que venimos 
a denunciar a la Capital, pero también aquí fuimos perseguidos y amenazados por las fuerzas 
represivas. Los periódicos y las radios no querían publicar nada porque también sus trabajadores 
han sido amenazados de muerte por el gobierno. A las personas que escuchaban nuestra denuncia 
las calumnio y amenazó el torturador MANUEL DE JESUS VALIENTE, Jefe de la Policía 
Judicial. Quisimos presentar nuestra denuncia ante las personalidades democráticas que asistirían al 
acto de homenaje en el aniversario del asesinato del Doctor Alberto Fuentes Morh, organizado por 
el Partido Socialista Democrático PSD, pero este acto no pudo realizarce porque un gran número de 
policías le impidió. Pero lo más grave de todo fue que las fuerzas represivas del Gobierno 
secuestraron y asesinaron al compañero ABRAHAM IXCAMPARIC, dirigente del Frente Unido de 
la Revolución FUR, pocas horas después que dicho partido nos había recibido en su sede y habían 
escuchado nuestras denuncias y en particular el compañero IXCAMPARIC nos había ofrecido su 
ayuda y solidaridad".  
 
 
"Ante todos estos hechos no nos ha quedado otra alternativa que acudir y quedar en la Embajada de 
España."  
 
 
Ya tendrá VS suficientes elementos de ponderación, en particular este comunicado de fecha 31 de 
enero de 1980, día de la Masacre de la Embajada, como para concluir sobre la vinculación entre el 
secuestro y asesinato de Patrocinio y los hechos de la Embajada.  
 
 
Es desde el punto de vista jurídico técnico, víctima de un Delito continuado, o delito de tracto 
sucesivo y también una evidencia clara y particular de la comisión de delito de Terrorismo y de 
Genocidio, ya que las circunstancias, protagonistas, metodologias, autores reales e intelectuales, 
infraestructura técnica, material y humana empleada, y las razones teleológicas de la metodología 
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criminal, etc. lo expresan con claridad.  
 
 
A esto sumemos que de acuerdo a la costumbre de la época, la tortura era corriente y normal, y lo 
menos que podemos suponer en cuanto a tortura física es la estadía de Patrocinio y del resto de sus 
compañeros en lugares inhumanos, insalubres, maniatado, encapuchado y sujeto a la mayor de las 
torturas sicológicas: la incertidumbre, pero no la incertidumbre que VS y yo misma tenemos con 
relación al futuro, sino la incertidumbre que se siente cuando uno es un objeto deshumanizado en 
manos de asesinos, en una sociedad sin leyes ni funcionarios interesados en hacerlas valer. 
 
 
 Como dato final jamás se abrió expediente ni de su desaparición ni de la denuncia pública que lo 
involucraba en el grupo de masacrados en Chajúl.  
 
 
2. Denuncio la Desaparición Forzada, de mi madre JUANA TUM COTOJA, ejecutada en el marco 
del Terrorismo de Estado y genocidio. Era de nacionalidad guatemalteca y fue secuestrada por una 
patrulla del ejército el 19 de abril de 1980 en San Miguel Uspantán. Al igual que en el caso anterior 
nunca se inició investigación alguna ni expediente judicial. 
 
 
 Para agregar algunas precisiones sobre la forma en que mi madre desapareció, recordemos que en 
septiembre del año anterior había desaparecido mi hermano Patrocinio, luego sucedió la Masacre de 
Chajúl, para seguir con los reclamos de mi padre y su viaje a la Capital junto a los demás familiares, 
y por último el horror de la Masacre en la Embajada.  
 
 
Mi madre realizó visitas a varios sectores denunciando la situación. Imagine VS que la suerte de 
ella estaba echada a partir de la convicción con que sostuvo sus denuncias. Vivía solamente con mi 
hermana Anita, que en ese tiempo tenía solo 13 años. El 19 de Abril en horas de la tarde salió hacia 
la Iglesia de Uspantán a donde concurrió a pedir ayuda económica a una religiosa, porque había 
anunciado su intención de viajar al otro día hacia la Capital a seguir reclamando por su esposo y por 
su hijo ya asesinados.  
 
 
Hay que consignar un dato que resultará particularmente ilustrativo para usted. La iglesia de 
Uspantán fue ocupada por el ejército durante un tiempo prolongado, en donde retuvo a personas y 
realizó tortura y exterminio. Hace poco tiempo cuando concurrimos a pedir al actual Párroco de la 
Parroquia de San Miguel Arcángel una certificación de bautismo de mi hermano Nicolás Santos 
Menchú, el propio párroco nos extendió una certificación que agregamos para su conocimiento que 
dice textualmente: "... los libros parroquiales de esta parroquia fueron quemados por el ejército en 
tiempos de la violencia en 1981... por esta razón no es posible extender la fe de bautismo de Nicolás 
Santos Menchú que se nos solicita". Esto dará a VS una noción de los niveles de violencia y 
Terrorismo de Estado aplicados por el ejército de Guatemala. 
 
 
 A partir del secuestro de mi madre, se sabe de ella, por medio de testigos que no han querido 
comprometerse mas allá del dato o la información, que fue raptada por el ejército y alojada en el 
puesto de Xejul, correspondiente al destacamento militar de Uspantán, donde fue torturada. Sobre 
su ejecución hay versiones diferentes a partir de las cuales creo haber podido reconstruir sus últimos 
momentos. Pero reitero muchas de esas versiones no son coincidentes. Lo cierto que es que jamás 
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regresó.  
 
 
En términos jurídico técnicos este también es un delito continuado o de tracto sucesivo, una 
desaparición forzada por cuestiones políticas, además del delito de tortura, cometidos en el medio 
de las practicas de Terrorismo de Estado y genocidio implantadas en Guatemala desde el poder.  
 
 
3. Denuncio la detención ilegal, tortura y ejecución extrajudicial de la que fue víctima mi hermano 
VICTOR MENCHU TUM, de nacionalidad guatemalteca, nacido el 15-6-53 y asesinado el 8-3-83. 
 
 
 Luego del asesinato de mis padres y Patrocinio, mis hermanos Víctor y Nicolás huyen con sus 
mujeres e hijos hacia las montañas donde permanecen en condiciones infrahumanas de 
supervivencia, durante casi cuatro años. Allí se integran a las Comunidades de Población en 
Resistencia, Aldeas de civiles desarmados donde se refugió una parte de los miles de desplazados 
internos que había en la época y sobre los cuales ya nos hemos referido.  
 
 
Víctor es individualizado y hecho prisionero con tres de sus cuatro hijos luego de que su mujer 
María Tomás fue detenida y decapitada. A Víctor se lo llevaron a uno de los centros de detención 
que estableció el ejército en San Miguel Uspantán, donde es torturado. Allí se le propone una 
declaración que debe ser vista en el contexto de la época.  
 
 
Ya hemos hablado de que las concepciones del ejército en cuanto al tratamiento de las etnias, era la 
de considerar a todos los indígenas en bloque como subversivos y parte de la beligerancia 
guerrillera. También hemos explicado como a todos se los trató y eliminó con ese pretexto en franca 
violación, en principio de la normativa de Ginebra sobre Derecho Humanitario.  
 
 
La propuesta que Víctor rechaza, es la de declarar que todo el pueblo que en esos momentos vagaba 
de un punto a otro del país tratando de escapar hacia las fronteras, era guerrillero. Esa afirmación de 
un Menchú Tum tendría un impacto especial y con seguridad en términos de propaganda hubiera 
hecho de Víctor Menchú Tum una celebridad en los medios de propaganda de la dictadura 
genocida.  
 
 
Víctor se negó, entonces fue asesinado pero aún así su muerte, es un hecho de propaganda política 
parte del "mensaje de terror", practicado por los militares. Su fusilamiento fue presenciado por 
mucha gente, obligada a ver directamente la ejecución para poder multiplicar después el efecto del 
terror. 
 
 
 Si bien existe certificado de defunción, sus restos que presuntivamente fueron depositados en el 
Cementerio del Municipio de San Miguel Uspantán, no han podido ser ubicados en razón de que no 
se llevan registros de defunciones. Este fenómeno de los "NN", que en Guatemala se llamó de los 
"XX" y que se repite en casi todos los países de América, no es un hecho inocente. Por el contrario, 
evidencia la participación cómplice de todas las estructuras del Estado no sólo en la ejecución, sino 
también en el encubrimiento del genocidio.  
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Tal como consta en la certificación de defunción, el cadáver fue levantado por el Juez de Paz de la 
localidad que en ese entonces era el Alcalde del Lugar, quien tenía la obligación de instruir las 
primeras diligencias de investigación. Como es de suponer jamás abrió expediente judicial. 
 
 
 De sus tres hijas secuestradas con él, dos murieron y solo sobrevivió con serios problemas 
emocionales la mayor de nombre Regina, quien presenció la ejecución de su padre, fue obligada a 
ello, además del degüello de su madre. A su cuarto hijo, un varón, debieron cambiarle el nombre 
para que no fuese asesinado.  
 
 
Es importante contextualizar la situación a que fue sometido Víctor y advertiremos que el suyo no 
fue el único caso de esas características. En el Informe de la CEH hay un párrafo muy interesante 
que hemos reproducido más arriba donde se explica la razón de la exhibición pública de los 
tormentos. Los objetivos son múltiples, porque además de difundir el terror, apunta a destruir los 
lazos sociales.  
 
 
Como VS advertirá fue sometido a una operación de inteligencia por el ejército que asesinó a sus 
padres, su mujer y su hermano. Para Víctor cargar el apellido Menchú Tum, nombre vinculado a la 
Matanza de Chajul, a los secuestros de campesinos, a la Masacre de la Embajada, constituyó una 
carga insoportable.  
 
 
Sin embargo dicha operación fracasa por la férrea oposición de Víctor y esto le costo la vida.  
 
 
En cuanto a los operativos de propaganda de este tipo, es importante recalcar que lo intentado con 
Víctor no es más que la repetición de otros casos.  
 
 
Todavía hoy se recuerdan algunos de los múltiples ejemplos similares como son el del ex-sacerdote 
Eduardo Pellecer Faena que luego de ser secuestrado y torturado fue obligado a trasmitir a la 
sociedad un discurso similar al que se intentó obligar a mi hermano, o los de Emeterio Toj y 
Maritza Urrutia, que sin embargo tuvieron un final diferente al previsto.  
 
 
Emeterio Toj, un líder de El Quiché con mucho arraigo popular, luego de ser salvajemente 
torturado, fue presentado en cadenas nacionales de radio y televisión para transmitir mensajes en 
quiché y español alabando al ejército y atacando a la guerrilla. Posteriormente fue paseado por el 
occidente del país dando discursos desde helicópteros, mediante el sistema de potentes 
altoparlantes, hablando de lo "bueno que es el Ejército de Guatemala". El hecho es recordado por 
miles de personas, que hoy han podido escuchar el discurso verdadero de Emeterio Toj, que cuenta 
como fue obligado a hacer aquello.  
 
 
Otro incidente de inteligencia es el que protagonizó Maritza Urrutia, una joven militante que luego 
de ser torturada, fue obligada a gravar un video que fue difundido por televisión. Después de ser 
dejada en libertad y antes de salir al exilio, reveló que había sido obligada a hacer tal cosa. Hoy ha 
presentando su caso ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  
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En síntesis y para concluir este tramo referido a mi hermano Víctor reitero que fue víctima de 
torturas, y de ejecución extrajudicial llevadas a cabo en el marco del plan criminal de Terrorismo de 
Estado. Su caso es otro eslabón que configura Genocidio.  
 
 
 
V. MI FAMILIA COMO "BLANCO MILITAR" Y LA METODOLOGIA EMPLEADA 
 
 Como VS. verá, ninguno de los miembros de mi familia asesinados, torturados o desaparecidos 
fueron sometidos a proceso, o tuvieron la oportunidad de responder a alguna imputación fundada en 
ley y ordenada por autoridad judicial.  
 
 
En el ánimo de determinar las razones del porqué tanto horror contra ellos, queda evidenciado el 
objetivo teleológico del terror que sufrió el pueblo de Guatemala y surge con meridiana claridad la 
comisión del delito de Genocidio ejecutado por un Estado Terrorista.  
 
 
Mi padre fue un catequista cuyo único "pecado" fue difundir la palabra de Dios y ponerla al servicio 
de los reclamos de justicia para su comunidad, en momentos donde eso era incompatible con el 
"plan criminal" que ejecutó el Estado Terrorista lo que lo convirtió en "blanco militar". A eso 
agréguese que Patrocinio, un joven alfabetizador, fue secuestrado y que mis padres y hermanos 
hicieron lo posible para que apareciera y se supiera de su secuestro y también del resto de indígenas. 
Esto era la violación de la "ley de silencio" impuesta, propia de los procedimientos mafiosos, y 
sostenida con un terror no escrito pero vigente como las leyes naturales.  
 
 
Sin estos elementos los Menchú Tum no hubiésemos tenido como "blanco militar" más interés que 
el que puede despertar cualquier indígena guatemalteco, que no es poco ya que como dijimos y está 
especificado tanto en el Informe CEH como en el Informe REMHI, los indígenas fueron 
considerados por el ejército como sinónimo de insurgencia.  
 
 
Hubiésemos padecido de todas maneras las formas represivas que se aplicaron sin distingo al 
pueblo en general, pero sin la especificidad que adquirió por las circunstancias ya apuntadas, luego 
potenciadas por mi nombramiento como Premio Nobel de la Paz.  
 
 
Por esto es importante comprender la secuencia que comienza en la determinación de categoría de 
"blanco militar" por parte de los agentes del Estado, lo que a su vez crea la "necesidad" de una 
"solución militar" y la decisión de Estado de despreciar y postergar la legalidad para suplirlo por el 
"plan criminal" con el que se resuelve la "necesidad militar". Eso se llama Terrorismo de Estado y a 
su vez expresa un proyecto de Genocidio.  
 
 
No verlo, implica justificar semejante represión sobre sujetos de derecho que no habían cometido 
ningún ilícito penal y cuya "culpabilidad" fue resuelta mediante la delación, la cobardía y el 
asesinato. Su destino final subvierte todo el ordenamiento legal vigente, comenzando por la 
consagración de la "virtualidad" como elemento de sostén de imputación en el campo judicial, 
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dejando desde la Constitución Nacional hacia abajo, todo el sistema legal hecho añicos. Esto 
último, cuyo simple enunciado espanta a los hombres de derecho, expresa el horror al que fue 
sometido mi pueblo.  
 
 
Resulta importante destacar que la metodología de Terrorismo de Estado y genocidio no fue el 
resultado de la acción de hombres inimputables o que puedan exhibir alguna forma eximente de sus 
responsabilidades. 
 
 
 Por el contrario fueron hombres lúcidos, claros en los objetivos perseguidos como en los intereses 
que defendían. Supieron siempre los resultados de decisiones tomadas en el ámbito público de sus 
cargos y mandos, que eran, en cuanto a su naturaleza jurídica, actos de gobierno a la vez que actos 
de servicio. 
 
 
 
 W. ASESINATOS DE SACERDOTES ESPAÑOLES.  
 
 
A lo largo de este extenso relato, hemos querido trasmitir a VS los rasgos generales de los delitos de 
Genocidio, Tortura y Terrorismo cometidos contra mi pueblo, con referencias a sucesos que me 
alcanzan personalmente. No puedo sin embargo, dejar de recordar cuatro casos que a su vez 
expresan toda la política genocida y terrorista aplicada, que son una síntesis de tantas experiencias 
que no quiero olvidar. Sintetizan sacrificio, compromiso, amor por el prójimo y una valentía que 
debe servir de camino y ejemplo para todos los hombres de buena voluntad, empeñados en caminar 
hacia un mundo sin impunidad.  
 
 
Me refiero al caso de cuatro hombres españoles, sacerdotes que dieron su vida por mi pueblo y a 
quienes la justicia de Guatemala no supo darles nada. Cuatro hombres que espero puedan ser 
escuchados por la justicia de España, que es donde nacieron, en el marco general de la aplicación de 
la jurisdicción universal para el juzgamiento de delitos de lesa humanidad. Son los casos que 
siguen:  
 
 
1. FAUSTINO VILLANUEVA. Nació el 15 de febrero de 1931 en Yesa, Navarra, España. Ingresó 
en la Escuela apostólica (Misioneros del Sagrado Corazón) en Valladolid en 1943 y en el noviciado 
en 1948. Se ordenó Sacerdote en Logroño el 25 de febrero de 1956. Fue misionero durante 21 años 
en Guatemala, iniciando en Joyabáj, El Quiché, pasando por diferentes lugares de mi país donde se 
aplicó de cuerpo y alma a la tarea pastoral. 
 
 
 Del sudeste de El Quiché pasa a mediados de 1960 a la zona Ixil, con base en Nebáj, una extensa 
área propiedad de cuatro finqueros terratenientes. Allí queda en evidencia que la palabra de Dios y 
la dura realidad no concilian y que el padre Faustino comienza a ser visualizado como un "blanco 
militar", en razón del alineamiento del ejército con los intereses ligados a la riqueza. Los indígenas 
desposeídos cometen el "pecado" de constituir una "Liga Campesina", por lo que en represalia los 
terratenientes y el ejército incrementan los desalojos masivos de las tierras donde las comunidades 
estuvieron asentadas por siglos.  
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En 1965 es destinado a Sacapulas y en 1967 a la recién creada Diócesis de El Quiché. En 1968 es 
trasladado nuevamente a Joyabáj, donde con breves lapsos en otras comunidades se mantiene hasta 
agosto de 1978. En abril de 1979 seriamente enfermo regresa a España, pero una vez repuesto 
regresa en julio de ese año a Guatemala, a la Parroquia de Joyabáj, su destino final. Desde antes de 
viajar a España había sido reiteradamente amenazado de muerte y se le comunicó que su regreso a 
Guatemala equivaldría a su muerte. 
 
 
 El 10 de julio de 1980 a las siete de la noche celebra misa. A las ocho cenó y a las 8:30 recibe a dos 
personas jóvenes que llegaron montando una motocicleta de gran porte y cilindrada, perfectamente 
identificable en el marco de la humildad del área indígena. Habían llegado esa tarde y fueron vistos 
por muchas personas a las que preguntaron puntualmente por el padre Faustino. El los guió a su 
despacho y allí lo matan con dos disparos de arma de fuego. Su cocinera fue testigo de los hechos. 
Luego salen y con total tranquilidad se dirigen hacia la plaza del poblado y de allí a su asentamiento 
en una unidad militar situada en Santa Cruz de El Quiché, a 50 kilómetros de distancia.  
 
 
La cocinera aterrorizada corrió hacia la casa del farmacéutico del pueblo, a quien contó todo. Un 
año después el farmacéutico fue también asesinado. En términos técnicos de inteligencia, este otro 
asesinato, vinculado al del Sacerdote, es "una quema de archivo". 
 
 
 Hay que destacar que un año antes el Jefe de la Zona Militar correspondiente al lugar, había 
reunido a los "ladinos" (personas no indígenas) de la zona, en particular a los más influyentes para 
ponerlos en la alternativa de "con los militares o contra los militares". Allí puntualmente advirtió 
que nadie debía acercarse a los sacerdotes. De ahí se comprende mejor la muerte del farmacéutico.  
 
 
Entre los que cargaban el féretro del padre Villanueva estaba el Padre Juan Pérez Alonzo, también 
español y también asesinado. Paradójicamente, a su entierro asistió Monseñor Juan Gerardi 
Conedera, recientemente asesinado.  
 
 
El Obispo de Pamplona José María Giralda lo llamó acertadamente "mártir de Cristo". La justicia 
de Guatemala nada hizo por investigar este asesinato, más que encubrir a los asesinos que hoy 
siguen gozando de absoluta impunidad. Cuando hablamos de asesinos, nos referimos nos solo a los 
ejecutores materiales sino también a los autores mediatos que, con diferente grado de participación, 
diseñaron y perpetraron su ejecución extrajudicial  
 
 
2. JOSE MARIA GRAN CIRERA. Era catalán, nacido en Barcelona, España, el 27 de abril de 
1945. Ingresó en el Noviciado de Canet de Mar en 1965. Hizo la profesión religiosa el 8 de 
septiembre de 1966. Se ordenó sacerdote en Valladolid el 9 de Junio de 1972 y como voluntario va 
a Guatemala, a la Diócesis de El Quiché en 1975, lugar donde permanece en acción misionera 
durante cinco años. 
 
 
 Su trayectoria y compromiso son similares a los de los otros sacerdotes, destacando el esfuerzo que 
durante más de dos años dedica a la ayuda de los sobrevivientes del terremoto que asoló Guatemala 
en 1976. En 1978 se instala en Zacualpa, uno de los puntos de mayor atraso y sufrimiento de la 
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población indígena.  
 
 
Fue asesinado el 4 de junio de 1980, cuando se encontraba realizando una gira misionera a caballo 
por las aldeas de Chajúl, acompañado de su fiel compañero y sacristán Domingo Batz. Había 
decidido encontrarse la noche del 3 y 4 de junio con dos jóvenes maristas españoles y su sacristán 
en una Aldea distante a cinco horas a caballo de Chajúl. Los maristas se retrasan un día y el 4, 
después de celebrar la eucaristía que el padre José María llamaba "la mesa común", se puso en 
marcha. El padre montaba un caballo blanco y su sacristán una mula que también cargaba sus 
pertenencias personales y los utensilios para la celebración de la eucaristía. Cuando se acercaban a 
la aldea Xeixojbitz, los soldados interceptaron el camino de manera que nadie más pudiera pasar 
por allí durante todo ese día y las primeras horas de la mañana siguiente. El día anterior un 
helicóptero militar había sobrevolado el área con el objeto de aportar datos para la preparación de la 
emboscada. 
 
 
 En un paraje boscoso y solitario se apostaron soldados que podían fácilmente dispararles. La 
autopsia reveló que la primera bala disparada a quemarropa le reventó al Padre José María el 
pulmón izquierdo y el corazón. El padre cae y allí es impactado por 6 balazos más. Su sacristán 
Domingo Batz es asesinado de dos balazos que le destrozan el cráneo. 
 
 
 Es de destacar que el 24 de marzo, poco más de dos meses antes, había sido asesinado en El 
Salvador Monseñor Oscar Romero. Una lectura de la época y del área, hacen aparecer el asesinato 
del Padre José María y del resto de los sacerdotes españoles como una especie de "efecto dominó " 
de aquel suceso. 
 
 
 Aquellos maristas que se habían retrasado, escuchan noticias de la muerte del Padre y de su 
Sacristán. Al dirigirse al lugar, se les informa que los soldados no dejaban pasar a nadie por 
aquellos caminos; sin embargo se adelantan y encuentran tendido en el suelo el cadáver del 
sacristán. El cuerpo del Padre José María se hallaba en una hondonada cercana a la orilla del 
camino. Cerca de ellos permanecían el caballo y la mula amarrados en un árbol, con signos 
inequívocos de que las valijas habían sido manipuladas. Alguien había robado el poco dinero que 
llevaban y con seguridad esas mismas personas dejaron propaganda guerrillera. 
 
 
 Sobre el medio día del 4, el destacamento militar de Chajúl avisó a la Alcaldía que en ese lugar que 
ellos mismos habían copado, había dos cadáveres no identificados. El destacamento militar al igual 
que en otros lugares de Guatemala se había instalada en el propio edificio parroquial. El día 5 en un 
programa televisivo nocturno se anunció que "con gran valentía y adiestramiento", el ejército había 
liquidado a dos subversivos no identificados. La mejor respuesta a este montaje la dio el obispo de 
El Quiché, Monseñor Juan Gerardi que en el funeral celebrado en la catedral dijo: "no les den oídos 
a las voces que quieren enlodar este testimonio. No den ustedes oídos a aquellos que dicen que a los 
curas hay que matarlos y a las monjas hay que matarlas porque son comunistas. Hermanos, ¡no!."  
 
 
Los ejecutores materiales y los autores intelectuales de esta ejecución extrajudicial, permanecen hoy 
impunes. La justicia de Guatemala con su deliberada inacción nada ha hecho para el 
esclarecimiento de los asesinatos.  
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3. JUAN ALONZO FERNANDEZ: Nació en Cuérigo, Asturias, España, el 29 de noviembre de 
1933. Ingresó en la escuela apostólica Misioneros del Sagrado Corazón en Valladolid en 1947 y en 
1952 en el noviciado de Canet de Mar en Barcelona. El 8 de septiembre de 1953 hizo profesión 
religiosa y se ordenó sacerdote en Logroño el 11 de junio de 1960. De inmediato se ofreció como 
voluntario para trabajar en El Quiché, Guatemala. Eligió los pueblos más pobres e incomunicados 
como son San Andrés Sajcabajá, Canillá y San Bartolo Jocotenango. 
 
 
 En 1962 deja temporalmente Guatemala y se dirige a Indonesia donde permanece hasta noviembre 
de 1965, cuando vuelve a España. Regresa a El Quiché en 1966, su destino definitivo.  
 
 
El Padre Juan viajaba a caballo y generalmente su comida era lo que su puntería le permitía cazar. 
Esto fue así hasta que por las propias condiciones de seguridad del lugar, no le fue permitido cargar 
más con su rifle de cazador.  
 
 
Tuvo un importante destino en el área del Petén, donde en un territorio muy extendido había sólo 5 
sacerdotes. Trabajó intensamente en esa área por dos años hasta que luego de los asesinatos de los 
sacerdotes José María Gran Cirera y Faustino Villanueva, decide suplirlos en sus parroquias. 
Regresa en enero de 1981 y muere ametrallado pocos días después el 15 de febrero de ese año. 
 
 
 Los últimos días del Padre Juan se pueden resumir de la siguiente manera: El 10 de febrero estaba 
definitivamente instalado en la diócesis de El Quiché, el 12 hace un viaje de ida y vuelta a la ciudad 
capital, el trece ya estaba en la parroquia de San Miguel Uspantán donde tenía previsto encontrarse 
con las comunidades cristianas. El mismo día de su llegada, viernes 13, fue obligado a presentarse 
en el destacamento militar, lugar donde fue interrogado y ofendido por los militares que no 
consiguieron arrancarle una confesión, en la que admitiera ser subversivo y comunista. 
 
 
 La línea argumental de sus respuestas, sostenidas con dignidad y firmeza, pueden resumirse en el 
ofrecimiento que hizo a los militares: "Si ustedes quieren enterarse de lo que digo, no tienen más 
que irme a escuchar a la iglesia. No hago más que predicar la palabra de Dios." Es dejado en 
libertad a altas horas de la noche que completa en casa de amigos. El día 14 acude a Chicamán 
donde se reúne con la Comunidad. Esa tarde y la mañana siguiente, ya día 15, la pasa en el 
convento parroquial de Uspantán y a la tarde, sin modificar la actividad programada toma su moto y 
se dirige hacia Cunén a donde iba a celebrar la Misa. Este poblado queda a 20 kilómetros de 
Uspantán. Quiero recordar a VS que estoy hablando de mi tierra natal.  
 
 
La gente que lo esperaba advierte el retraso del padre Juan, que no llega a los lugares prometidos. 
Su retraso también es advertido en Sacapulas al sur-oeste de Cunén, lugar a donde debía llegar a 
cenar con Monseñor Víctor Hugo Martínez y aproximadamente a esa hora llega la información de 
su asesinato. 
 
 
 Un Joven dice que en un sector de Barranca, camino de Cunén, un chofer vio a 3 ó 4 hombres 
armados y con las caras tapadas. Dice que uno sujetaba la moto del padre y los otros forcejeaban 
con él. Recuerda que ante la llegada del camión el padre se identificó a gritos y pidió ayuda. Los 
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enmascarados obligaron a punta de ametralladora a los pasajeros del camión a seguir su camino, 
pero al subir la cuesta siguiente vieron como el padre Juan era llevado barranca abajo. 
 
 
 El Obispo y el Párroco de Sacapulas, apenas amaneció concurrieron a Cunén donde no consiguen 
que un telegrafista envíe un telegrama preguntando si el Padre había celebrado misa la tarde 
anterior. Frente a tanta desfachatez, deciden ir a Uspantán y al llegar a Barranca ven a una señora 
con una cruz pequeña en el cuello. Le preguntaron si sabía algo del Padre Juan y ella temerosa 
responde: "yo no se nada, pero dicen que allí hay una moto botada", señalando el barranco. Bajan al 
fondo y encuentran una moto tirada que confirman era la del padre Juan, pero no encuentran el 
cadáver que con tres disparos en la cabeza había sido llevado al hospital de Uspantán para su 
autopsia. 
 
 
 Un soldado borracho, contó que el padre fue llevado barranca abajo y luego barranca arriba, 
torturado hasta que le quebraron un tobillo y finalmente con tres disparos le destrozaron la cabeza. 
Resulta llamativo el "iter crimis". El empecinamiento con que se lo tortura y traslada barranca 
arriba y barranca abajo, parece indicar que sus asesinos, antes de ultimarlo, reiniciaron el "diálogo" 
interrumpido en la dependencia militar, donde no pudieron "quebrarlo".  
 
 
La justicia de Guatemala, jamás investigó, jamás encontró ni probó nada y con su premeditada 
ineficiencia ha posibilitado que hoy los asesinos directos y los autores intelectuales de la ejecución 
extrajudicial permanezcan impunes. 
 
 
 4. CARLOS PEREZ ALONZO: Nació en Briviesca, Burgos, España, el 24 de octubre de 1936. 
Ingresó en la Compañía de Jesús el 6 de octubre de 1952, ordenándose sacerdote el 15 de julio de 
1965. 
 
 
 El padre Carlos es considerado Mártir de la misericordia y de la justicia. Durante los últimos años 
de su vida desarrolló su labor pastoral con las comunidades más pobres de Ciudad Guatemala, la 
capital de mi país. Después de muchos años de entrega y servicio en medio del pueblo 
guatemalteco, el 2 de agosto de 1981 es secuestrado y desaparecido en circunstancias no 
esclarecidas. El 6 de agosto de 1981 la Conferencia Episcopal, en comunicado emitido sobre la 
difícil situación por la que atravesaba la Iglesia de Guatemala, denunció el secuestro del padre 
Carlos y condenó los actos de violencia que se estaban dando en el país. 
 
 
 No hay de este caso más datos, aunque se recogieron varias referencias que vinculaban el secuestro 
del Padre Carlos con otros hechos represivos cometidos por el Gobierno de Guatemala en contra de 
miembros de la Compañía de Jesús. Sin embargo hay un hecho que no puede dejarse de considerar: 
el resto de los sacerdotes españoles, fueron asesinados con anterioridad al padre Carlos. En todos 
los casos sus cuerpos fueron exhibidos acribillados. Esto evidencia (de acuerdo a la criminalística) 
que el sistema no tuvo inconvenientes en "adoptar esas muertes". Con el Padre Carlos la 
metodología es diferente, ya que la desaparición introduce el factor de la incertidumbre que trae de 
la mano la duda sobre la muerte.  
 
 
Hablamos anteriormente de un "efecto dominó" a partir del asesinato de Monseñor Romero en el 
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Salvador y el asesinato de los 3 sacerdotes españoles anteriores al del padre Carlos. Pero es 
indudable que la imagen de los cuerpos yacentes acribillados, tanto sean gráficas o las que el 
individuo elabora a partir de la noticia y deposita en su subconsciente, tiene un peso tan grande que 
para el sistema se hace necesario buscar las alternativas que sin comprometer la eficacia del 
mensaje de terror, lo desvinculan de nuevas imágenes emparentadas con la muerte. 
 
 
 Esta claro que al ejército de Guatemala le ha costado poco asesinar a Sacerdotes, pero también que 
el precio a pagar frente a la comunidad internacional fue tan grande que tal vez se haya decidido 
eliminar a otro sacerdote pero no asumir las consecuencias políticas del hecho. Para este propósito 
la desaparición forzada de personas es la solución adecuada, quizás por eso en este caso se optó por 
esa variante. 
 
 
 Pero en los cuatro casos de asesinato de sacerdotes que he presentado ante VS., se puede establecer 
rasgos comunes por sobre algunas diferencias metodológicas. Todos ellos actuaron en áreas de 
considerable atraso y postergación socioeconómica. Todos ellos en algún momento fueron 
visualizados e identificados por personal militar, por sustentar y difundir ideas que objetivamente 
entraban en colisión con el plan criminal que se estaba aplicando. Todos fueron amenazados y de 
alguna manera prevenidos que sostener sus convicciones podría llevarlos a la muerte. Todos 
difundían el mismo mensaje religioso, irreprochable desde el punto de vista penal. Ese mensaje era 
de contenido eminentemente subjetivo, por lo que se convertía en una de las pocas áreas que 
quedaban al margen del poder absoluto de los militares. Era ésta la única donde existía la 
posibilidad de que no pudieran establecerse y desde allí dominar y condicionar la voluntad de los 
sujetos. De hecho hay innumerable documentación gráfica que evidencia proyectos de inteligencia 
militar referidos al área de la conciencia y la religiosidad, como aquellas imágenes de santos, 
ataviadas como soldados, muy comunes en el occidente de Guatemala durante los peores años del 
terror. 
 
 
 A ninguno de los cuatro sacerdotes españoles se les formuló imputación judicial alguna y por lo 
tanto no tuvieron la oportunidad de defenderse. Todos ellos murieron o fueron raptados en áreas 
donde el ejército tenía un amplio poder de disposición territorial. Esto no se invalida porque 
Faustino Villanueva fue asesinado en su casa, ya que el ámbito de disposición territorial era toda el 
área urbana del poblado y allí era impensable que pudieran manejarse con la libertad que lo hicieron 
sus asesinos, otras personas que no fueran militares. Inclusive también lo confirma la metodología 
empleada con el padre Carlos Pérez Alonzo, ya que no es simple en ninguna época y área de 
conflicto, disponer de la infraestructura como para garantizar el secuestro, la retención de personas 
y para el caso de ejecución, la disposición final de los restos. Las unidades militares, las fuerzas de 
policía y las paramilitares Patrullas de Autodefensa Civil contaban con esos recursos. Ya hemos 
visto el tema de los entierros de cadáveres no identificados, marcados como XX. A esos argumentos 
nos remitimos.  
 
 
En todos estos casos la justicia de Guatemala mostró lo que la CEH ha calificado de "complicidad" 
con la impunidad y corresponsabilidad en el tema de la violencia a través de una manifiesta falta de 
voluntad en el ejercicio de la acción penal persecutoria o del cumplimiento de las normas del debido 
proceso y respeto en la aplicación de las leyes de fondo en materia penal. Las razones últimas de la 
eliminación de estos Sacerdotes son eminentemente políticas y sus muertes o desapariciones, la 
expresión clara de la metodología del Terrorismo de Estado.  
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Como acotación complementaria quiero que VS sepa del dolor que me causa reproducir estos 
momentos de mi vida. Estos sacerdotes vivieron y murieron en mi propia tierra, junto a ellos 
participaron en la labor pastoral mi padre, mi madre y mi hermano Patrocinio. Son parte de mi vida, 
de mis mejores recuerdos, pero también de mis ausencias. Por ello acudo hoy ante la justicia de 
España a procurar la justicia que se les negó en mi país. Pero no fueron estos los únicos Sacerdotes 
asesinados por las mismas motivaciones, con la misma metodología, con los mismos propósitos, y 
por las mismas personas. Simplemente haré del resto una simple enunciación sin perjuicio que en su 
momento aportemos a VS las particularidades y circunstancias de sus asesinatos. Enumero también 
como víctimas de Genocidio y Terrorismo de Estado a las siguientes personas:  
 
 
1. Guillermo Woods, Sacerdote norteamericano de la orden Mariknoll, muerto el 20-11-1976 
 2. Hermógenes López Coarchita, sacerdote guatemalteco asesinado el 30-6-1978 en San José 
Pinula. 
 3. Conrado de la Cruz, sacerdote filipino de la congregación del Inmaculado Corazón de María, 
Secuestrado y desaparecido el 1 de mayo de 1980, junto a su acompañante Herlindo Cifuentes. 
 4. Walter Voordecker, sacerdote Belga, asesinado el 12 de mayo de 1980, 
 5. El Pastor Evangélico de la Esperanza, Santos Jiménez Martínez, asesinado el 19 de noviembre 
de 1980. 
 6. Carlos Gálvez Galindo, Sacerdote guatemalteco, asesinado el 14 de mayo de 1981. 
 7. Tulio Marcelo Maruzzo, Sacerdote Italiano, asesinado el 1 de julio de 1981, junto con el 
cursillista, Luis Abdulio Navarro,  
 8. Angel Martínez Rodrigo, misionero seglar y su colaborador laico el canadiense Raúl Leger, 
asesinados el 25 de julio de 1981. 
 9. Francis Stanley Rothers, misionero norteamericano, asesinado el 4 de agosto de 1981. 
 10. John David Troyer, misionero norteamericano, asesinado el 17 de septiembre de 1981. 
 11. Victoria de la Roca, religiosa guatemalteca, secuestrada y desaparecida el 6 de septiembre de 
1982. 
 12. Carlos Morales, Sacerdote guatemalteco, asesinado el 20 de enero de 1982 
 13. Sergio Berten, de nacionalidad Belga de la Congregación del Inmaculado Corazón de María, 
secuestrado y desaparecido el 29 de enero de 1982. 
 14. James Arnold Miller, religioso norteamericano, asesinado el 13 de febrero de 1982. 
 15. Augusto Rafael Ramírez Monasterio, Sacerdote guatemalteco, asesinado el 7 de noviembre de 
1983. 
 
 
 X. PERSONAS A LAS QUE SEÑALO COMO RESPONSABLES POR LOS ILICITOS 
DENUNCIADOS. 
 
 
 Los tres hechos que he presentado ante VS, corresponden a lo acontecido durante el período de 
tiempo en que, según el Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico se cometió delito de 
genocidio en Guatemala. Resulta por tanto procedente imputar a las personas que detallo a 
continuación. En base a los hechos que se irán incorporando al proceso se señalarán los nombres de 
otras personas como responsables.  
 
 
1. General Efraín Ríos Montt, Jefe de Gobierno por golpe de Estado, del 23 de Marzo de 1982 al 8 
de agosto de 1983.  
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2. General Oscar Humberto Mejía Víctores, Jefe de Gobierno por Golpe de Estado, del 8 de Agosto 
de 1983 al 14 de enero de 1986.  
 
 
3. General Fernando Romeo Lucas García, Presidente de la República de Guatemala de 1978 a 
marzo de 1982, actualmente residente en la República de Venezuela.  
 
 
4. General Angel Aníbal Guevara Rodríguez, Ministro de la Defensa, residente en Guatemala.  
 
 
5. Lic. Donaldo Alvarez Ruiz, Ministro de Gobernación, actualmente residente en la ciudad de 
Miami, Estados Unidos de Norte America. 
 
 
 6. Coronel Germán Chupina Barahona, Director de la Policía Nacional durante el Gobierno del 
General Lucas García, residente en Guatemala.  
 
 
7. Sr. Pedro García Arredondo, Jefe del Comando Seis de la Policía Nacional durante el Gobierno 
del General Lucas García, residente en Guatemala. 
 
 
 8. General Benedicto Lucas García, Jefe del Estado Mayor del ejército durante el Gobierno de 
Romeo Lucas García  
 
 
 
 
Y. PETICION: En virtud de lo expuesto procede y solicito del juzgado que teniendo a la vista este 
escrito lo considere presentado, admitido y adopte las siguientes medidas: 
 
 
 1. Incoacción inmediata de las Diligencias Previas para la persecución penal de los hechos.  
 
 
2. Sin perjuicio de posteriores ampliaciones de esta denuncia y de los elementos de conocimiento 
que se vayan incorporando, se solicita que el procedimiento se dirija a partir de ahora, cuando 
menos contra las personas a quienes en este escrito he citado como responsable de los hechos. 
 
 
 3. Que desde ahora el Juzgado practique las diligencias necesarias para la averiguación de los 
hechos aquí denunciados.  
 
 
4. Que antes se agregue como parte de esta denuncia el material documental que por anexo 
separado se especifica y describe. 
 
 
 Será justicia  
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OTRO SI DIGO: Que acompaño al presente escrito copia de Poder General del Poder para Pleitos 
otorgado a los Abogados y Procuradores que en el figuran, solicitando que en el futuro se entiendan 
con ellos las sucesivas diligencias.  
 
 
Y por lo expresado, Suplico al Juzgado que tenga por hechas las anteriores manifestaciones. Es 
Justicia que pido en fecha y lugar "ut supra".  
 
 
 
F) Rigoberta Menchu Tum  


